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El presente caso, se refiere al proceso seguido contra el exmagistrado del Tercer Juzgado 
especializado en lo Penal de Lima del Poder Judicial, Máximo Nicolás Castro Ningle por la 
comisión del delito contra la Administración Pública - Corrupción de Funcionarios en 
agravio del Estado peruano.  
  
Primero, en marzo de 2000, mediante Sentencia de instancia única, la Sala Superior de 
Apelaciones para Procesos Sumarios con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia 
de Lima, falla condenar al imputado a seis años de pena privativa de la libertad. Sin 
embargo, la Fiscalía Superior del Ministerio Público interpone recurso de nulidad contra la 
sentencia.  
 
Segundo, resolviendo el recurso de nulidad, la Primera Sala Penal Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia de la República, a través de ejecutoría suprema declaró haber nulidad 
en la sentencia de primera instancia, en el extremo de la pena impuesta, reformándola y 
fallando incrementar la pena del encausado de seis años a diez años de pena privativa de 
libertad.   
 
Tercero, estando la causa en ejecución de sentencia, el condenado purgando prisión 
efectiva solicitó ante el Colegiado Superior que emitió el fallo condenatorio en primera 
instancia, la adecuación de la pena impuesta en virtud a la dación de la Ley N° 27454 del 
23 de mayo del 2001. Ante ello, la Fiscalía Superior del Ministerio Público emite Dictamen 
fiscal opinando declarar procedente la solicitud del sentenciado.  
 
Finalmente, el Colegiado Superior de instancia única declara fundada la solicitud del 
condenado, y en consecuencia, adecua la pena de diez años a seis años de pena privativa 
de la libertad como se estableció en un primer momento por el mismo órgano jurisdiccional. 
Posteriormente, el condenado acogiéndose a beneficios penitenciarios obtiene la libertad 




Delitos contra la administración pública, cohecho pasivo específico, flagrancia, falta de 




1 SINTESIS DE LOS HECHOS DE LA INVESTIGACIÓN Y EL OPERATIVO 
ESPECIAL DE OCMA 
 
1.1 ACTA DE QUEJA VERBAL ANTE OCMA 
 
En fecha 02 de julio de 1999, la Sra. Esla Aurora Aravena Paredes identificada con L.E. 
07603073 se hizo presente ante la Oficina de Control de la Magistratura del Poder Judicial 
(OCMA) a fin de realizar una Queja verbal contra el Magistrado Máximo Nicolás Castro 
Ningle, Juez Penal Suplente del Tercer Juzgado Penal de la Corte Superior de Lima para 
Procesos Ordinarios con Reos en Cárcel, manifestando ser esposa del señor Juan Delgado 
Dávila, interno del Establecimiento Penal San Jorge cuyo proceso penal Exp. N° 111-98 
por el delito de Estafa está a cargo del Magistrado en mención.  
 
En esa línea, señala que el día 30 de junio de 1999 visitó a su cónyuge en el penal, quien 
a su vez le manifestó que había recibido la visita de un abogado que iba de parte del Juez 
Máximo Castro Ningle a ofrecerle su ayuda a fin de beneficiarlo en su proceso penal a 
cambio de entregarle $ 1,000.00 dólares americanos. Después de la visita de dicho 
abogado, su esposo, desde el teléfono público del Penal, logra comunicarse con el 
Magistrado quien le confirma el monto requerido. Asimismo, de acuerdo a lo indicado por 
su esposo, en anteriores oportunidades, el propio Juez también le habría pedido dicha 
suma de dinero en una de las diligencias al penal.  
 
Al respecto, Nelson Reyes Ríos, Jefe de la Oficina de Control de la Magistratura del Poder 
Judicial, dispone abrir investigación y de ser necesario realizar operativo.  
 
1.2 AMPLIACIÓN DE QUEJA VERBAL ANTE OCMA 
  
El 12 de julio de 1999, la Sra. Elsa Aravena Paredes realiza una Ampliación del Acta de 
Queja Verbal donde explica que el pasado viernes 09 de julio se entrevistó con el Juez en 
su despacho y éste le solicitó $ 2,000.00 dólares americanos a fin de ayudar a su esposo 
en el expediente que el magistrado tenía a su cargo.   
 
Ante tal pedido, se coordinó la entrega del dinero para el 10 de julio en la agencia de 
transportes TECSA del Centro de Lima, al cual acudió el magistrado pero la quejosa se 
excusó al no llevar el dinero, reprogramando el encuentro para el presente día a las 6:00 





1.3 OPERATIVO DE INTERVENCIÓN EN FLAGRANCIA COORDINADO ENTRE OCMA, 
FISCALIA SUPREMA DE CONTROL INTERNO Y PNP-JUDICIAL 
 
A) DISPOSICIÓN DE ENTREGA DE DINERO INTANGIBLE  
 
El mismo día 12 de julio de 1999, tras la ampliación de la queja verbal, OCMA con 
intervención de la Fiscalía Suprema de Control Interno, y la División Policial Judicial, 
dispone la entrega de dinero intangible por un monto ascendente a US$ 2,000.00 dólares 
americanos con el objeto de que sea utilizado en el operativo de intervención en el mismo 
día a fin de corroborar las denuncias formuladas en contra de funcionarios del Poder 
Judicial, conforme lo sostenido por la quejosa. . 
  
B) CONSTANCIA DE ACTA DE ENTREGA DE REACTIVOS DE DINERO 
INTANGIBLE   
 
El mismo día, tras la disposición de OCMA, la Secretaria Ejecutiva de la Oficina de Control 
de la Magistratura del Poder Judicial procedió a impregnar los billetes asignados para que 
sean utilizados en el operativo de intervención. Se detalla la entrega de 40 billetes de US$ 
50.00 dólares americanos haciendo un total de US$ 2,000.00 dólares americanos, monto 
presuntamente requerido por el Magistrado denunciado.  
 
C) ACTA DEL OPERATIVO EN FLAGRANCIA DEL FISCAL ADJUTNO SUPREMO 
DE CONTROL INTERNO DEL MINISTERIO PÚBLICO  
 
Siendo las 6:30 p.m. del día 12 de julio de 1999, se realizó el operativo a cargo del Dr. 
Manuel Roberto Paredes Dávila magistrado de OCMA del Poder Judicial, Dr. Jorge 
Eduardo Maldonado Vergara Fiscal Adjunto Supremo de Control Interno del Ministerio 
Público y Juan Enciso Vega SOT2 PNP, los mismo que se constituyeron a las afuera de la 
Agencia de Transportes TEPSA (Cruce de Av. Paseo de la República y Jirón Lampa) del 
Centro de Lima, lugar dónde la Quejosa Elsa Aurora Aravena Paredes acababa de realizar 
la entrega del dinero intangible al magistrado Máximo Castro Ningle.  
 
Seguidamente, intervienen al magistrado Máximo Nicolás Castro Ningle quien se identifica 
con su credencial de Poder Judicial en dónde se consigna su L.E. N° 25457176. Al 
4 
 
requerirle y preguntarle por lo que habría recibido de parte de la Sra. Elsa Aurora Aravena 
Paredes, el intervenido procedió a extraer del bolsillo interno de su saco, un sobre color 
plata con una franja superior naranja con las siglas Club C & C Compras y Consumos y en 
la parte inferior el logo “Dinners Club International”. Al ser requerido para que abra el sobre 
y verificar su contenido, se negó a hacerlo. Ante ello, el fiscal adjunto supremo de Control 
Interno, procede a hacerlo verificándose los billetes de 50 dólares americanos totalizando 
$ 2,000 dólares americanos.   
 
D) SINTESIS DE LA MANIFESTACIÓN DEL DENUNCIADO ANTE LA OFICINA DE 
CONTROL DE LA MAGISTRATURA DEL PODER JUDICIAL (OCMA) 
 
Siendo las 7:30 p.m. del día 12 de julio de 1999, el magistrado Dr. Manuel Roberto Paredes 
Dávila Magistrado de la Oficina de Control de la Magistratura del Poder Judicial procede a 
tomarle la manifestación al detenido Máximo Nicolás Castro Ningle quien se identifica con 
sus generales de Ley y señala no requerir de un abogado. 
 
El detenido en su manifestación reconoce que el despacho donde se desempeña como 
Juez tiene a su cargo el proceso penal N° 111-99 seguido contra Juan Viviano Delgado 
Dávila por estafa, además señala que el inculpado se encuentra con mandato de detención 
y está recluido en el penal San Jorge.   
 
El detenido señala que no es cierto que ha enviado a un abogado como intermediario a fin 
de solicitarle al señor Juan Viviano Delgado Dávila la suma de US$ 1,000 dólares 
americanos para ayudarlo en su proceso. Por otro lado, señala que la señora Elsa Aurora 
Arevena Paredes concurrió a su despacho el día miércoles 07 de julio para saber la 
situación de su esposo el Sr. Juan Viviano Delgado Dávila, donde le respondió que 
expediente ya estaba para resolverse.   
 
Seguidamente, en la misma reunión, el detenido señala que la señora Elsa Aravena le 
preguntó si era de la ciudad de Iquitos, a lo que le respondió que era de Chiclayo y que 
viajaba a la procesión de la Cruz de Motupe todos los años e iba aprovechar el feriado 
largo del 28 de julio para ir por TEPSA y que iba a comprar su pasaje. 
 
Asimismo, el detenido niega haberla citado a la señora Elsa Aurora Arevena Paredes a la 
agencia de transportes TEPSA; sin embargo, la encontró el pasado día sábado 10 de julio 
aproximadamente a las 2:00 p.m. y de igual manera hoy lunes 12 de julio a las 6:30 p.m. 
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donde señala que fue a averiguar el precio de los pasajes y la señora lo vio lo llamó para 
invitarle un café. 
En esa línea, al preguntársele por qué motivo recibió el sobre que le fue incautado 
conteniendo la suma de US$ 2,000 dólares americanos de poder de la señora Elsa Aurora 
Aravena Paredes.  
 
El detenido responde, que ella lo llamó para tomarse un café, a lo que accedió y se sentaron 
en una mesa del cafetín de TEPSA donde él se pidió un té, que la señora le preguntó si iba 
viajar, a lo que él respondió que ese día no lo iba hacer y que tampoco iba comprar los 
pasajes porque todavía se mantenía el precio hasta el 20 de julio.En ese momento, la 
señora le entregó un presente al cual inicialmente se negó, pero ante la insistencia se lo 
guardó, a lo que la señora le indicó que se retire porque ella iba pagar el té, y luego procedió 
a retirarse.  
 
Posteriormente, el detenido afirma que nunca le ha solicitado dinero a la señora Elsa Aurora 
Aravena Paredes, que solo ha recibido el sobre para no desairar a la señora y desconocía 
el contenido del mismo, pensando que era una colonia o una tarjeta. Asimismo, afirma que 
no acostumbra a recibir dinero, que muchas personas le han ofrecido pero siempre las ha 
rechazado.  
 
En ese estado, se reproduce el audio de la grabación efectuada el día 09 de julio del 
presente año, en el despacho del Magistrado que contiene la conversación sostenida con 
la Sra. Elsa Aravena Paredes, al término se le pregunta al intervenido Máximo Castro 
Ningle, si reconoce la conversación sostenida; el mismo responde que no fue así, que fue 
brevísima, que no es su voz.   
 
 
E) PARTE POLICIAL N° 08-99-DIVPOLJUD-DEPAD 
 
 Resumiendo el parte policial que suscribe el SOT2 PNP Juan Enciso Vega con CIP-
30327504 da cuenta los hechos del operativo conjunto por el representante del OCMA del 
Poder Judicial y Fiscalía Suprema de Control Interno del Ministerio Púbico con el objeto de 
intervenir al magistrado Dr. Máximo Nicolás Castro Ningle, Juez del Tercer Juzgado Penal 
de la Corte Superior de Lima, en vista a una queja verbal ante OCMA, el cual se sindicaba 




Al momento de la intervención, el magistrado manifestó haber recibido un sobre con dinero 
ascendente a $ 2,000.00 dólares americanos de la persona Sr. Elsa Elvira Aravena 
Paredes.   
  
 
F) INFORME N° 06-99 DE LA OFICINA DE CONTROL INTERNO DEL MINISTERIO 
PÚBLICO   
 
Resumiendo el informe del Dr. Jorge Maldonado Vergara, Fiscal Adjunto Supremo de la 
Fiscalía Suprema de Control Interno, quien fue parte del operativo en flagrancia, se llega 
la conclusión que la conducta del Dr. Máximo Nicolás Castro Ningle, Juez del Tercer 
Juzgado en lo Penal para Procesos con Reos en Cárcel, habría incurrido en el delito de 
Corrupción de Funcionarios previsto y penado en el art. 395° del Código Penal.  
 
G) SITUACIÓN DEL INTERVENIDO – OFICIO N° 539-99-MP-F.SUPR.C.I 
 
De acuerdo, al oficio del Fiscal Supremo Dante Ore Blas dirigido al Jefe del Departamento 
de Coordinación Policial Comandante PNP, solicitó poner bajo custodia al magistrado 
Máximo Nicolás Castro Ningle quien fuera intervenido en flagrante delito en un operativo 
realizado por la Fiscalía Suprema quien deberá ser puesto a disposición de la Octava 
Fiscalía Superior en lo Penal de Lima a cargo del Dr. Pablo Sánchez Velarde.   
 
1.4 SINTESIS DE LA FORMALIZACION DE LA DENUNCIA PENAL 
 
El día 13 de julio de 1999, el Dr. Pablo Sánchez Velarde, Fiscal Superior Titular de la 
Octava Fiscalía Superior en lo Penal de Lima, de acuerdo a su competencia para ejercitar 
la acción penal conforme al art. 159° de la Constitución, art. 94° de la Ley Orgánica del 
Ministerio Público y artículo único de la Ley N° 27147 que establece la competencia del 
fiscal superior de turno para intervenir en casos de flagrancia decide FORMALIZAR 
DENUNCIA PENAL contra Máximo Nicolás Castro Ningle, Juez Suplente del Tercer 
Juzgado Especializado en lo Penal de Lima del Poder Judicial por la presunta comisión del 
delito cometidos por funcionarios públicos – Corrupción de Funcionarios, previsto en el 
artículo 395° del Código Penal en agravio del Estado el cual presenta ante el Señor 
Presidente de la Sala Penal Corporativa para Procesos Ordinarios con Reos en Cárcel. 
 




 El informe N° 06-99 de la Oficina de Control Interno del Ministerio Público, Fiscal 
Adjunto Supremo Jorge Eduardo Maldonado Vergara. 
 Acta de Queja Verbal de la Sra. Elsa Elvira Aravena Paredes. 
 Acta de Incautación y verificaciones de los billetes incautados pertenecientes al 
dinero intangible para el operativo. 
 La manifestación del denunciado quien acepta haber recibido el sobre como 
presente, pero niega haber solicitado dinero y conocer el contenido del sobre.   




 La declaración instructiva del denunciado. 
 Las declaraciones testimoniales de la denunciante Sra. Elsa Elvira Aravena Paredes, 
Sr. Juan Delgado Dávila y el Sr. Juan Enciso Vega efectivo policial SOT2 PNP.  
 La preventiva del Sr. Procurador Público. 
 Las demás diligencias que su Despacho considere necesarias.  
 
2 SINTESIS DE LA DECLARACIÓN INSTRUCTIVA 
 
En la mismo día 13 de julio de 1999, el Vocal Instructor de la Segunda Sala Penal 
Corporativa para Procesos Ordinarios con Reos en Cárcel, decide abrir Instrucción contra 
el inculpado dictando Mandato de Detención y trabándose embargo preventivo a efectos 
de futura reparación civil.  
 
Seguidamente, el procesado Máximo Castro Ningle fue conducido en calidad de detenido 
ante el Vocal Instructor a fin que se le tome su declaración instructiva. La diligencia se 
realizó en presencia del Fiscal Superior a cargo y una abogada defensora de oficio. El 
procesado siguió negando los cargos declarando lo siguiente: 
 
 Que, la testigo Elsa Aravena Paredes se había apersonado a su despacho judicial 
una sólo vez para saber el estado del proceso de su esposo Juan Delgado Dávila, 
pero que en ningún momento le solicitó alguna suma de dinero, ni menos dos mil 




 Que, el día sábado 10 de julio de 1999, la señora en mención lo vio ingresar a la 
agencia de TEPSA y le dijo que quería invitarle a almorzar a fin que le pueda ayudar 
a su esposo procesado, hecho que no aceptó y se retiró del lugar.  
 
 Que, tampoco envió ningún abogado al Centro Penitenciario San Jorge donde está 
internado el Sr. Juan Delgado Dávila para preste su asesoramiento legal. 
 
 Que, el día de su intervención 12 julio de 1999, al promediar las 6:30 p.m., se dirigió 
a la agencia de Transportes TEPSA del Centro de Lima a fin de averiguar el precio 
de los pasajes con destino a Chiclayo, siendo que por casualidad se encontró con la 
Sra. Elsa Aurora Aravena Paredes, quien le invitó a tomar un café y luego de 
conversar brevemente le entregó un sobre conteniendo un presente y para no 
desairarla lo guardó en el bolsillo de su saco, retirándose del lugar, siendo intervenido 
por personal de OCMA. 
 
 Que, si bien aceptó el sobre cerrado entregado por la Sra. Elsa Aravena Paredes fue 
para no desairarla, creyendo que en su contenido había una colonia, tarjeta o una 
fotografía, y que no pudo revisar el sobre porque le dolía la cabeza.   
 
AMPLICACIÓN DE LA DECLARCIÓN INSTRUCTIVA 
 
En fecha 18 de agosto de 1999, en las instalaciones de la Sala de Instructivas del 
Establecimiento Penitenciario San Jorge, se llevó a cabo la ampliación de la declaración 
de instructiva del procesado en presencia de la Dra. Jeannett Oyarce Delgado, Vocal 
Instructora del presente proceso y el Dr. Pablo Sánchez Velarde, Fiscal Superior en virtud 
del escrito solicitado por el inculpado en fecha 13 de agosto de los corrientes. 
 
 Que, se ratifica en parte de su primera declaración instructiva, agregando que es 
consciente de aceptar el ofrecimiento que le hizo la Sra. Elsa Aravena Paredes en 
referencia al sobre, pero que desconocía su contenido; asimismo, reconoce haber 
faltado a su conducta funcional.  
 
 Que, confirma conocer al abogado Abel Muñoz Sáenz por el ámbito profesional, 
quien de acuerdo a la declaración del testigo Juan Viviano Delgado Dávila, éste fue 
a visitarlo al penal por encargo del inculpado Máximo Nicolás Castro Ningle quien en 
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su momento le entregó una tarjeta de presentación, la misma que obra en autos del 
proceso [Fojas 66].  
 
 Que, sin embargo, niega haberle entregado al testigo Juan Viviano Delgado Dávila 
la tarjeta de presentación del abogado Abel Muñoz Sáenz y también niega haberse 





En fecha 24 de agosto de 1999, el procesado Máximo Castro Ningle presenta un escrito 
ante la Vocal Instructora de la Sala de Apelaciones reafirmando la aceptación de cargos 
que se le imputan, ratificando haber solicitado a la testigo Elsa Aurora Aravena Paredes la 
suma de US$ 2,000.00 (Dos mil dólares americanos) para favorecer su esposo el Sr. 
Juan Delgado Dávila en la instrucción que se le seguía en el despacho judicial donde 
estuvo a cargo como Juez.  
 
Además de señalar que se siente arrepentido y solicita se sirva apreciar su confesión 
sincera conforme se regula en el art. 136° del Código de Procedimientos Penales.   
 
3 CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES DE LOS HECHOS 




Hechos que concuerdan entre las versiones de la fiscalía y el inculpado.  
 
 Que, el inculpado Máximo Nicolás Castro Ningle, reconoce a los testigos Juan 
Delgado Dávila porque se le sigue un proceso penal por el delito de estafa contenido 
en el expediente N° 111-98 que pertenece al despacho judicial donde trabajaba el 
inculpado como Magistrado.  
 
 Que, el inculpado, reconoce a la testigo Elsa Aravena Paredes por es la esposa del 
Sr. Juan Delgado Dávila; además, reconoce haberse reunido en tres oportunidades 
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en el mes de julio de 1999, una vez en el propio despacho judicial y dos veces en la 
agencia de transportes TEPSA del Centro de Lima.  
 
 Que, el día del operativo, lunes 12 de julio de 1999 aproximadamente a las 6:30 p.m., 
en las instalaciones de la agencia de transportes TEPSA, el inculpado haya recibo 
de parte de la Sra. Elsa Aravena Paredes un sobre cerrado que inmediatamente 
guardó en el bolsillo de su saco y procedió a retirarse del lugar. 
 
 Que, posteriormente al hecho descrito en el párrafo precedente, fue intervenido en 
los exteriores de la Agencia de TEPSA por representantes del Ministerio Púbico, 
OCMA y efectivo policial.  
 
 Escrito del inculpado de fecha 24 de agosto de 1999, en el cual acepta los cargos del 
presente proceso, ratifica haber solicitado a la Sra. Elsa Aravena Paredes la suma 
de US$ 2,000 dólares americanos para favorecer al proceso Juan Delgado Dávila en 
la instrucción que le seguía en su despacho judicial y posteriormente haber recibido 
el dinero solicitado. Asimismo, señala que se siente sumamente arrepentido y solicita 




Al inicio del proceso la versión del inculpado y su defensa técnica tenían una versión 
contraria a la posición de la Fiscalía; sin embargo, posteriormente el procesado en la 
etapa instructiva aceptó los cargos imputados de la fiscalía. Solo hubo una 
contradicción final. 
 
 Que, si bien conoce al abogado Dr. Abel Muñoz Saenz nunca le encomendó que 




4 SINTESIS DEL JUICIO ORAL 
 
En fecha, 07 de marzo del año 2000, en la Sala de Audiencias para Procesados Primarios 
del Centro Penitenciario San Jorge en Lima, con la concurrencia de los señores Vocales 
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de la Sala de Apelaciones para Procesos Sumarios con Reos en Cárcel presidida por el 
Dr. Julián Jeri Cisneros, se llevó acabo el juicio oral contra el imputado Máximo Castro 
Ningle en compañía de su abogada de oficio con el presencia del Fiscal Adjunto Superior. 
 
En esa línea, el señor director de debates procede a tomarle las generales de Ley al 
acusado y exhortándole para que responsa con la verdad sobre los hechos materia del 
proceso.  
 
Seguidamente, el señor Fiscal Superior, procede a efectuar su interrogatorio contra el 
acusado: Le preguntan, en qué circunstancias conoció a la testigo Elsa Aurora Aravena 
Paredes, el acusado responde que ella se apersonó a su despacho con el fin de preguntar 
por el trámite del expediente en el cual su esposo [Juan Delgado Dávila] se encontrada 
como inculpado.  
 
En ese orden, el acusado declara que su designación como Juez del Tercer Juzgado Penal, 
era desde el 29 de abril de 1999 hasta el trece de julio de 1999. La fiscalía pregunta si ha 
tenido quejas en su despacho, el acusado lo niega. Seguidamente, la fiscalía señala que 
existen cuatro quejas en su contra de las cuales dos están en trámite, el acusado responde 
que no le han notificado; ante tal situación, el Director de Debates vuelve a exhortar al 
acusado para que responda con la verdad sobre los hechos, señalándole que conferencia 
con su abogada.  
 
La Dirección de Debates retoma el interrogatorio preguntándole al acusado, por qué niega 
los hechos si en los autos obra su récord de quejas sobre las Quejas N° 602-99 y N° 526-
99, el acusado señala que sólo le han notificado con una queja en donde está como testigo 
porque el proceso era contra un secretario y que las demás no le han notificado.  
 
El acusado declara que en el despacho donde se desempañaba como juez, había dos 
procesos contra el testigo Juan Viviano Delgado Dávila por estafa, el primero se declaró 
nulo y en el segundo se había dispuesto mandado de detención y estaba por emitir 
sentencia la cual no iba ser para liberarlo.  
 
Asimismo, el acusado acepta haber solicitado US$ 2,000.00 (Dos mil dólares 
americanos) para acelerar el trámite del caso del testigo Juan Viviano Delgado 
Dávila. Le preguntan, si es correcto solicitar dinero para administrar justicia la cual es 




En esa línea, el acusado acepta haber citado a la testigo Elsa Aurora Aravena Paredes a 
fin de explicarle el proceso de su esposo, reuniéndose los días viernes 09 de julio en su 
despacho, sábado 10 de julio en la agencia de transportes TEPSA del Centro de Lima 
donde acordó la entrega del dinero para el día lunes 12 de julio a las 6:30 p.m.  
 
De esa forma, en la fecha y lugar señalado, el acusado aceptar haber recibido un sobre de 
la testigo Elsa Aurora Aravena Paredes, del cual sabía que contenido era de dinero, 
cogiéndolo y guardándolo en el bolsillo interior de su saco, y posteriormente procedió a 
retirarse de la agencia de transportes TEPSA.  
 
Además, el acusado también acepta haber sido intervenido cuando salía de la agencia de 
transportes, a lo que procedió a retirar el sobre del interior de su saco porque pensó que le 
iban a robar. La audiencia se suspende y se programa su continuación para el día 10 de 
marzo de 2000. 
 
En la fecha señala, se continúa con el decurso del juicio oral, con todas las partes, la 
secretaria da cuenta de la concurrencia de la procuradora Pública del Poder Judicial Dra. 
María Amalia Minaya Vizcarra. Al no haber más pruebas que actuar y siendo el estado del 
proceso el de la oralización de prueba instrumental, se procede a dar lectura a las 
siguientes piezas procesales: 
 
 Acta de Queja Verbal y Ampliación de Elsa Aurora Aravena Paredes. 
 Acta de entrega de dinero intangible para el operativo.  
 Declaración testimonial del Sr. Juan Vivando Delgado Dávila. 
 Declaración testimonial de la Sra. Elsa Aurora Arevena Paredes. 
 Declaración testimonial del SOT2 PNP Juan Enciso Vega. 
 Declaración Preventiva de la Procuraduría Pública del Poder Judicial. 
 Acta de visualización de Video Casette del hecho flagrante. 
 Diligencia de confrontación entre el acusado y el testigo Juan Viviano Delgado Dávila. 
 Diligencia de confrontación entre el acusado y la testigo Elsa Aurora Aravena 
Paredes. 
 Certificado de antecedentes penales judiciales. 
 Relación de llamadas telefónicas. 
 Récord de Quejas OCMA contra el Acusado. 




Acto seguido, lo señores vocales no solicitaron se de lectura a ninguna pieza procesal 
pertinente, de igual manera el señor Fiscal Superior, la defensa del acusado y la parte civil 
no solicitaron ninguna pieza procesal pendiente.  
 
Posteriormente, el señor Fiscal procede a efectuar su Requisitoria oral formulando 
acusación contra MÁXIMO NICOLÁS CASTRO NINGLE por la comisión del delito contra 
la Administración Pública – Corrupción de Funcionarios – Corrupción Pasiva contenida en 
el art. 395° del Código Penal en agravio del Estado, solicitando se le imponga 10 años de 
pena privativa de libertad, el pago de S/ 5,000.00 soles por concepto de Reparación Civil 
a favor del Estado, además, se le imponga 300 días multa e inhabilitación por el mismo 
plazo de la pena conforme a los incisos 1, 2, 4 del Art. 36° del Código Penal.   
 
La defensa del acusado procedió hacer su alegado solicitando la pena con el carácter 
condicional presentando dos ejecutorias supremas ante el Colegiado, las mismas que son 
agregadas a los autos. En ese estado se suspende la audiencia, programando la lectura 
de sentencia en fecha 14 de marzo.   
 
5 ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
 
5.1 SALA DE APELACIONES PARA PROCESOS SUMARIOS CON REOS EN 
CÁRCEL DE LA CORTE SUPERIOR DE LIMA 
 
 
Res. Sentencia del 14 de marzo de 2000: 
 
Los vocales superiores de la Sala de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Lima, 
fundamentaron su decisión en el art. 139° de la Constitución Política del Perú, los artículos 
11°, 12°, 23°, 28°, 45°, 46°, 92°, 93° y 395° del Código Penal y los artículos 283° y 285° del 
Código de Procedimientos Penales, argumentando que como criterio de conciencia; el 
colegiado FALLA CONDENAR al exmagistrado MÁXIMO NICOLÁS CASTRO NINGLE 
como autor del delito contra la Administración Pública – Corrupción de Funcionarios en 
agravio del Estado, imponiéndole seis años de pena privativa de libertad, la misma que 
descontada con el tiempo de carcelería que viene sufriendo desde el 12 de julio de 1999, 
vencerá el once de julio del 2005 e INHABILITACIÓN por igual término de la condena 
conforme a los incisos 1, 2 y 4 del art. 36° del Código Penal, debiendo oficiarse para tal fin 
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al Colegio de Abogados de Lima para que proceda con la suspensión de la  colegiatura; 
IMPONERLE 180 días multa a razón de 25% de su ingreso diario y FIJARON al pago de 






Considero que la pena determinada por el órgano jurisdiccional de primera instancia es 
ampliamente benévola sobre el inculpado si es que analizamos la lesividad del bien jurídico 
tutelado en vista a que se afectó dolosamente la correcta administración de justicia así 
como en específico los deberes jurisdiccionales y funcionariales que todo magistrado debe 
de tener como la imparcialidad, la objetividad y autonomía, propios del cargo que le fue 
confiado para administrar justicia en representación del Estado. 
 
En esa línea, también se debió considerar que la comisión del delito ocurrió en flagrancia 
estricta, es decir, el inculpado fue sorprendido y detenido en el momento preciso que 
ejecutaba el hecho delictivo, y tanto en la detención como al inicio de la instrucción, negó 
los cargos pese a los elementos de convicción que tenía la fiscalía conforme se acredita 
en la formalización de la denuncia penal, continuándose así con las diligencias dispuesta 
por la vocal de instrucción que dio como resultado una numerosa cantidad de contundentes 
medios de prueba que acreditaban el ilícito penal a fin de que generen certeza en el órgano 
jurisdiccional.  
 
Asimismo, considerando que en el fundamento undécimo de la sentencia, el órgano 
jurisdiccional determinó que la confesión que prestó el inculpado en su ampliación de 
declaración instructiva, que sería facultativa conforme al segundo párrafo del art. 136° del 
Código de Procedimientos Penales.  
 
Entonces, puesto que las pruebas ofrecidas por el Ministerio Público acreditaban la 
comisión del delito, no debieron de haber impuesto la pena mínima del tipo penal regulado 
en el art. 395° del Código Penal que en ese entonces era reprimido con una pena base no 
menor de seis años ni mayor de quince años de pena privativa de libertad.  
 
Finalmente, sin ánimo de pretender un ejercicio anacrónico en virtud a que en la fecha de 
autos, la valoración de la prueba no se fundamentada en la sana crítica ni existía el sistema 
de tercios para determinar la pena concreta del condenado, como actualmente sí se regula 
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en el art. 45-A del Código Penal, norma que recién fue incorporada en agosto del 2013; 
considero que aún en ese tiempo, el colegiado superior debió imponer una pena más alta 
de la determinada, toda vez que, el deber de motivar a través del criterio de conciencia 
consiste en apreciar los hechos y las pruebas admitidas en el proceso así como la gravedad 
del delito.  
 
 
RECURSO DE NULIDAD INTERPUESTO POR EL MINISTERIO PÚBLICO 
 
 
Al respecto, como es de verse en los autos del presente expediente y conforme a la 
correlación de folios no se halla el recurso de nulidad del fiscal superior contra la sentencia 
expedida por la Sala, máxime en el acta de lectura de sentencia si consta la 
desconformidad del Fiscal Superior con la sentencia y su alegación oral de interponer 
recurso de nulidad; asimismo, la Sala concede el recurso disponiendo elevar los autos a la 




DICTAMEN DEL FISCAL SUPREMO EN LO PENAL 
 
En fecha 15 de mayo de 2000, se emite el Dictamen N° 1373-00-3FSPEDTA-MP por parte 
de la Tercera Fiscalía Suprema en lo penal señalado que de la revisión y análisis de los 
actuados se concluye que la condena impuesta al encausado se encuentra arreglada a 
Ley, al haberse acreditado la materialidad del delito contra la administración pública en la 
modalidad cohecho pasivo conforme al art. 395° del Código Penal.  
 
Toda vez que su participación ha sido plenamente acreditada con el acta que se demuestra 
al encausado en el momento de su intervención se encontró en su poder en el bolsillo de 
su saco el sobre con US$ 2,000 dólares americanos que solicitara con la numeración que 
coincide con la relación de números de serie y fotocopia de los billetes que obran en poder 
de los funcionarios que participaron en el operativo destinado a intervenir al magistrado; la 
acta de visualización y trascripción del video cassette; las testimoniales de la Sra. Elsa 
Aurora Aravena Paredes, Juan Viviano Delgado Dávila y el SOT2 PNP Juan Enciso Vega 
que participó en la intervención; el informe N° 06-99 de la Fiscalía Suprema de Control 




Además, señalar que inicialmente el encausado negó los cargos que se le imputaban, para 
luego variar su versión en la ampliación de declaración instructiva donde acepa haber 
solicitado y recibido los US$ 2,000 dólares americanos, aclarando que no tenía un fin de 
favorecer al sino solo de acelerar el proceso del Sr. Juan Viviano Delgado Dávila, debiendo 
tomarse dicha versión como argumento de defensa tiene como único propósito eludir su 
responsabilidad penal.  
 
En consecuencia, se evidencia suficientes elementos probatorios idóneos que establecen 
el nexo causal entre el ilícito y su autoría; razón por la que la Fiscalía Suprema OPINA 
HABER NULIDAD en el extremo de la pena impuesta, la que reformándose debe 




5.2 PRIMERA SALA PENAL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA  
 
 
Res. Ejecutoria Suprema del 06 de junio de 2000: 
 
 
La primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia señala que, 
considerando que la pena debe imponerse en atención a las condiciones personales del 
encausado MÁXIMO CASTRO NINGLE, así como la forma y circunstancias en que se 
cometió el delito materia de juzgamiento corresponde modificar la impuesta por el 
colegiado en atención a lo preceptuado por el artículo 46° del Código Penal y la facultad 
conferida por el artículo 300° del Código de Procedimientos Penales declararon haber 
NULIDAD en la propia sentencia en el extremo de la pena REFORMÁNDOLA en ese 
extremo, IMPONEN 10 años de pena privativa de libertad y NO HABER NULIDAD en lo 




Al respecto, si bien como señalamos en el comentario sobre la sentencia del órgano 
jurisdiccional de primera instancia en razón a que la pena debió ser mayor, ahora la Corte 
Suprema actuando como órgano de segunda instancia incrementó la pena de acuerdo a la 




No obstante, ello no es óbice para señalar que la propia ejecutoria suprema evidencia una 
notoria falta de motivación sobre los fundamentos fácticos y jurídicos por las cuales se 
determina la nulidad de la sentencia en el extremo de la pena, reformándola e imponiendo 
de esa manera diez años de pena privativa de libertad contra el condenado, vulnerando 
así el derecho fundamental a la motivación de las resoluciones judiciales conforme al inciso 
cinco del art. 139° de la Constitución.  
 
Además, en vista a la revisión de los autos del expediente, no se notificó la vista de la 
causa del recurso de nulidad de la sentencia al condenado, afectando también el derecho 
fundamental a la observancia del debido proceso y el derecho a la defensa conforme en 
inciso 14 del art. 139° de la Carta Magna.    
 
En consecuencia, considero que la ejecutoria suprema debió de estar debidamente 
motivada, toda vez que, se evidencia la afectación de derechos fundamentales los cuales 
están amparados por la Constitución, de manera que, creo que el respeto por los derechos 
mínimos de un condenado demuestra el grado de madurez de un país democrático.  
 
SOLICITUD DE ADECUACIÓN DE LA PENA 
 
En fecha 29 de mayo de 2001, el condenado presentó el escrito de solicitud la adecuación 
de la pena de 10 años impuesto por ejecutoria suprema a seis años determinado en la 
sentencia de primera instancia.  Ello en virtud a dos razones.  La primera, debido a que el 
recurso de nulidad contra la sentencia en primera instancia no fue fundamentado por el 
fiscal superior, teniendo como consecuencia, que la Corte Suprema sin notificarle la vista 
de la causa y resolviendo sin mayores fundamentos incrementó la pena, vulnerando el 
debido proceso y el derecho de defensa. 
 
La segundo, en virtud de la dación de la Ley N° 27454 publicada el 24 de mayo del 2001 
en el diario oficial El Peruano, que modifica el artículo 300° del Código de Procedimientos 
Penales, el mismo que señala en su cuarto párrafo lo siguiente: “El Ministerio Público, el 
sentenciado y la parte civil deberá fundamentar en un plazo de diez días el recurso de 
nulidad, en cuyo defecto se declarará inadmisible dicho recurso”.  
 
Por último, la propia Ley en mención su disposición transitoria única señala: “Esta norma 
se aplica RETROACTIVAMENTE de conformidad con lo establecido en el segundo párrafo 
del artículo 103° de la Constitución Política y el segundo párrafo del artículo 6° del Código 
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Penal. Para estos efectos, los sentenciados a quienes se hubiere aplicado una pena más 
grave, podrán solicitar la adecuación de la pena a la instancia que expidió el fallo 
impugnado. La condena se adecuará a la pena impuesta en primera instancia”.   
 
DICTAMEN DEL FISCAL SUPERIOR EN LO PENAL 
 
En fecha 28 de junio de 2001 se emite Dictamen Fiscal N° 596-2001 por parte de la Décima 
Fiscalía Superior en lo penal, señalando que de la revisión y estudio de los actuados y 
advirtiendo la disposición transitoria única de la Ley N° 27454 que en su último párrafo 
señala que, “los sentenciados a quienes se hubiere aplicado una pena más grave, podrán 
solicitar la adecuación de la pena a la instancia que expidió el fallo impugnado. La condena 
se adecuará a la pena impuesta en primera instancia”, resulta aplicable al caso que se 
ocupa.  
 
Toda vez que, la Ejecutoria Suprema emitida por la Primera Sala Penal Transitoria de la 
Corte Suprema de Justicia agravó la pena impuesta por el Superior Colegiado deviene en 
atendible el pedido del sentenciado recurrente; en consecuencia, la fiscalía opina declarar 
PROCEDENTE la adecuación de la pena de 10 años a 6 años de pena privativa de libertad 
conforme a la sentencia de primera instancia.    
 
5.3 SALA DE APELACIONES PARA PROCESOS SUMARIOS CON REOS EN 
CÁRCEL DE LA CORTE SUPERIOR DE LIMA 
 
 
Resolución N° 986 de Adecuación de la Pena del 21 de julio de 2001: 
 
 
Interviniendo el Vocal ponente Triveño Espinoza del Colegiado Superior y de conformidad 
con el Dictamen del Fiscal Superior y considerando que el segundo párrafo de la único 
disposición transitoria de la Ley N° 27454 establece que a los sentenciados a quienes se 
le hubieran impuesto una pena más grave, podrán solicitar la adecuación de la pena a la 
instancia que expidió el fallo condenatorio en primera instancia; en consecuencia, se 
declara FUNDADA la solicitud de adecuación del inculpado, por tanto, ADECUARON LA 
PENA de diez años impuesta por la Primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema 







A) Problema principal 
 
Las limitaciones del sistema de recursos en el ACPP, la praxis judicial del recurso de 
nulidad y la falta de su regulación a fin de poner en conocimiento la posición jurídica 
discrepante del recurrente frente a la resolución judicial, permitiéndose el conocimiento 
absoluto de la Corte Suprema para dirimir la controversia jurídica con amplias atribuciones 
propios del sistema inquisitivo en el proceso penal amparadas en la veritas delicti y el 
principio de legalidad.  
 
La vulneración al deber constitucional de motivación de las resoluciones judiciales que 
afectan la observancia del debido proceso y el derecho de defensa conforme los incisos 3, 
5 y 14 del art. 139° de la Constitución en concordancia con el criterio de conciencia del art. 
283° del ACPP; tanto en la Ejecutoria Suprema al no desarrollar las razones de hecho y 
derecho que motivaran el incremento del quantum de la pena del condenado, pasando de 
una pena de seis años establecido en sentencia y reformándose a 10 diez años de pena 
privativa de libertad, posteriormente, en igual sentido la resolución que adecua la pena.  
 
B) Problema Secundario 
 
Durante el transcurso que se llevó a cabo el presente proceso, se establecieron diversas 
reformas en la legislación penal, una de ellas fue la Ley N° 27454 del 23 de mayo de 2001 
que modificó una norma procesal penal como el art. 300° del ACPP disponiendo que sus 
efectos tenga una aplicación retroactiva de la Ley dando lugar al condenado a solicitar la 
adecuación de su pena en primera instancia que fue incrementada por la Corte Suprema.  
 
7 ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO 
EN CONCRETO 
 
7.1 NORMAS LEGALES 
 
1. MINISTERIO PÚBLICO 
 




Art. 159° Corresponde al Ministerio Público 
 
Promover de oficio, o a petición de parte, la acción judicial en defensa de la legalidad y de 
los intereses públicos tutelados por el derecho.  
 
LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO PÚBLICO D.L. N° 052-1981  
 
Art. 94° numeral 3 Obligaciones del Fiscal Provincial en lo Penal 
 
Denunciar ante el Fiscal Superior a los Jueces Instructores que incurran en parcialidad 
manifiesta o culpa inexcusable. Si el Fiscal Superior hace suya la denuncia, el Tribunal 
Correccional mandará regularizar el procedimiento o designará al Juez Instructor 
reemplazante. 
 
LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL D.S. N° 017-1993 
 
Art. 41° numeral 4 Competencia de las Salas Penales  
 
En primera instancia, de los procesos por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, 
por los Jueces Especializados o Mixtos, Jueces de Paz Letrados, Jueces de Paz y otros 
funcionarios señalados por la ley aunque hayan cesado en el cargo; y, (…).  
 
Art. 91° Detención de Magistrados 
 
Los Magistrados comprendidos en la carrera judicial, sólo pueden ser detenidos por orden 
del Juez competente o en caso de flagrante delito si la ley lo determina. En este último 
supuesto debe ser conducido de inmediato a la Fiscalía competente, con conocimiento del 
Presidente de la Corte respectiva, por la vía más rápida y bajo responsabilidad. (*) 
 
CONSEJO DE COORDINACIÓN JUDICIAL LEY N° 26623 
 
Segunda Disposición Transitoria  
 
Declárase en reorganización al Ministerio Público durante el plazo que determine el 
Consejo de Coordinación Judicial.  
 
LA LEY N° 27147 QUE MODIFICA LA TERCERA DISPOSICIÓN TRANSITORIA 





e) Decidir el ejercicio de la acción penal contra los Vocales de la Corte Superior y Jueces 
Especializados y Mixtos: y contra los Fiscales Superiores y Provinciales; por delitos 
cometidos en el ejercicio de sus funciones. Para tal efecto, se instruirá al Fiscal que 
corresponda para que ejercite la acción penal. Si en su caso, los actos u omisiones 
denunciados, sólo dieren lugar a la aplicación de medidas disciplinarias, remitirá lo actuado 
al órgano de control respectivo.  
 
En los casos de delito flagrante no se aplicará lo dispuesto en el párrafo precedente, siendo 




Art. 11° Delitos y Faltas 
 
Son delitos y faltas las acciones u omisiones dolosas o culposas penadas por la ley. 
 
Art. 12° Delito Doloso  
 
Las penas establecidas por la ley se aplican siempre al agente de infracción dolosa. El 
agente de infracción culposa es punible en los casos expresamente establecidos por la ley. 
 
Art. 23° Autoría, Autoría mediata y coautoría 
 
El que realiza por sí o por medio de otro el hecho punible y los que lo cometan 
conjuntamente serán reprimidos con la pena establecida para esta infracción. 
 
Art. 28° Clases de Pena 
 
Las penas aplicables de conformidad con este Código son: Privativa de libertad; 
Restrictivas de libertad; Limitativas de derechos; y Multa. 
 
Art. 36° Inhabilitación 
 
La inhabilitación producirá, según disponga la sentencia: 
1. Privación de la función, cargo o comisión que ejercía el condenado, aunque provenga 
de elección popular; 
2. Incapacidad para obtener mandato, cargo, empleo o comisión de carácter público; 
4. Incapacidad para ejercer por cuenta propia o por intermedio de tercero profesión, 
comercio, arte o industria, que deben especificarse en la sentencia; 




Art. 45° Presupuestos para fundamentar y determinar la pena 
 
El Juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, deberá tener en cuenta: 
 
1. Las carencias sociales que hubiere sufrido el agente 
2. Su cultura y sus costumbres; y 
3. Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de ella dependen 
(*Art. Modificado en el C.P.) 
 
Art. 46° Individualización de la pena 
 
Para determinar la pena dentro de los límites fijados por la ley, el Juez atenderá la 
responsabilidad y gravedad del hecho punible cometido, en cuanto no sean 
específicamente constitutiva del hecho punible o modificatorio de la responsabilidad, 
considerando especialmente: 
 
1. La naturaleza de la acción;      
2. Los medios empleados; 
3. La importancia de los deberes infringidos; 
4. La extensión del daño o peligro causados; 
5. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión; 
6. Los móviles y fines; 
7. La unidad o pluralidad de los agentes; 
8. La edad, educación, situación económica y medio social; 
9. La reparación espontánea que hubiere hecho del daño; 
10. La confesión sincera antes de haber sido descubierto; 
11. Las condiciones personales y circunstancias que lleven al conocimiento del agente; 
12. La habitualidad del agente al delito; (*Art. Modificado en el C.P.) 
 
Art. 92° Reparación Civil 
 
La reparación civil se determina conjuntamente con la pena. (Art. Modificado C.P.) 
 
Art. 93° Contenido de la Reparación Civil 
 
1. La restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y 




Art. 395° Corrupción Pasiva (vigente al momento de la comisión del delito, Ley N° 
26643 del 26 junio de 1996) 
 
El Magistrado, Arbitro, Fiscal, Perito, Miembro de Tribunal Administrativo o cualquier otro 
análogo que solicite y/o acepte donativo, promesa o cualquier otra ventaja, a sabiendas 
que es hecha con el fin de influir en la decisión de un asunto que esté sometido a su 
conocimiento, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor 
de quince años e inhabilitación conforme a los incisos 1), 2) y 4) del Artículo 36º del Código 
Penal y con ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa . 
La inhabilitación que como accesoria a la pena privativa de libertad se imponga al agente 
del delito, será puesta en conocimiento del Colegio respectivo en donde se encuentra 
inscrito el agente, para que dentro de cinco (5) días proceda a suspender la colegiación 
respectiva, bajo responsabilidad. (*Actualmente modificado por la Ley N° 28355 del 04 
de octubre de 2004 bajo en nomen delicti Cohecho Pasivo Específico del Código 
Penal).  
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 
Art. 219° Vista Fiscal  
 
 Ingresado el proceso al Tribunal Correccional será remitido con todos sus antecedentes al 
Fiscal Superior para que se pronuncie dentro de ocho días naturales, si hay reo en cárcel, 
y veinte, si no lo hay, y en el rol que a la causa corresponda, conforme a lo dispuesto, en 
lo pertinente, por el artículo 92 de la Ley Orgánica del Ministerio Público. 
 
 
2. PROCURADURÍA PÚBLICA DEL PODER JUDICIAL 
 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 
Art 54° Parte Civil 
 
El agraviado, sus ascendientes o descendientes, su cónyuge, sus parientes colaterales y 
afines dentro del segundo grado; sus padres o hijos adoptivos o su tutor o curador pueden 
constituirse en parte civil. La persona que no ejerza por sí sus derechos, será representada 
por sus personeros legales. 




El que solicita constituirse en parte civil puede formular su pedido verbalmente o por escrito 
ante el juez instructor. El pedido verbal se hará constar en acta especial. La resolución que 
corresponda la dictará el juez de inmediato. Procede apelación contra el auto que 
desestime la solicitud. 
LEY DE DEFENSA JUDICIAL DEL ESTADO – DL. 17537 
 
Art. 14°  
 
La defensa del Estado en juicio comprende la intervención de los Procuradores de la 
República ante todas instancias del fuero ordinario y privado. En materia penal, los 
procuradores actuarán como denunciantes o constituirse en parte civil según sea el caso. 




CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ  
 
Art. 103° Leyes especiales, retroactividad benigna 
 
(…) La Ley, desde su entrada en vigencia, se aplica a las consecuencias de las relaciones 
y situaciones jurídicas existentes y no tiene fuerza ni efectos retroactivos; salvo, en ambos 




Art. 6° Principio de Combinación y retroactividad benigna 
 
La Ley Penal aplicable es la vigente en el momento de la comisión del hecho punible. No 
obstante, se aplicará la más favorable al reo, en caso de conflicto en el tiempo de leyes 
penales. Si durante la ejecución de la sanción se dictare una ley más favorable al 
condenado, el Juez sustituirá la sanción impuesta por la que corresponda, conforme a la 
nueva ley. 
 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 
Art. 136° Efectos de la confesión 
 
La confesión del inculpado corroborada con prueba, releva al Juez de practicar las 
diligencias que no sean indispensables, pudiendo dar por concluida la investigación 
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siempre que con ello no se perjudique a otros inculpados o que no pretenda la impunidad 
para otro, respecto del cual existen sospechas de culpabilidad. 
La confesión sincera debidamente comprobada puede ser considerada para rebajar la 
pena del confeso a límites inferiores al mínimo legal (…).  
 
LEY N° 27454 QUE MODIFICA EL ART. 300° ÁMBITO DEL RECURSO DE 
NULIDAD DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES (Diario El Peruano 
publicado 23.05.2001)  
 
Si el recurso de nulidad es interpuesto por uno o varios sentenciados, la Corte Suprema 
sólo puede confirmar o reducir la pena impuesta y pronunciarse sobre el asunto de 
impugnación. Las penas de los sentenciados que no hayan sido objeto de nulidad, sólo 
podrán ser modificadas cuando les sea favorable.  
 
Si el recurso de nulidad es interpuesto por el Ministerio Público, la Corte Suprema podrá 
modificar la pena impugnada, aumentándola o disminuyéndola, cuando ésta no 
corresponda a las circunstancias de la comisión del delito.  
 
El Ministerio Público, el sentenciado y la parte civil deberán fundamentar en un plazo de 
diez días el recurso de nulidad, en cuyo defecto se declarará inadmisible dicho recurso. 
Los criterios establecidos en los párrafos precedentes serán de aplicación a los recursos 
de apelación interpuestos en el proceso sumario previsto en el Decreto Legislativo N° 124 
 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA 
 
Esta norma se aplica retroactivamente de conformidad con lo establecido en el Art. 103° 
segundo párrafo de la Constitución Política y el Art. 6° segundo párrafo del Código Penal.  
 
Para estos efectos, los sentenciados a quienes se hubiere aplicado una pena más grave, 
podrán solicitar la adecuación de la pena a la instancia que expidió el fallo impugnado. La 





SENTENCIA DE LA SALA DE APELACIONES PARA PROCESOS SUMARIOS 





CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ 
 
Art. 139° Principios de la Administración de Justicia 




Art. 11° Delitos y Faltas 
 
Son delitos y faltas las acciones u omisiones dolosas o culposas penadas por la ley. 
 
 
Art. 12° Delito Doloso 
 
Las penas establecidas por la ley se aplican siempre al agente de infracción dolosa. El 
agente de infracción culposa es punible en los casos expresamente establecidos por la ley. 
 
Art. 23° Autoría, Autoría mediata y coautoría 
 
El que realiza por sí o por medio de otro el hecho punible y los que lo cometan 
conjuntamente serán reprimidos con la pena establecida para esta infracción. 
 
Art. 28° Clases de Pena 
 
Las penas aplicables de conformidad con este Código son: Privativa de libertad; 
Restrictivas de libertad; Limitativas de derechos; y Multa. 
 
Art. 36° Inhabilitación 
 
La inhabilitación producirá, según disponga la sentencia: 
3. Privación de la función, cargo o comisión que ejercía el condenado, aunque provenga 
de elección popular; 
4. Incapacidad para obtener mandato, cargo, empleo o comisión de carácter público; 
5. Incapacidad para ejercer por cuenta propia o por intermedio de tercero profesión, 
comercio, arte o industria, que deben especificarse en la sentencia; (Art. Modificado 
en el C.P.) 
 
Art. 45° Presupuestos para fundamentar y determinar la pena 
 




4. Las carencias sociales que hubiere sufrido el agente 
5. Su cultura y sus costumbres; y 
6. Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de ella dependen 
(*Art. Modificado en el C.P.) 
 
Art. 46° Individualización de la pena 
 
Para determinar la pena dentro de los límites fijados por la ley, el Juez atenderá la 
responsabilidad y gravedad del hecho punible cometido, en cuanto no sean 
específicamente constitutivas del hecho punible, o modificatorias de la responsabilidad, 
considerando especialmente: 
1. La naturaleza de la acción;      
2. Los medios empleados; 
3. La importancia de los deberes infringidos; 
4. La extensión del daño o peligro causados; 
5. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión; 
6. Los móviles y fines;  
7. La unidad o pluralidad de los agentes; 
8. La edad, educación, situación económica y medio social; 
9. La reparación espontánea que hubiere hecho del daño; 
10. La confesión sincera antes de haber sido descubierto; 
11. Las condiciones personales y circunstancias que lleven al conocimiento del agente 
12. La habitualidad del agente al delito; (*Art. Modificado en el C.P.) 
 
Art. 92° Reparación Civil 
 
La reparación civil se determina conjuntamente con la pena. (Art. Modificado C.P.) 
 
Art. 93° Contenido de la Reparación Civil 
 
1. La restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y 
2. La indemnización de los daños y perjuicios.  
 
Art. 395° Cohecho pasivo  
 
El Magistrado, Arbitro, Fiscal, Perito, Miembro de Tribunal Administrativo o cualquier otro 
análogo que solicite y/o acepte donativo, promesa o cualquier otra ventaja, a sabiendas 
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que es hecha con el fin de influir en la decisión de un asunto que esté sometido a su 
conocimiento, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de 
quince años e inhabilitación conforme a los incisos 1), 2) y 4) del Artículo 36º del Código 
Penal y con ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa . 
La inhabilitación que como accesoria a la pena privativa de libertad se imponga al agente 
del delito, será puesta en conocimiento del Colegio respectivo en donde se encuentra 
inscrito el agente, para que dentro de cinco (5) días proceda a suspender la colegiación 
respectiva, bajo responsabilidad. (*Art. modificado ahora Cohecho Pasivo Específico 
del C.P.) 
 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 
Art. 283° Criterio de Conciencia 
 
Los hechos y las pruebas que los abonen serán apreciados con criterio de conciencia. 
Tratándose de declaraciones obtenidas en los procedimientos por colaboración eficaz, 
para que el Juez dicte sentencia condenatoria e, inclusive, cualquier medida cautelar, 
resulta indispensable que las informaciones que proporcionen los colaboradores estén 
corroboradas con elementos de prueba adicionales que acrediten fehacientemente las 
incriminaciones formuladas. 
Art. 285° Contenido de la Sentencia Condenatoria 
La sentencia condenatoria deberá contener la designación precisa del delincuente, la 
exposición del hecho delictuoso, la apreciación de las declaraciones de los testigos o de 
las otras pruebas en que se funda la culpabilidad, las circunstancias del delito, y la pena 
principal que debe sufrir el reo, la fecha en que ésta comienza a contarse, el día de su 
vencimiento, el lugar donde debe cumplirse y las penas accesorias, o la medida de 
seguridad que sea del caso dictar en sustitución de la pena; el monto de la reparación civil, 
la persona que debe percibirla y los obligados a satisfacerla, citando los artículos del 
Código Penal que hayan sido aplicados. 
 
 
EJECUTORIA SUPREMA QUE AUMENTA LA PENA EMITIDA POR LA 
PRIMERA SALA PENAL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
 
CÓDIGO PENAL  
 




Para determinar la pena dentro de los límites fijados por la ley, el Juez atenderá la 
responsabilidad y gravedad del hecho punible cometido, en cuanto no sean 
específicamente constitutivas del hecho punible o modificatoria de la responsabilidad, 
considerando especialmente: 
1. La naturaleza de la acción;      
2. Los medios empleados; 
3. La importancia de los deberes infringidos; 
4. La extensión del daño o peligro causados; 
5. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión; 
6. Los móviles y fines; 
7. La unidad o pluralidad de los agentes; 
8. La edad, educación, situación económica y medio social; 
9. La reparación espontánea que hubiere hecho del daño; 
10. La confesión sincera antes de haber sido descubierto; 
11. Las condiciones personales y circunstancias que lleven al conocimiento del agente; 




CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
 
Art. 300° Recurso de Nulidad 
 
También podrá la Corte Suprema modificar la pena de uno o más de los condenados, 
cuando se haya aplicado al delito una que no le corresponde por su naturaleza o por las 
circunstancias de su comisión. Se requerirá la unanimidad de votos para imponer como 
pena modificatoria la de internamiento. (*Posteriormente modificado por la Ley 27454 
23.05.2001) 
RESOLUCIÓN DE ADECUACIÓN DE LA PENA DE LA SALA DE APELACIONES 




LEY N° 27454 DEL 24 DE MAYO DE 2001 
 





Si el recurso de nulidad es interpuesto por uno o varios sentenciados, la Corte Suprema 
sólo puede confirmar o reducir la pena impuesta y pronunciarse sobre el asunto de 
impugnación. Las penas de los sentenciados que no hayan sido objeto de nulidad, sólo 
podrán ser modificadas cuando les sea favorable.  
 
Si el recurso de nulidad es interpuesto por el Ministerio Público, la Corte Suprema podrá 
modificar la pena impugnada, aumentándola o disminuyéndola, cuando ésta no 
corresponda a las circunstancias de la comisión del delito.  
 
El Ministerio Público, el sentenciado y la parte civil deberán fundamentar en un plazo de 
diez días el recurso de nulidad, en cuyo defecto se declarará inadmisible dicho recurso. 
Los criterios establecidos en los párrafos precedentes serán de aplicación a los recursos 
de apelación interpuestos en el proceso sumario previsto en el Decreto Legislativo N° 124 
 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA 
 
Esta norma se aplica retroactivamente de conformidad con lo establecido en el Art. 103° 
segundo párrafo de la Constitución Política y el Art. 6° segundo párrafo del Código Penal.  
 
Para estos efectos, los sentenciados a quienes se hubiere aplicado una pena más grave, 
podrán solicitar la adecuación de la pena a la instancia que expidió el fallo impugnado. La 





César San Martín Castro, nos señala lo siguiente:  
 
“Citando al Dr. Jesús Zamora-Pierre, precisa que flagar (del latín flaglare) significa arder o 
resplandecer como fuego o llama, de tal manera que etimológicamente, el término delito 
flagrante se refiere al hecho vivo y palpitante, resplandeciente, cuya observación convence 
al testigo”. (SAN MARTÍN, 1999, p. 807)  
 
“Así las cosas, podemos decir de un modo más detallado [sobre la flagrancia], hay dos 
notas sustantivas y dos notas adjetivas que deben cumplirse irremediablemente para 
estimar que existe flagrancia, y que en algunos casos da lugar a un proceso especial y en 
otros habilita la restricción de derechos fundamentales, punto. Las notas sustantivas son: 
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la inmediatez temporal y la inmediatez personal. La temporal, dice de la acción delictiva 
que se está desarrollando o acaba de desarrollarse en el momento mismo en que se 
sorprende o en que se percibe por la autoridad. La personal, dice que el delincuente se 
encuentre en el lugar del hecho en situación o en relación con aspectos del delito, objetos, 
instrumentos, efectos, pruebas o llamada vestigios materiales [Es una estupidez en el Perú, 
“decir evidencias materiales”, ese es un concepto que no pertenece al campo euro-
continental, no es propio de nuestro sistema procesal].  
 
De igual forma, las notas adjetivas que integran el delito flagrante son: Primero, la 
percepción directa y efectiva o sea el delincuente es visto o a través de material fílmico, 
fotográfico, medio audiovisual, nunca meramente presuntivo o indiciario. Segundo, la 
necesidad urgente de la intervención policial, la cual deberá seguirse en función al principio 
de proporcionalidad a fin de evitar intervenciones desmedidas limitando así los derechos 
fundamentales” (SAN MARTIN, 2016 Conferencia, [archivo video 11:17])  
 
EL BIEN JURÍDICO AFECTADO EN LOS DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA – CORRUPCIÓN 
Manuel Abanto Vásquez nos señala lo siguiente: 
 
“En la doctrina penal, se sostiene distintas fundamentaciones acerca del bien jurídico 
afectado por la corrupción. Algunos buscan sustentar un solo bien jurídico afectado en 
todos los casos de corrupción; otros (mayoritariamente España) prefiere referirse a un bien 
jurídico general en todos los delitos contra la administración pública, y “bienes jurídicos 
específicos” en cada caso específico. El primer supuesto se presenta en parte de la 
doctrina hispanoamericana moderna y alemana que afirma la protección de la 
“imparcialidad de la actuación funcionarial”; en el segundo caso, se sostiene, como bien 
jurídico general, el correcto funcionamiento de la administración de pública, y como bienes 
jurídicos específicos según el tipo de cohecho (o corrupción) que se trate: la imparcialidad 
de la actuación funcionarial, el carácter público de la función, etc.  
 
A partir del bien jurídico afectado (o bienes jurídicos afectados), se ha afirmado 
prácticamente de manera uniforme el merecimiento y la necesidad de pena de los casos 
más conocidos de cohecho, pues tanto el funcionamiento de la administración pública 
como la confianza de los administrados (que redunda a su vez en dicho funcionamiento) 
se ven gravemente afectados con los actos de corrupción; en última instancia, la corrupción 
socava las bases mismas del sistema político y económico de la sociedad”. (ABANTO, 




 SUJETO ACTIVO EN LOS DELITOS DE INFRACCIÓN DEL DEBER 
Ramiro Salinas Siccha nos precisa lo siguiente: 
 
 “Por la naturaleza del bien jurídico general y los bienes jurídicos específicos que se lesionan 
o ponen en peligro, no cualquier persona puede constituirse en autor de los delitos contra 
la administración pública. Incluso, por la forma de redacción de las fórmulas penales se 
advierte también que el autor d estos delitos debe reunir condiciones o cualidades 
especiales y, en no pocos casos, condiciones o cualidades especialísimas. De ahí que es 
lugar común en la doctrina denominar a estos delitos como especiales. 
 
 El fundamento material de la limitación de la autoría en estos delitos a determinadas 
personas se basa en el ejercicio de una función específica que determina una estrecha y 
peculiar relación entre un sujeto competente para su ejercicio y el o los bienes jurídicos 
involucrados en el ejercicio de aquella función. En el ámbito penal, la concepción del 
funcionario o servidor público es mucho más amplia que en el ámbito del derecho 
administrativo o laboral, donde sólo se considera la elección y la designación por autoridad 
competente como fuentes del mismo, citando al Dr. Fidel Rojas Vargas.  
 
 En suma, para saber si al agente de un hecho punible en agravio del Estado se le puede 
atribuir la comisión de un delito contra la administración pública, al operador jurídico no le 
queda otra alternativa que recurrir al art. 425° del Código Penal. En ocasiones, será 
necesario recurrir a la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, en 
vigencia desde el 14 de diciembre de 2005, que recoge un concepto amplio de funcionario 
o servidor público; concepto que ha sido introducido mediante Ley N° 30124 publicada en 
El Peruano el 13 de diciembre de 2013, modificando así el contenido del art. 425° del 
Código Penal”. (SALINAS, 2019, p. 8) 
 
BIEN JURÍDICO PROTEGIDO DEL TIPO PENAL COHECHO PASIVO ESPECÍFICO 
 Ramiro Salinas Siccha nos apunta lo siguiente: 
 
 “El bien jurídico genérico es el correcto y normal funcionamiento de la Administración 
Pública. Respecto al bien jurídico específico, podemos indicar que se pretende proteger, 
por un lado, los deberes que nacen del cargo, función o atribuciones con la consiguiente 
fidelidad hacia Administración pública a la que están obligados funcionarios y servidores 
públicos; y por otro, tutelar el principio de imparcialidad en el desenvolvimiento de las 
funciones y servicios por parte de los sujetos públicos. Sus decisiones deben tomarse sin 
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la intervención de interferencias. Se busca con ello preservar la regularidad e imparcialidad 
en la correcta Administración de justicia en el ámbito jurisdiccional y administrativo. 
 
 La ejecutoria suprema del 02 de julio de 1998 [Exp. N° 512-98-Lima, Sala C], al resolver 
un caso concreto de cohecho pasivo específico, argumentó: La conducta del encausado al 
solicitar prebenda económica con el fin de parcializar su decisión jurisdiccional, ha 
vulnerado los principios de una correcta administración de justicia y los deberes de lealtad, 
probidad, veracidad, honradez y buena fe, que todo magistrado debe observar”. (SALINAS, 
2019, p. 621) 
 
CONSUMACIÓN DEL COHECHO ACTIVO ESPECÍFICO 
 Ramiro Salinas Siccha nos brinda lo siguiente:  
 
 “En el supuesto que se configure cuando el agente solicita directa o indirectamente, 
donativo, promesa o cualquier otra ventaja o beneficio, se perfecciona o consuma con el 
simple hecho de solicitar, por parte del agente, el donativo, promesa o cualquier otra 
ventaja o beneficio con la finalidad específica de influir o decidir un asunto sometido a su 
conocimiento o competencia.  
 
El delito se perfecciona independientemente de que lo solicitado o requerido no se haga 
realidad o pese a que el funcionario o servidor público, que recibió realmente lo solicitado 
o procurado, no resuelve el asunto de acuerdo con lo que se comprometió al solicitar la 
dádiva o coima. 
Basta acreditar que el agente solicitó o requirió a un tercero donativo, promesa o cualquier 
otra ventaja con la conocida y consciente finalidad de influir o decidir un asunto sometido 
a su conocimiento o competencia, para consumarse el delito. Se trata de un delito de mera 
actividad” (SALINAS, 2019, p. 625) 
 
MODELO INQUISITO - LA VERITAS DELICTI 
César San Martín nos refiere lo siguiente: 
 
“La lógica del denominado modelo Inquisitivo que surgió en el siglo XIV con el Papa 
Inocencio III preceptuaron tres características centrales, como lo sabemos nosotros, 
primero un mismo órgano instruye y decide sobre la causa, el inquisidor; segundo, el fin 
del proceso es la verdad material, lo que se llama veritas deliciti “la verdad sobre el delito” 
y tercero, en la investigación rige el principio de oficialidad, la “indagatio”. Fíjense como 
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empezó en Europa continental el modo de entender el proceso penal”. (SAN MARTIN, 
2015 Conferencia, [archivo video 19:28]) 
 
EL DEBER DE MOTIVAR LAS RESOLUCIONES JUDICIALES 
José Luis Castillo Alva nos señala lo siguiente:  
 
“El deber de motivar las resoluciones judiciales patentiza la exigencia general y permanente 
de control de las decisiones judiciales respecto al poder del que gozan los órganos 
jurisdiccionales a la hora de administrar justicia. De esta manera la obligación constitucional 
de fundamentar las decisiones judiciales es una manifestación del principio de control que 
constituye un elemento esencial e irrenunciable de un Estado de Derecho. En el ámbito 
jurisdiccional la mayor y mejor expresión del principio de control es la obligación de motivar 
las resoluciones judiciales. (…)  
 
La fundamentación de las decisiones judiciales permite en una democracia realizar un 
control externo a la toma de las decisiones, toda vez que la existencia y la configuración 
de la independencia judicial no quiere decir que se excluya una falta de fiscalización a las 
decisiones de los tribunales. Como recuerda AARNIO: “Los tribunales de justicia son una 
parte de la sociedad y de su orden democrático. Los tribunales también deben estar 
sometidos a un control social ejercido por la gente. El único medio para este control es la 




DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA PENA Y EL ACTUAL SISTEMA DE TERCIOS 
Luis Yshií Meza nos precisa lo siguiente: 
 
“La determinación judicial de la pena enlaza un procedimiento técnico y valorativo que debe 
seguir el órgano jurisdiccional para imponer una consecuencia jurídica del delito, dentro de 
los parámetros establecidos por la Ley. (…). Se trata así de un procedimiento técnico en 
tanto que el Juez determina la pena aplicable desarrollando dos etapas previstas en 
el artículo 45-A. del Código penal. [Artículo Incorporado por la Ley N° 30076 el 19 de 
agosto del 2013]. Además, será valorativo puesto que atiende la responsabilidad y 
gravedad del hecho punible cometido. Es decir, analiza circunstancias que están presentes 
en el caso penal, las mismas que responden a criterios de antijuricidad (gravedad del 




LAS DOS ETAPAS PARA LA APLICACIÓN DEL SISTEMA DE TERCIOS: 
 
Identificación de la Pena Básica.- 
 
La primera etapa que desarrolla un Juez consiste en identificar el espacio punitivo de 
determinación a partir de la pena fijada en la Ley para el delito y dividirla en tres partes. De 
ahí el nombre de sistema de tercios. La identificación de esta pena básica implica que el 
órgano jurisdiccional deberá establecer su mínimo y máximo dentro del cual impondrá una 
pena concreta. No obstante, en varios tipos penales del Código sustantivo, el legislador 
solamente suele colocar como pena abstracta o conminada un límite máximo o mínimo, 
teniendo el Juez Penal que realizar una remisión penal a los parámetros legales fijados por 
la Parte General establecida en el artículo 29° del Código Penal. (…). 
 
Individualización de la Pena Concreta.- 
 
La segunda etapa que deberá realizar el Juez para imponer una consecuencia jurídica es 
individualizar la pena concreta. Para tal efecto, evalúa la concurrencia de circunstancias 
agravantes o atenuantes presentes en el caso penal. De esta primera lectura se tiene que 
la aplicación del sistema de tercios solo es viable cuando están presentes ambas 
circunstancias comunes o genéricas previstas en el artículo 46° del Código Penal. En este 
sentido, cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente 
circunstancias atenuantes, la pena concreta se determina dentro del tercio inferior. Por el 
contrario, cuando se presenten tanto circunstancias de agravación como de atenuación, la 
pena concreta se determina dentro de tercio intermedio. En cambio cuando concurran solo 
circunstancias agravantes, la pena concreta debe determinarse dentro del tercio superior.” 






APLICACIÓN DE LA NORMA JURÍDICA EN EL TIEMPO 
Marcial Rubio Correa nos comenta lo siguiente: 
“Al aplicar el derecho en el tiempo tenemos en primer lugar que clarificar los conceptos con 
los que trabajamos. Ellos pertenecen a dos grupos. El primero es el que se refiere a la 
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forma de aplicación según un determinado momento de vigencia de la norma y aquí hay 
tres conceptos: retroactividad, aplicación inmediata y ultraactividad.   
El segundo grupo de conceptos tiene que ver con la consecuencia de aplicar las normas 
retroactiva, inmediata o ultracctivamente y se relaciona con las teorías de los derechos 
adquiridos y los hechos cumplidos”. (…) 
 Si partidos de dos afirmaciones correctas que son comunes en el derecho: Toda norma 
debe regir a partir de su vigencia y dicha vigencia se mantiene hasta que la norma sea 
derogada o modificada, podemos bien comprenden que, en principio, la retroactividad o la 
ultraactividad resultan vigencias de por sí excepcionales” (RUBIO, 2013, p. 16, 18) 
  
 
APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA NORMA 
Marcial Rubio Correa nos comenta lo siguiente: 
 “La aplicación retroactiva de una norma es aquella que se hace para regir hechos, 
situaciones o relaciones que tuvieron lugar antes del momento en que esta entra en 
vigencia, es decir, antes de su aplicación inmediata. El caso típico de retroactividad lo 
presenta el artículo 103° de la Constitución en materia penal al decir que: La ley, desde su 
entrada en vigencia, se aplica a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas 
existentes y no tiene fuerza ni efectos retroactivos, salvo, en ambos supuestos, en materia 





FLAGRANCIA: ELEMENTOS Y TIPOS 
Fundamento 7. A.: 
“El delito flagrante, en su concepción constitucionalmente clásica se configura por la 
evidencia sensorial del hecho delictivo que se está cometiendo o que se acaba de cometer 
en el mismo instante de ser sorprendido el delincuente; de suerte que se conoce 
directamente tanto la existencia del hecho como la identidad del autor y se percibe, al 
mismo tiempo, la relación de este último con la ejecución del delito y se da evidencia 
patente de tal relación. Se trata de una situación fáctica, en que el delito se percibe con 
evidencia y exige inexcusablemente una inmediata intervención [STSE de 3-2-2004], se 
requiere una evidencia sensorial y luego de la noción de urgencia. 
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Las notas sustantivas que distingue la flagrancia delictiva son: a) inmediatez temporal, que 
la acción delictiva se esté desarrollando o acaba de desarrollarse en el momento en que 
se sorprende o percibe; y, b) inmediatez personal, que el delincuente se encuentre en el 
lugar del hecho en situación o en relación con aspectos del delito (objetos, instrumentos, 
efectos, pruebas o vestigios materiales), que proclamen su directa participación en la 
ejecución de la acción delictiva.  
Las notas adjetivas que integran el delito flagrante son: a) la percepción directa y efectiva: 
visto directamente o percibido de otro modo, tal como material fílmico o fotografías (medio 
audiovisual) –nunca meramente presuntiva o indiciaria– de ambas condiciones materiales; 
y, b) la necesidad urgente de la intervención policial, la cual debe valorarse siempre en 
función del principio de proporcionalidad, de tal suerte que evite intervenciones desmedidas 
o la lesión desproporcionada de derechos. 
Lo expuesto comprende lo que la doctrina procesalista reconoce como tres tipos de 
flagrancia: 1. Flagrancia estricta: el sujeto es sorprendido y detenido en el momento de 
ejecutar el hecho delictivo. 2. Cuasi flagrancia: el individuo es capturado después de 
ejecutado el hecho delictivo, siempre que no se le haya perdido de vista y haya sido 
perseguido desde la realización del delito. 3. Flagrancia presunta: la persona es intervenida 
por la existencia de datos que permiten intuir su intervención –en pureza, que viene de 
‘intervenir’– en el hecho delictivo” 
Acuerdo Plenario Extraordinario N° 02-2016/CIJ-116 




EL TÍTULO DE IMPUTACIÓN PENAL DEL EXTRANEUS EN LA PARTICIPACIÓN DE 
LA COMISIÓN DE UN DELITO FUNCIONARIAL 
El pleno acordó por mayoría la primera ponencia, que enuncia lo siguiente:  
 
"El Código Penal asume la tesis de la 'accesoriedad de la participación'. La participación 
es posible cuando concurre realmente un hecho realizado por un autor, pues la complicidad 
no goza de autonomía típica propia o estructura delictiva distinta a la cometida por el autor 
del hecho punible, de tal forma que el extraneus responde en calidad de cómplice por el 
delito cometido por el sujeto público. Se asume de ese modo la tesis de la unidad del título 
de la imputación. En suma, los extranei responden en calidad de cómplices de un hecho 
punible realizado por quien sí posee tal cualificación de sujeto público". 








CONSUMACIÓN DEL COHECHO PASIVO ESPECÍFICO 
Fundamento 7.4:  
 
“Finalmente, respecto a la consumación, el tipo penal es de simple actividad, por lo que al 
solicitar y/o recibir el medio corruptor, no se requiere que se produzca la decisión final o 
futura de un asunto prejurisdiccional, jurisdiccional o administrativo; sin embargo, se exige 
un dato objetivo de finalidad o posibilidad material de influencia en la decisión”. 
R.A. EXP N° 05-2017-HUÁNUCO 
Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema 






NON REFORMATIO IN PEIUS COMO GARANTÍA IMPLÍCITA DEL DEBIDO PROCESO 
Fundamento 4: 
 
“Que cabe precisar que este Tribunal, en el Exp. N° 1553-2003-HC/TC, ha señalado que 
la interdicción de la reformatio in peius es una garantía del debido proceso implícita en 
nuestro texto constitucional, la cual se relaciona con los derechos de defensa y de 
interponer recursos impugnatorios.  
De acuerdo con dicha garantía, el órgano jurisdiccional que conoce de un proceso en 
segunda instancia no puede empeorar la situación del recurrente en caso de que sólo este 
hubiese recurrido la resolución emitida en primera instancia. En atención a dicho principio 
y a lo dispuesto en el artículo 300 del Código de Procedimientos Penales, modificado por 
Ley N° 27454, si solo el sentenciado solicita la nulidad de la sentencia condenatoria, 
entonces el ius puniendi del Estado, cuyo poder se expresa en la actuación de la instancia 
decisoria, no podrá modificar la condena sancionando por un delito que conlleve una pena 
más grave que la impuesta en anterior instancia.  
Distinto, como es lógico, es el caso en que el propio Estado, a través del Ministerio Público, 
haya mostrado su disconformidad con la pena impuesta, a través de la interposición del 
recurso impugnatorio, pues en tal circunstancia, el juez de segunda instancia queda 
investido de la facultad de aumentar la pena, siempre que ello no importe una afectación 
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del derecho a la defensa, esto es, siempre que no se sentencie sobre la base de un 
supuesto que no haya sido materia de acusación”. 
EXP. N° 03155-2007-PHC/TC 
Sentencia del Tribunal Constitucional  
07 de noviembre de 2007 
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2007/03155-2007-HC.pdf 
 
ALCANCES DE LA RETROACTIVIDAD BENIGNA  
Fundamento 7: 
“El principio de retroactividad benigna propugna la aplicación de una norma jurídica penal 
posterior a la comisión del hecho delictivo, con la condición de que dicha norma contenga 
disposiciones más favorables al reo. Ello, sin duda alguna constituye una excepción al 
principio de irretroactividad de la aplicación de la ley y se sustenta en razones político-
criminales, en la medida que el Estado no tiene interés (o no en la misma intensidad) en 
sancionar un comportamiento que ya no constituye delito (o cuya pena ha sido disminuida) 
y, primordialmente, en virtud del principio de humanidad de las penas, que se fundamenta 
en la dignidad de la persona humana (artículo 1 º de la Constitución). 
Sin embargo es necesario señalar, reiterando el criterio ya expuesto por este Tribunal, que 
ningún derecho fundamental ni principio constitucional es absoluto. En efecto, por alta que 
sea su consideración dogmática y axiológica, ningún derecho fundamental tiene capacidad 
de subordinar, en toda circunstancia, el resto de derechos, principios o valores a los que la 
Constitución también concede protección. Los principios interpretativos de unidad de la 
Constitución y de concordancia práctica permiten considerar a las distintas disposiciones 
constitucionales como un complejo normativo, armónico, coherente y sistemático”.  
R.N. N° 726-2016 
Primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema 




 EL DEBER DE MOTIVAR LAS RESOLUCIONES JUDICIALES 
 Fundamento 118:  
 
“(…) El deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada con la correcta 
administración de justicia, que protege el derecho de los ciudadanos a ser juzgados por las 
razones que el Derecho suministra, y otorga credibilidad a las decisiones jurídicas en el 
marco de una sociedad democrática. Por tanto, las decisiones que adopten los órganos 
internos que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, 




En este sentido, la argumentación de un fallo y de ciertos actos administrativos, deben 
permitir conocer cuáles fueron los hechos, motivos y normas en que se basó la autoridad 
para tomar su decisión, a fin de descartar cualquier indicio de arbitrariedad. Asimismo, la 
motivación demuestra a las partes que éstas han sido oídas y, en aquellos casos en que 
las decisiones son recurribles, les proporciona la posibilidad de criticar la resolución y lograr 
un nuevo examen de la cuestión ante las instancias superiores. Por todo ello, el deber de 
motivación es una de las “debidas garantías” incluidas en el artículo 8.1 para salvaguardar 
el derecho a un debido proceso”.  
 
Caso Chocrón Chocrón vs. Venezuela 
Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)  





Es oportuno poner en contexto la presente discusión al tiempo en que ocurrieron los hechos 
[1999 – 2001], puesto que, en la década de 1990 e inicios de 2000, nuestra legislación 
penal sostenía diversas reformas normativas como una débil respuesta por adoptar un 
sistema de justicia más competente y democrático con harás de lograr una eficiente 
persecución penal, evitar los abusos de los operadores de justicia, garantizar los derechos 
fundamentales, combatir los altos índices de corrupción en la administración pública y 
reducir los espacios de impunidad.  
 
Ahora, sobre el caso en particular, considero que hay tres puntos importantes por analizar 
en este proceso sobre corrupción de funcionarios. a) El conocimiento que asume la Corte 
Suprema ante un recurso de nulidad sin fundamentar de la Fiscalía para incrementar la 
pena del condenado. b) La falta de motivación en la Ejecutoria Suprema que determinó el 
incremento de la pena del condenado. c) El estudio sobre la aplicación de una norma 
jurídica en el tiempo con respeto a la dación de la Ley N° 27454 que fue fundamento legal 
para la adecuación de la pena del condenado.    
 
a) ¿La Corte Suprema podía resolver un recurso de nulidad incrementando la pena 
del condenado aún si es que la fiscalía no hubiera fundamentado el recurso? 
 
 
Primero debemos entender cuál era la lógica del sistema de recursos en ese tiempo, pues 
el derecho siempre está en constante evolución, sobre todo si las normas y el sistema 
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procesal eran otros en ese tiempo, así evitaremos incurrir en un ejercicio anacrónico que 
poco aportaría a dar una respuesta.  
 
Cuando el expediente se llevó a cabo [1999 – 2001], el derecho procesal penal se regía 
por el Código de Procedimientos Penales vigente desde 1940, en adelante ACPP, por 
ende, acogía un sistema inquisitivo, el cual como señala el Dr. César San Martín, una de 
sus características más importantes es que la finalidad del proceso penal es la veritas 
delicti, la verdad de delito1, además del irrestricto principio de legalidad.  
 
Como bien apunta el Dr. Pablo Sánchez Velarde, el recurso de nulidad en el ACPP cumplía 
una doble función, en razón a que tenía características tanto de instancia como de casación 
2en virtud a lo prescrito en el art. 141° de la Constitución y además porque le permitía a la 
Corte Suprema conocer cuestiones de forma y de fondo del proceso, así como de modificar 
o revocar la sentencia o auto dictados por la instancia inferior.  
 
Actualmente, el recurso de nulidad señala un plazo de 10 días para que las partes puedan 
fundamentarla, bajo apercibimiento de declararse improcedente conforme el inciso quinto 
del art. 300° del ACPP en virtud a su última modificatoria con el D.L. N° 959 de 2004. Sin 
embargo, en el año 2000 otra era su regulación, la misma norma señalaba lo siguiente:  
 
“También podrá la Corte Suprema modificar la pena de uno o más de los condenados, 
cuando se haya aplicado al delito una que no le corresponde por su naturaleza o por las 
circunstancias de su comisión. Se requerirá la unanimidad de votos para imponer como 
pena modificatoria la de internamiento”.  
 
Ahora bien, qué otro norma guardaba relación para entender si efectivamente había un 
plazo para fundamentar el recurso de nulidad. Al respecto, el artículo 289° del ACPP nos 
señala lo siguiente:   
 
“Leída la sentencia, el acusado o el Fiscal, podrán interponer recurso de nulidad, pudiendo 
hacerlo en el acto o reservarse ese derecho hasta el día siguiente de expedido el fallo, 
oportunidad en que solo podrán hacerlo por escrito”  
 
                                                          
1 SAN MARTIN, 2015 Conferencia Sistemas Procesales, Visión General del Código Procesal Penal, [archivo 
video 19:28]  
2 Pablo Sánchez Velarde “El Sistema de Recursos en el Proceso Penal” Lima-Perú, 1999 pg. 172.  
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A la luz de la norma citada, existían dos grandes momentos para recurrir la nulidad. El 
primero, ante la lectura de sentencia vía oral; y el segundo, hasta el día siguiente de ser 
expedido el fallo vía escrita. En ese sentido, como bien apunta el magistrado Dr. Julián Jeri 
Cisneros, cuando se interponía el recurso vía oral se presumía que quien recurría seguía 
convencido de las razones que expuso en su alegato oral del juicio3. 
 
Tal afirmación del doctor Cisneros, tiene mayor sentido aún si corroboramos que en el acta 
de lectura de sentencia de los presentes autos se acredita que la Fiscalía Superior sí 
impugnó oralmente la nulidad en el mismo acto; por tanto, el recurso de nulidad del fiscal 
superior y el conocimiento de la Corte Suprema eran legítimos en ese tiempo.  
 
En el mismo sentido, el Dr. Pablo Sánchez Velarde señala que sí bien una de las 
características de los recursos en el proceso penal peruano es que deben ser 
fundamentados, en nuestra legislación procesal [refiriéndose en ese tiempo al ACPP 1940 
en su texto original] aún no es exigible4, ello en clara alusión a la interposición oral del 
recurso de nulidad en el acto de lectura de sentencia como refiere el art. 289° del ACPP. .  
 
De esa manera, el Código de Procedimientos Penales de 1940, siguiendo un sistema 
procesal inquisitivo, con el objeto de alcanzar la veritas delicti demostraba la preminencia 
casi absoluta de la ley procesal por encima del respeto y la protección a las garantías y 
derechos fundamentales de las partes procesales, como el desconocimiento del principio 
dispositivo, precepto rector en materia de impugnación, así como el principio de 
congruencia recursal que fija los límites del órgano jurisdiccional revisor para resolver solo 
aquellas pretensiones alegadas y fundamentadas por las partes recurrentes.  
 
Recién un año después, con la dación de la Ley N° 27454 de mayo del 2001 que modificó 
el Ámbito del Recurso de Nulidad, Art. 300° del ACPP, se estableció un plazo de diez días 
a las partes para que puedan fundamentar el recurso bajo apercibimiento de declararse 
inadmisible, además, de incorporar el principio de la non reformatio in peius al sistema de 
recursos, donde se prohíbe al órgano jurisdiccional revisor reformar la sentencia en 
perjuicio del condenado cuando sólo éste haya impugnado.   
 
                                                          
3 Julián Jeri Cisneros Teoría “General de la Impugnación penal y la Problemática de la Apelación del auto de 
no ha lugar a la apertura de instrucción por el agraviado”, Lima-Perú, 2002 pg. 10  
4 Pablo Sánchez Velarde “El Sistema de Recursos en el Proceso Penal” Lima-Perú, 1999 pg. 168 
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En consecuencia, en ese contexto, la Corte Suprema sí podía tomar conocimiento y 
pronunciarse sobre el recurso de nulidad de la fiscalía a pesar que no haya sido 
fundamentado, toda vez que, al haber sido recurrido oralmente en la audiencia de lectura 
de sentencia, se presumía que seguía convencido de las razones expuestas en su 
requisitoria oral de acusación, donde el Fiscal Superior solicitó diez años de pena privativa 
de libertad al encausado, deviniendo en innecesaria la fundamentación por escrito del 
recurso. Esa era la lógica que se tenía para que el órgano jurisdiccional conceda el recurso 
de nulidad.  
 
Aunado a ello, si consideramos que la Corte Suprema bajo la premisa de administrar 
justicia al amparo de la veritas delicti y el principio de legalidad a fin de realizar un reexamen 
de la sentencia y dirimir conforme lo que establezca la Ley, además de la inexigibilidad de 
fundamentar el recurso cuando ha sido alegado oralmente en audiencia, facultaban al 
órgano supremo a tomar conocimiento y resolver la nulidad.  
 
Claramente se utilizaba una lógica distinta si la comparamos con el derecho procesal civil, 
donde priman el principio dispositivo de las partes, la observancia prescrita del recurso, el 
principio de congruencia recursal tantum devolutum quantum apellatum delimitando la 
atribución del superior jerárquico sólo sobre la pretensión impugnatoria del recurrente o la 
posibilidad de producir prueba nueva en segunda instancia; normas y principios que 
felizmente han sido incorporados en el actual Código Procesal Penal del 2004. 
 
Finalmente, en la actualidad la Sentencia Plenaria N° 01-2013 estableció que el plazo que 
señala el numeral 5 del artículo 300° del ACPP para fundamentar o formalizar el recurso 
de nulidad rige desde el día siguiente del acto de interposición del recurso5. Además, 
estableció que las sentencias o resoluciones que se emitan y lean en audiencia deberán 
ser entregadas inmediatamente a las partes a fin de no generar indefensión y puedan 
examinar y fundamentar debidamente sus impugnaciones.  
 
b) ¿La Corte Suprema puede incrementar la pena de un condenado sin desarrollar 
los fundamentos de hecho y derecho?   
 
 
La Corte Suprema en su ejecutoria declara haber nulidad en la sentencia de primera 
instancia solo en el extremo de la pena, reformándola e incrementándola de seis años a 
                                                          
5 Sentencia Plenaria N° 01-2013/301-A.2-ACPP, Salas Penales Permanente y Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia, agosto del 2013 
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diez años de pena privativa de libertad, considerando las condiciones personales del 
condenado y las circunstancias en que se cometió el delito en atención al art. 46° del 
Código Penal y art. 300° del ACPP.  
 
De la revisión de la Ejecutoria Suprema, consideramos que se evidencia una falta de 
motivación sobre cuáles serían aquellas razones fácticas y jurídicas que determinaron 
incrementar el quantum de la pena del condenado. Asimismo, no desarrolla cuales serían 
los fundamentos por el cual el órgano jurisdiccional inferior habría incurrido en error sobre 
la determinación de la pena de seis años, ni tampoco identifica ni argumenta cuáles son 
aquellas condiciones personales y circunstancias de la comisión del delito que hace 
referencia en la propia ejecutoria.   
 
De manera que, consideramos que el Tribunal Supremo ha vulnerado el deber 
constitucional de motivar las resoluciones judiciales, conforme lo exige el numeral 5 del 
artículo 139° de la Constitución. En esa línea, sobre el deber de motivar, el Tribunal 
Constitucional peruano (TC) y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 
siempre han establecido garantizar la defensa y el respeto de los derechos fundamentales 
que toda persona tiene. 
 
La jurisprudencia nacional en referencia a la falta de motivación a través del STC N° 05601-
2006-PA/TC ha señalado lo siguiente:  
 
“El derecho a la motivación debida constituye una garantía fundamental en los supuestos 
en que con la decisión emitida se afecta de manera negativa la esfera o situación jurídica 
de las personas. Así, toda decisión que carezca de una motivación adecuada, suficiente y 
congruente, constituirá una decisión arbitraria y, en consecuencia, será inconstitucional”. 6 
 
En el mismo sentido la Corte interamericana de Derecho Humanos [CIDH] sobre el caso 
CHOCRÓN CHOCRON VS. VENEZUELA precisa lo siguiente:  
 
“El deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada con la correcta 
administración de justicia, que protege el derecho de los ciudadanos a ser juzgados por las 
razones que el Derecho suministra, y otorga credibilidad a las decisiones jurídicas en el 
marco de una sociedad democrática. Por tanto, las decisiones que adopten los órganos 
                                                          
6 STC Expediente N° 05601-2006-PA/TC, fundamento 3 
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internos que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, 
pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias”.7 
 
Así, de acuerdo a ambos pronunciamientos jurisprudenciales, la acotada ejecutoria 
suprema devendría en inconstitucional y arbitraria, posición que plenamente reafirmamos. 
No obstante, creemos oportuno referirnos sobre aquel artículo 46° del Código Penal que 
señala la Corte Suprema en su ejecutoria en relación a las condiciones personales y 
circunstancias en que se cometió el delito.  
 
Cabe precisar que el artículo 46° así como otras normas de derecho material y procesal 
penal han sido modificados por la Ley N° 30076 del 2013 que incorporó el actual sistema 
de tercios para la determinación judicial de la pena concreta. El artículo 46° del Código 
Penal de esa época [2000], regulaba la individualización de la pena de la siguiente manera:   
 
“Artículo 46.- Individualización de la pena  
Para determinar la pena dentro de los límites fijados por la ley, el Juez atenderá la 
responsabilidad y gravedad del hecho punible cometido, en cuanto no sean 
específicamente constitutivas del hecho punible, o modificatorias de la responsabilidad, 
considerando especialmente:  
 
1. La naturaleza de la acción;  
2. Los medios empleados;  
3. La importancia de los deberes infringidos; 
4. La extensión del daño o peligro causados;  
5. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión;  
6. Los móviles y fines;  
7. La unidad o pluralidad de los agentes;  
8. La edad, educación, situación económica y medio social;  
9. La reparación espontánea que hubiere hecho del daño;  
10. La confesión sincera antes de haber sido descubierto; 
11. Las condiciones personales y circunstancias que lleven al conocimiento del agente” 
 
                                                          
7 CIDH Caso CHOCRÓN CHOCRON VS. VENEZUELA del año 2011, fundamento 118 
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Teniendo como referencia la norma acotada, la propia Corte Suprema en una 
jurisprudencia con la regulación de ese tiempo señala que hay dos momentos para la 
determinación judicial de la pena: 
“i) Al momento de la aplicación considerando el principio de proporcionalidad, el cual se 
refleja en los siguientes juicios: idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. 
 ii) El segundo momento se realiza cuando se toma en cuenta los criterios no específicos 
de la individualización; es decir, conforme a los artículos cuarenta y cinco y cuarenta y seis 
del Código Penal, pues estos aspectos no están definidos como circunstancias que 
impliquen un peso agravante o atenuante, sino que se trata de aspectos cuya relevancia 
penal solo puede decidirse en un hecho particular”.8 
Por tanto, la norma en sí no expresaba mayores aportes para una determinación objetiva, 
en consecuencia, había un extensivo margen de discrecionalidad para el órgano 
jurisdiccional.  
 
El magistrado Víctor Prado Saldarriaga, señala que la función de la determinación judicial 
de la pena, no solo responde a la necesidad de tomar decisiones, sino también la necesidad 
de justificarlas9 y en ese orden también precisa que la determinación es identificar y medir 
las dimensiones cualitativas y cuantitativas de las consecuencias jurídicas que corresponda 
aplicar al autor o participe culpable de un delito.10 
 
Siguiendo ese criterio, lo que debió desarrollarse era la forma y circunstancias en que 
cometió delito como el hecho de que fue en flagrancia estricta, la condición especial del 
agente, la afectación al bien jurídico protegido, el daño causado al Estado peruano como 
agraviado, la acreditación de la culpabilidad del condenado, las trece pruebas señaladas 
en juicio y considerando que el tipo penal tenía una pena conminada con un mínimo 6 años 
y un máximo de 15 años de pena privativa de libertad; por ende, si hubo suficientes 
elementos que pudieron haber servido para motivar la ejecutoria suprema.  
 
Finalmente, es claro que en ese tiempo no existía un sistema de tercios para realizar una 
determinación judicial de la pena concreta como se regula en los artículos 45°-A y 46° que 
aportan a una determinación más objetiva. No obstante, ello no puede ser óbice para que 
                                                          
8 R.N ° 2426-2009, LIMA Corte Suprema de Justicia de la República, fundamento 3 
9 Vítor Prado Saldarriaga “Taller Nuevos Criterios para la Determinación Judicial de la Pena” Lima-Perú, 2007 
pg. 31.  
10 Víctor Prado Saldarriaga “Consecuencias Jurídicas del Delito” Lima-Perú, 2016 pg. 197.  
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la Corte Suprema no haya realizado un fundamentación de acuerdo al incremento de la 
pena decido, sobre todo si están inmersos derechos fundamentales como la libertad de la 
persona y la motivación escrita de las resoluciones judiciales que nuestra Constitución 
garantiza plenamente.  
 
c) Sobre la Ley N° 27454 que fue base legal para adecuar la pena del condenado 
 
Durante el año 2001 estando el proceso en ejecución de sentencia y cumpliéndose lo 
ejecutoriado por la Corte Suprema con el encausado purgando condena de diez años; el 
24 de mayo entró en vigencia la Ley N° 27454 que modificó el artículo 300° del ACPP sobre 
el recurso de nulidad, incorporando así la interdicción de la non reformatio in peius es decir 
la prohibición de reformar en perjuicio del inculpado.   
 
De esa manera, se buscaba adecuar el sistema impugnatorio penal con los derechos 
constitucionales como la pluralidad de instancias e implícitamente como una garantía del 
debido proceso relacionada con el derecho de defensa11 conforme a las nuevas tendencias 
garantistas del proceso penal. El detalle relevante para los fines del presente, es la 
disposición transitoria única de la Ley que señala taxativamente lo siguiente:  
Disposición Transitoria Única: 
 
”Esta norma se aplica retroactivamente de conformidad con lo establecido en el artículo. 
103° segundo párrafo de la Constitución y el artículo 6° segundo párrafo del Código Penal. 
 
Para estos efectos, los sentenciados a quienes se hubiere aplicado una pena más grave, 
podrán solicitar la adecuación de la pena a la instancia que expidió el fallo impugnado. La 
condena se adecuará a la pena impuesta en la primera instancia”.  12 
 
De acurdo a lo citado, estamos ante una Ley que modifica una norma de carácter procesal 
como el artículo 300° del ACPP, que a su vez alude a una norma de carácter sustantiva 
como el artículo 6° del CP que regula la retroactividad benigna, con la finalidad de que la 
norma procesal se aplique retroactivamente.    
 
                                                          
11 Expediente N° 1553-2003-HC/TC, fundamento 2 
12 Disposición Transitoria única Ley N° 27454 del 23 de mayo del 2001 
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Antes de ello, debemos precisar que en esa época del presente proceso [1999-2001], 
nuestra Constitución con respecto a la aplicación de normas jurídicas en el tiempo, acogía 
una teoría denominada en la doctrina como derechos adquiridos, distinta a la teoría que 
actualmente recoge la Constitución y nuestro ordenamiento jurídico como es la teoría de 
los hechos cumplidos. 
 
Ese cambio en la Constitución sobre qué teoría predominaba en nuestra legislación, 
sucedió el 17 de noviembre del 2004 a partir de la Ley 28389 con la reforma constitucional 
que modificó el artículo 103° de la carta magna el cual quedó de la siguiente manera:.  
 
Artículo 103° C.- Leyes especiales, retroactividad benigna, derogación de leyes (…) 
Segundo párrafo: 
 
“La Ley, desde su entrada en vigencia, se aplica a las consecuencias de las relaciones y 
situaciones jurídicas existentes y no tiene fuerza ni efectos retroactivos; salvo, en ambos 
supuestos, en materia penal cuando favorece al reo.”  
 
Sobre estas teorías de aplicación de una norma jurídica en el tiempo, el doctor Marcial 
Rubio Correa ha realizado definiciones bastante precisas; sobre la teoría de los derechos 
adquiridos sostiene que “Una vez que un derecho ha nacido y se ha establecido en la 
esfera de un sujeto, las normas posteriores que se dicten no pueden afectarlo. En 
consecuencia, el derecho seguirá produciendo los efectos previstos al momento de su 
constitución, bien por el acto jurídico que le dio origen, bien por la legislación vigente 
cuando tal derecho quedó establecido”13.  
 
Contrario sensu, sobre la teoría de los hechos cumplidos señala que “Cada norma jurídica 
debe aplicarse a los hechos que ocurran durante su vigencia, es decir, bajo su aplicación 
inmediata. Entonces, si se genera un derecho bajo una primera Ley y luego de producir 
cierto número de efectos esa Ley es modificada por una segunda, a partir de la vigencia 
de esta nueva Ley los nuevos efectos del derecho se deben adecuar a esta y ya no ser 
regidos más por la norma anterior bajo cuya vigencia fue establecido el derecho de que se 
trate”14.  
 
                                                          
13 Marcial Rubio Correa “La Aplicación de la Norma jurídica en el tiempo” Lima-Perú, 2013 pg. 26. 
14 Marcial Rubio Correa “La Aplicación de la Norma jurídica en el tiempo” Lima-Perú, 2013 pg. 29. 
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Ahora bien, sobre la interpretación de cómo se debería aplicar una norma jurídica en el 
tiempo, el Tribunal Constitucional (TC) ha señalado en reiteradas sentencias, como los 
casos LLAJARUNA SARE15 y SALDAÑA SALDAÑA16, que en el caso de las normas 
procesales penales, rige el principio tempus regis actum, es decir, rige la Ley procesal 
penal que se encuentre vigente al momento de resolverse el acto. Es decir la teoría de los 
hechos cumplidos.  
 
En tal sentido, según el TC, la Ley procesal tiene una aplicación inmediata al momento del 
acto, y no sobre actos procesales ya cumplidos en legislaciones anteriores, como la 
ejecutoria suprema del presente caso que tiene una fecha muy anterior a la Ley 27454.    
 
En la actualidad, ese mismo criterio del TC es acogido como regla general en el actual 
Código Procesal Penal del 2004, cuando en el inciso 1 del artículo VII del Título Preliminar 
señala que “La Ley procesal penal es de aplicación inmediata, incluso al proceso en 
trámite, y es la que rige al tiempo de la actuación procesal”17, es decir, se aplica el principio 
tempus regis actum que señaló el TC.   
Sin embargo, el mismo Código Procesal Penal como excepción a la regla, en el inciso 2 
del artículo VII del Título Preliminar señala que “Si la Ley procesal es referida a derechos 
individuales que sea más favorable al imputado, expedida con posterioridad a la actuación 
procesal, se aplicará retroactivamente, incluso para los actos ya concluidos si fuera 
posible18, es decir, si se tratara de normas procesales que afecten derechos sustantivos se 
pueden aplicar retroactivamente, como la Ley 27454 del presente caso.   
 
Entonces, si la Ley 27454 modificó el artículo 300° del ACPP que es una norma procesal, 
sus efectos jurídicos deberían ser sólo de aplicación inmediata, es decir, desde su entrada 
en vigencia de la Ley el 24 de mayo del 2001 hacia adelante o, por el contrario, se podría 
aplicar con efectos de retroactividad benigna porque a pesar que es una norma procesal 
involucra la afectación de derechos individuales como es el derecho fundamental a la 
libertad. En nuestra opinión, compartimos la segunda posición puesto que se debe 
considerar la aplicación del principio Pro Reo y favorabilidad en el ámbito jurisdiccional 
penal toda vez que se afecta un derecho humano fundamental como la extensiva privación 
de la libertad del procesado.    
 
                                                          
15 STC: Expediente N° 1593-2003-HC/TC, fundamento 9 
16 STC: Expediente N° 2196-2002-HC/TC, fundamento 8 
17 Inciso 1 del artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Penal 
18 Inciso 2 del artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Penal 
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Ante ello, haciendo una comparación en la actualidad, surge la siguiente pregunta, ¿Qué 
es el inciso 2 del art. 7 del TP del actual Código Procesal Penal es un principio general del 




a) A nuestro criterio sobre el conocimiento que asume la Corte Suprema ante el recurso de 
nulidad sin fundamentar de la Fiscalía, previamente, debemos señalar que el sistema de 
impugnación en el Código de Procedimientos Penales 1940 (ACPP) era por un extremo 
bastante limitado desde la perspectiva del recurrente, y al mismo tiempo, era omnipotente 
desde la perspectiva del ámbito discrecional de la Corte Suprema.   
En esa línea, podía darse la posibilidad que el recurso de nulidad sea impugnado 
oralmente en el acto de la lectura de sentencia, en donde se presumía la convicción de 
las razones expuestas en la requisitoria oral o el alegato de defensa del abogado defensor 
como si fuera el objeto y fundamento del recurso.  
Tal es así que, conforme se acredita en la acta de lectura de la sentencia que obra en 
autos [folios 288], la Fiscalía Superior recurrió oralmente la nulidad de la sentencia y ésta 
fue concedida inmediatamente por la Sala, disponiendo se eleven los autos a la Sala 
Penal de la Corte Suprema, por tanto, se presumió que el fundamento del recurso de 
nulidad del Fiscal Superior era la requisitoria oral que sustentó en el juicio donde solicitó 
10 años de pena privativa de libertad contra el encausado.  
Por esas razones, a nuestro criterio, el sistema de impugnación del ACPP limitaba y 
afectaba directamente el derecho al recurso del impugnante, el cual forma parte del 
derecho fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva que está debidamente consagrada 
en el inciso 3 del artículo 139° de nuestra Constitución, norma suprema que estable los 
principios y derechos de la función jurisdiccional en nuestro ordenamiento jurídico 
nacional.  
Asimismo, el desconocimiento al principio dispositivo, que en la actualidad es regla 
general en materia de impugnación; así como el principio de congruencia recursal, el cual 
garantiza que el órgano jurisdiccional al resolver la impugnación solo debe pronunciarse 
sobre aquellas pretensiones o agravios invocados por el recurrente también conocido en 
la doctrina bajo el aforismo jurídico tantum apellatum quantum devolutum.  
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b) A nuestro criterio sobre la Ejecutoria Suprema que declara la nulidad de la sentencia en 
el extremo del quantum de la pena que la Sala estableció en seis años de pena privativa 
de libertad, y reformándola, la Corte Suprema la incrementa a diez años de pena privativa 
de libertad del condenado; es preciso señalar que, en ese tiempo la Corte Suprema tenía 
una facultad discrecional absoluta para la determinación judicial del quantum de la pena ya 
sea para confirmarla, reducirla o incrementarla de acuerdo al principio de legalidad artículo 
2 del título preliminar del Código Penal y al artículo 300° del ACPP, inclusive, 
independientemente de que parte procesal haya recurrido la nulidad de la sentencia, 
puesto que, en esa época aún no se reconocía la interdicción de la reformatio ius peius.   
Ahora bien, pese a las facultades señaladas que le irrogaban a la Corte Suprema para 
incrementar la pena; de la revisión de la Ejecutoria Suprema [contenida en dos hojas a 
folios 291 y 292], consideramos que, la resolución suprema ha incurrido en vulnerar el 
derecho constitucional del justiciable a la debida motivación de las resoluciones judiciales 
conforme se establece en el inciso 5 del artículo 139° de la Constitución Política del Perú, 
norma de rango supremo que impone los principios y garantías de la función jurisdiccional 
que rigen en nuestro ordenamiento jurídico peruano.  
La escueta Ejecutoria Suprema, no expresa un desarrollo sobre los fundamentos fácticos 
ni jurídicos para justificar razonablemente el incremento del quantum de la sanción punitiva 
del condenado, más aún si consideramos que se va a imponer una mayor afectación al 
derecho humano fundamental como es la libertad personal de un ser humano el cual tiene 
un pleno reconocimiento constitucional conforme al artículo 2° numeral 24 de la 
Constitución Política del Perú y supranacional previsto en el artículo 7°.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (CADH). 
c) A nuestro criterio sobre la aplicación de la dación de la Ley N° 27454 de fecha 23 de 
mayo de 2001 que modificó el artículo 300° del ACPP sobre el ámbito del recurso de 
nulidad; al respecto, consideramos acertado que la norma incorporó al sistema judicial 
penal la interdicción de la reformatio in peius como una garantía implícita del debido 
proceso vinculado al derecho de defensa. Asimismo, también consideramos acertado que 
se haya establecido un plazo de diez días para formalizar o fundamentar el recurso de 
nulidad bajo apercibimiento de rechazarse. Ello, conforme a las nuevas tendencias 
garantistas del proceso penal contemporáneo en otros países. 
Por otro lado, lo discutible es si la Ley 27454 se debió o no aplicar con efecto retroactivo 
toda vez que la Ley modificó una norma procesal como es el art. 300° del ACPP; y de 
acuerdo a la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, las normas procesales penales se 
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rigen bajo el principio tempus regis actum, es decir, la ley procesal aplicable en el tiempo 
es la que se encuentre vigente al momento del acto, en tal sentido, la Ley 27454 sería de 
aplicación inmediata y no retroactiva; más aún si consideramos que la Ley sirvió como 
fundamento legal para que el condenado solicite la adecuación de la pena, la misma que 





En principio, como hemos podido observar la Ley procesal penal bajo el Código de 
Procedimientos Penales de 1940, aún vigente en los distritos judiciales de Lima Centro y 
Lima Sur, conlleva diversas limitaciones propias de un sistema penal inquisitivo.  
 
Por ese motivo, es importante que una de las acciones medulares para mejorar el Sistema 
de Justicia Penal en nuestro país sea el implementar por completo el Código Procesal 
Penal promulgado por el D.L. N° 957 en 2004 y vigente desde el 2006 en diversos distritos 
judiciales a nivel nacional. Sin dudas, la voluntad política será de suma importancia para la 
reforma procesal, en tanto se cumpla con las fechas del calendario de aplicación progresiva 
de la norma adjetiva.  
 
Asimismo, en tanto que la corrupción es un fenómeno social que afecta el desarrollo 
dinámico de un país, debilitando las instituciones del Estado y consecuentemente 
generando brechas de mayor desconfianza de la sociedad en el sistema de justicia; 
consideramos que el Estado tiene el deber de combatirla en todos sus ámbitos. 
 
En tal sentido, el legislador peruano ha dispuesto sancionar todo tipo conducta que 
vinculada con un acto de corrupción tanto para el funcionario o servidor público como para 
los particulares que tengan participación en el supuesto de hecho delictivo. A consecuencia 
de ello, es que la Ley sustantiva penal en su parte especial contempla once tipos penales 
independientes de cohecho en sus diversas modalidades de comisión que van desde el 
artículo 393° al artículo 398-B del Código Penal.  
 
De igual modo, la protección a los derechos y garantías de los justiciables en virtud a la 
observancia irrestricta del derecho continente del debido proceso y la tutela jurisdiccional 
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efectiva en concordancia con los principios y derechos de la función jurisdiccional 
reconocidos en la Ley fundamental.  
 
 
11 FUENTES BIBLIOGRÁFICAS 
 
 
1. ABANTO VÁSQUEZ, M. 2014. Dogmática Penal: Delitos Económicos y Delitos 
contra la Administración Pública. Lima: Grijley; p. 711.  
 
2. CASTILLO ALVA, J. 2014. Las Funciones Constitucionales del deber de motivar las 




3. CISNEROS JERI, J. 2002. Teoría General de la Impugnación Penal y la Problemática 
de la Apelación del auto de no ha lugar a la Apertura de Instrucción por el agraviado. 
[en línea]  (Trabajo Postgrado). Universidad Nacional Mayor de San Marcos, Lima, 
Perú. [Consulta: 14 de abril de 2020]. Recuperado de: 
http://sisbib.unmsm.edu.pe/bibvirtual/tesis/Human/jeri_cj/jeri_cj.htm 
 
4. RUBIO CORREA, M. 2013. Aplicación de la Norma Jurídica en el Tiempo, Segunda 
Edición. Lima: Fondo Editorial PUCP; p. 16,18, 21,26 y 27.  
 
5. SALINAS SICCHA, R. 2019. Delitos contra la Administración Pública. Lima: Grijley; 
p. 8, 621 y 625.  
 
6. SÁNCHEZ VELARDE, P. 1999. El Sistema de Recursos en el Proceso Penal [en 









8. SAN MARTIN CASTRO, C. [Aula Virtual]. (07 de abril 2015). Conferencia Sistemas 
Procesales, Visión General del Código Procesal Penal [Archivo de video]. [Consulta: 




9. SAN MARTIN CASTRO, C. [LP Pasión por el derecho]. (15 de abril 2016). 
Conferencia sobre el Proceso Inmediato reformado en el NCPP y los elementos de 
la flagrancia de delictiva [Archivo de video]. [Consulta: 14 de abril de 2000] 
Recuperado de: https://www.youtube.com/watch?v=yhpQWJ27l5Y&t=1044s 
 
10. PRADO SALDARRIAGA, V. 2000. Nuevos Criterios para la Determinación Judicial 




11. YSHIÍ MEZA, L. 2019. Las penas de Inhabilitación y multa en los Delitos contra la 




































































































































































































  Facultad de Derecho y Ciencias Humanas 
Derecho 
 
   Sustentación Oral de Expedientes 
 
“Proceso Civil: N° expediente 2000-16021-0-0100-J-CI-40 
Material: Ejecución de Garantías y Proceso Penal: N° 
expediente 1358-1999 Material: Corrupción de 
Funcionarios”  
 








Alcides Mario Chinchay Castillo 
Fernando Javier Puente Valdivia 
 
 




ÍNDICE RESUMEN EXPEDIENTE CIVIL 
 
RESUMEN ................................................................................................................... 1 
PALABRAS CLAVES .................................................................................................. 1 
1 SINTESIS DE LA DEMANDA ............................................................................... 2 
2 SINTENSIS DE CONTRADICCIÓN DE LA EJECUTADA Y EL TERCERO ......... 6 
3 CONCORDANCIAS Y CONTRACCIONES ENTRE LOS HECHOS 
AFIRMADOS POR LA EJECUTANTE Y EJECUTADA ............................................... 8 
4 SINTESIS PROCESAL: ABOLUCIÓN DE CONTRADICCIÓN Y 
OBSERVACIÓN........................................................................................................... 9 
5 ÓRGANOS JURISDICCONALES ....................................................................... 10 
5.1 PRIMERA INSTANCIA: AUTO DEFINITIVO DEL 40° JUZGADO 
ESPECIALIZADO EN LO CIVIL DE LA CSJ ................................................ 10 
5.2 SEGUNDA INSTANCIA: AUTO DE VISTA DE LA SALA CIVIL   
CORPORATIVA PARA PROCESOS EJECUTIVOS DE LA CSJ ................. 15 
5.3 CASACIÓN DE LA SALA CIVIL PERMANENTE DE LA                           
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA ................................................................ 18 
6 PROBLEMAS ..................................................................................................... 19 
7 ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO ..... 20 
7.1 NORMAS LEGALES .................................................................................... 20 
7.2 DOCTRINA: .................................................................................................. 26 
7.3 JURISPRUDENCIA: ..................................................................................... 31 
8 DISCUSIÓN ........................................................................................................ 35 
9 CONCLUSIONES ............................................................................................... 46 
10 RECOMENDACIONES ....................................................................................... 48 
11 FUENTES BIBLIOGRÁFICAS ............................................................................ 50 





El presente caso materia de análisis es sobre un proceso de Ejecución de Garantías en 
donde la ejecutante ENGIL III – INVESTIMENTOS INTERNACIONAIS E CONSTRUCAO 
S.A. a través de un Contrato de Cesión de Créditos, adquirió créditos y garantía real que 
la empresa cedente ENGIL – SOCIEDADE DE CONSTRUCAO CIVIL S.A. tenía como 
acreedora originaria a causa del incumplimiento de obligaciones de su deudor la empresa 
CONSTRUCCIONES VILLASOL S.A. CONTRATISTAS GENERALES en virtud a un 
Acuerdo celebrado entre ambas empresas, el cual, la acreencia fue garantizada con una 
hipoteca constituida por la empresa INMOBILIARIA Y EXPLOTADORA SANTA 
ERNESTINA S.A. en calidad de garante hipotecaria hasta por la suma de US$ 
1’225,000.00 de dólares americanos a favor de ENGIL la cual es materia de ejecución.   
 
Por esa razón, ENGIL III en calidad de nuevo acreedor demanda a SANTA ERNESTINA 
a fin de que cumpla con pagar la suma ascendente a US$ 1’720,858.84 de dólares 
americanos conforme a la liquidación de saldo deudor, en su calidad de garante hipotecario 
de las obligaciones adeuda por VILLASOL bajo apercibimiento de ordenar el remate del 
inmueble.  
 
En esa línea, posterior al incidente de contradicción, el 40° Juzgado Civil en primera 
instancia emite el Auto Definitivo ordenando el remate del bien inmueble declarando 
fundada las oposiciones del ejecutante e infundada la contradicción, excepciones 
procesales y tachas plateadas por SANTA ERNESTINA e infundada la defensa del 
obligado principal VILLASOL   
 
La Sala Civil Corporativa, como órgano de segunda Instancia, confirmar el Auto Definitivo 
señalando que se ha cumplido con los requisitos de los art. 720° y art. 689° del C.P.C., 
además, que no sea acreditado que el deudor principal ni la garante hipotecaria ha 
cumplido con pagar al acreedor primigenio ENGIL o al ejecutante ENGIL III.  
 
Finalmente, la Corte Suprema, emite sentencia casaotoria por haberse incurrido en 








1 SINTESIS DE LA DEMANDA 
 
En fecha 16 de mayo de 2000, la empresa ENGIL III demanda la ejecución de garantía 
hipotecaria contra SANTA ERNESTINA a fin de que cumpla con pagar la suma de US$ 
1’720,858.84 (Un millón setecientos veinte mil ochocientos cincuenta y ocho con 84/100 
dólares americanos), más los intereses compensatorios y moratorios que se devenguen 
hasta la fecha de pago, en garantía de las obligaciones crediticias que VILLASOL tiene 
con la parte ejecutante ENGIL III.  
 
A continuación, un recuento en orden cronológico, de los antecedentes que dieron origen 




Esta controversia tiene como origen la participación de las empresas ENGIL, de capital 
portugués, y VILLASOL, de capital peruano, en la Licitación Pública N° 08-05-MTC para la 
rehabilitación y mejoramiento del tramo 4 de la Carretera Pisco – Ayacucho valorizado en 
S/ 44’813,57.94 (Cuarenta y Cuatro Millones Ochocientos trece mil cincuenta y siete con 
94/100 soles).  
 
En fecha 23 de julio de 1996, ambas empresas ENGIL y VILLASOL formalizan en escritura 
pública constituyendo Contrato de Asociación Temporal en Participación (en adelante, “LA 
ASOCIACIÓN”) en virtud a haber obtenido la buena pro de la licitación señala conforme la 
resolución directoral N° 229-96-MTC/15.  
 
Tras dos años de operaciones se conciben conflictos internos en las empresas asociadas 
sobre la toma decisiones, y ante las deudas genera por la ASOCIACIÓN, ambas empresas 
deciden celebrar un acuerdo privado a fin de honrar las obligaciones de la ASOCIACIÓN.  
 
EL ACUERDO “CONTRATO ATÍPICO”: 
 
En fecha 23 de marzo de 1998, ENGIL y VILLASOL deciden celebrar un Acuerdo en vista 
que la ASOCIACIÓN sostenía deudas ante el Banco Wiese Ltdo., por un monto de US$ 





En consecuencia, la ASOCIACIÓN tiene una deuda total ascendente a US$ 1’407,233.54 
de dólares americanos, motivo por el cual se establecieron diversas obligaciones y 
reconocimientos entre las partes contractuales a efectos de honrar las deudas que la 
ASOCIACIÓN había generado.  
 
Por ese motivo, se pactó que ENGIL sea responsable de pagar las letras que adeudada la 
ASOCIACIÓN al Banco Wiese Ltdo por US$ 900,000.00 dólares americanos, los mismos 
que posteriormente deberán ser reconocidos por la ASOCIACIÓN a favor de ENGIL, 
conforme al acápite III de la cláusula segunda del Acuerdo, se adjunta cita textual:  
 
“Queda entendido que el pago de las letras a que se ha hecho referencia en la cláusula 
primera acápite I serán de responsabilidad de ENGIL. Asimismo, y en la medida en que 
ENGIL vaya cancelando las letras en su respectivo vencimiento, estos importes deberán 
ser reconocidos por la ASOCIACIÓN en favor de ENGIL.” 
 
En esa línea, también se adoptaron los siguientes términos:  
 
 ENGIL asume la responsabilidad de pagar la deuda que sostiene la ASOCIACIÓN 
frente al Banco Wiese Ltdo por las letras impagas ascendente a un total de US$ 
900,000.00 dólares americanos, importes que deberán ser reconocido por la 
ASOCIACIÓN a favor de ENGIL y pagadas de acuerdo al calendario de pagos 
descrito en el acápite II y III de la cláusula segunda.  
 
 En caso la ASOCIACIÓN no pagara puntual y totalmente los importes previsto del 
calendario de pagos establecido, VILLASOL la sustituirá automáticamente a la 
ASOCIACIÓN para el cumplimiento de dicha obligación frente a ENGIL conforme a 
la cláusula tercera. 
 
 VILLASOL asume las obligaciones y derechos que la ASOCIACIÓN tenga frente a 
ENGIL (deuda por US$ 507,233.45 dólares americanos) y el Banco Wiese Ltdo 
(deuda por US$ 900,000.00 dólares americanos) sumando un total de US$ 
1’407,233.54 de dólares americanos conforme a la cláusula tercera.    
 
 VILLASOL se compromete que la empresa SANTA ERNESTINA otorgará a favor de 
ENGIL un inmueble de su propiedad en hipoteca a fin de garantizar el cumplimiento 
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de las obligaciones de la ASOCIACIÓN frente a ENGIL, conforme a cláusula 
segunda. 
 
 VILLASOL asume en nombre de la ASOCIACIÓN todos los derechos y obligaciones 
que a esta le competan, conforme a cláusula cuarta. 
 
 ENGIL queda liberada de toda obligación frente a VILLASOL y terceros.    
 
 
En consecuencia, en base a los términos pactados, por cuestión de orden se generaron 
dos calendarios de pago: 
 
El primer calendario fijaba que ENGIL tenía que pagar la deuda que la ASOCIACIÓN se 
había generado frente al Banco Wiese Ltdo por US$ 900,000.00 dólares americanos. 
 
El segundo calendario fijaba que la ASOCIACIÓN tenía que pagar a ENGIL la deuda total 
de US$ 1’407,233.54 de dólares americanos,  caso contrario VILLASOL asumiría 
automáticamente la obligación frente a ENGIL, conforme a lo prescrito en la cláusula 
tercera del Acuerdo, se adjunta cita textual:  
 
“En caso de que la ASOCIACIÓN no pagara puntual y totalmente lo importes previstos en 
el calendario de pagos establecido, VILLASOL sustituirá automáticamente a la 
ASOCIACIÓN en el cumplimiento de esta obligación.”  
 
Finalmente, en señal de conformidad ENGIL y VILLASOL suscriben el Acuerdo con 
intervención de la empresa SANTA ERNESTINA a efectos de dar conformidad al futuro 
otorgamiento de garantía hipotecaria a favor de la primera empresa en respaldo de las 
obligaciones de la ASOCIACIÓN y VILLASOL.  
 
CONSTITUCIÓN DE LA HIPOTECA: 
 
En fecha 25 de marzo de 1998, se constituyó la escritura pública de garantía hipotecaria 
en la cual la empresa SANTA ERNESTINA otorga en hipoteca el inmueble de su propiedad 
denominado “Pampas de San Bartolo” inscrita en la Ficha Registral N° 1600124 del 
Registro de Propiedades Inmuebles de Lima hasta por la suma de US$ 1’225,000.00 de 
dólares americanos a favor de ENGIL – SUCURSAL PERU en garantía de las obligaciones 
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que tiene la ASOCIACIÓN frente a dicha empresa por un importe de US$ 1’407,233.54 de 
dólares americanos conforme al Acuerdo suscrito en fecha 23 de marzo de 1998, el mismo 
que es insertado en la escritura pública. El mismo día se inscribe la garantía en la partida 
registral del inmueble.  
 
CONTRATO DE CESIÓN DE CRÉDITOS Y COMUNICACIÓN:  
 
En fecha 22 de julio de 1998, la empresa ENGIL celebra un contrato de cesión de créditos 
a favor de ENGIL III transmitiendo los créditos ascendentes a US$ 1’407,233.54 de dólares 
americanos y garantía real constituida en la Escritura Pública de garantía hipotecaria 
conforme a los artículos 1206°, 1207° y 1211° del Código Civil.    
 
Seguidamente, en fecha 03 de agosto del mismo año, ENGIL ya en calidad de cedente, 
mediante carta notarial pone en conocimiento el contrato de cesión de créditos celebrado 
con su cesionario ENGIL III, a la empresa VILLASOL en calidad de cedida conforme al 
sello de recepción de la carta que versa en autos.    
 
Por esas razones de hechos y derechos, ENGIL III, tras el contrato de cesión de créditos, 
en calidad de nueva acreedora de la obligación crediticia contenida en el título ejecutivo de 
la garantía hipotecaria constituida por la empresa SANTA ERNESTINA en garantía de las 
obligaciones del deudor cedido VILLASOL en virtud haber operado la sustitución 
automática por la ASOCIACIÓN descrito en el acuerdo antes referido, y contando con 
legitimidad para obra para accionar ante la deudora cedida VILLASOL y su garante 
hipotecaria SANTA ERNESTINA, se interponer la demanda de ejecución de garantía sobre 
el inmueble descrito en autos.  
 
MADATO DE EJECUCIÓN: 
 
En fecha 26 de mayo del 2000, el 40° Juzgado Especializado en lo Civil de Lima, mediante 
Res. N° 02 admite la demanda en la vía procedimental de ejecución de garantías a fin que 
la parte ejecutada dentro del tercer día de notificada cumpla con el pago ascendente a US$ 
1’552,587.36 (Un millón quinientos cincuenta y dos mil quinientos ochenta y siete 
con 36/100 Dólares Americanos) bajo apercibimiento de procederse al remate del bien 
inmueble dado en garantía; corriéndose traslado a la ejecutada y al tercero, conforme a los 








En fecha 09 de junio del 2000 - pese a encontrarnos en un proceso de naturaleza ejecutiva 
- la parte ejecutada SANTA ERNESTINA presenta escrito con la sumilla “Apersonamiento 
y otros” en el cual formula contradicción al mandato ejecutivo bajo el supuesto de 
inexigibilidad de la obligación contenido en el contrato de cesión de créditos así como la 
escritura púbica de la garantía hipotecaria materia de ejecución.  
 
Además, propone una “contestación de la demanda”, deduce tres excepciones procesales 
por falta de legitimidad para obrar, oscuridad y ambigüedad en el modo de proponer la 
demanda y falta de agotamiento en la vía administrativa; asimismo, propone cuatro tachas 
contra los medios probatorios de la demanda ejecutiva y por último solicita que se le 
practique al ejecutante dos exhibiciones documentales. 
 
 Al respecto, como cuestión de orden, señalaremos cada medio de defensa planteada por 
la ejecutada.   
 
Primero, con respecto a la sumilla de “contestación”, señala que la ejecutante en su 
demanda se ampara en un supuesto incierto, el cual es la aparente titularidad de créditos 
y garantía real adquiridas a través de un Contrato de Cesión de Créditos de fecha 22 de 
julio de 1998 por parte de la empresa cedente ENGIL, con quien la ejecutada, no ha 
sostenido ninguna vinculación legal ni comerciales, más aún si la hipoteca que es materia 
del presente proceso fue constituida e inscrita en el Registro de Propiedad Inmueble a favor 
de otra persona jurídica ENGIL  – SUCURSAL PERU y no la primera empresa.  
 
Segundo, con relación a la contradicción por la causal de inexigibilidad de la obligación, la 
ejecutada sostiene el mismo argumento antecesor, agregando, que en el supuesto negado 
se haga una interpretación extensiva de la cesión; ésta se regula de acuerdo a su propio 
contrato de cesión de crédito, y como en la cláusula segunda numeral cuarto se establece 
que el pago por la cesión se efectuará en un plazo máximo de 180 días desde su firma, la 
ejecutada arriba a la conclusión que, como el pago no está acreditado puesto que de lo 
contrario la ejecutante lo habría demostrado, se evidencia una simulación de cesión de 




En esa línea, sobre las obligaciones económicas de la ASOCIACIÓN y la propia 
VILLASOL ambas en favor de ENGIL conforme a lo señalado en el Acuerdo de fecha 
23.03.1998 y la escritura pública de constitución de garantía hipotecaria de fecha 
25.03.1998, éstas no podrían operar debido a que sobre la primera se requiere previamente 
su liquidación y sobre la segunda la hipoteca real fue otorgado a otra persona jurídica 
distinta ENGIL – SUCURSAL PERU.  
  
Tercero, con referencia a las excepciones procesales reguladas en el art. 446° del Código 
Procesal Civil, la demandada deduce la falta de legitimidad para obrar del demandante, en 
virtud a que las partes materiales de la relación jurídica sustantiva sobre los derechos de 
créditos y garantías -contenidos en el Acuerdo de fecha 23.03.1998 y la Escritura Pública 
de Garantía Hipotecaria de fecha 25.03.1998 no son las mismas partes de la relación 
jurídica procesal. 
 
Igualmente, deduce oscuridad o ambigüedad en el modo de proponer la demanda en razón 
a que se sustenta en supuestos no acreditados y genera confusión; y finalmente, deduce 
la falta de agotamiento en la vía administrativa debido a que los supuestos contenido tanto 
en el Acuerdo de fecha 23.03.1998 y la escritura pública de la hipoteca de fecha 25.03.1998 
no han sido resueltos y devienen de una Asociación en Participación Temporal y como tal 
previamente debe liquidarse, además de señalar que la cesión conlleva intrínsecamente 
una cesión de posición contractual.  
 
Cuarto, sobre la formulación de las tachas y exhibiciones documentales, las primeras no 
fueron acompañadas con medios probatorios y las segundas no guardan relación con el 
objeto del proceso.  
 
OBSERVACIÓN DEL DEUDOR PRINCIPAL:  
 
En la misma fecha, 09 de junio del 2000, la empresa VILLASOL, deudor principal, formula 
observación a la demanda cuestionando que ha sido notificada con la demanda sin ninguna 
razón, y más aún, que en la cédula se le consigna como codemandado advirtiendo una 
futura presunta nulidad procesal conforme al art. 171° del C.P.C. En esa línea, también 
señala que si bien ha tomado conocimiento de la cesión de créditos a favor de la ejecutante, 
le es del todo irrelevante porque el remitente no consigna dirección en Perú.  
 
Asimismo, haciendo referencia al Acuerdo de fecha 23.03.1998, señala que ENGIL acordó 
8 
 
que pagaría las deudas que tenía la ASOCIACIÓN frente al Banco Wiese. Ltdo, hecho que 
la ejecutante no ha acreditado. También señala que no se ha demostrado que la 
ASOCIACIÓN haya incumplido sus obligaciones ante ENGIL, por ende, no se puede hacer 
valer la sustitución de VILLASOL por la ASOCIACIÓN como estable el Acuerdo.  
 
Por último, menciona que su representada se encuentra en estado de insolvencia conforme 
a la res. N° 1829-1999/CRP-ODI de la Comisión de Reestructuración Patrimonial de 
INDECOPI, por ende, no se podrán interponer medidas cautelares en base a los artículos 
16° y 17° del Decreto Legislativo N° 845 Ley de Reestructuración Patrimonial.  
 
En fecha 13 de junio del 2000, el Juzgado mediante res. N° 04 admite el escrito de la 
ejecutada sobre su contestación, contradicción, excepciones procesales, tachas y 
exhibiciones formuladas; así como el escrito de observación del tercero quien es el deudor 
principal, corriéndose traslado de los mismos al ejecutante en el término de Ley. 
 
3 CONCORDANCIAS Y CONTRACCIONES ENTRE LOS HECHOS 




De acuerdo a los escritos procesales, la ejecutante y ejecutada y el tercero, concuerdan en 
la existencia de los siguientes documentos:  
 
1. Contrato Privado de Asociación Temporal en Participación celebrado entre ENGIL 
y VILLASOL suscrito en fecha 23 de julio de 1996.  
 
2. Acuerdo privado entre ENGIL y VILLASOL con participación de la ejecutada 
SANTA ERNESTINA suscrito en fecha 23 de marzo de 1998. 
 
3. Escritura Pública de Garantía Hipotecaria que otorgó la ejecutada SANTA 
ERNESTINA a favor de ENGIL SUCURSAL PERU en respaldo de las obligaciones de la 
ASOCIACIÓN por un importe de US$ 1´407,233.54 Dólares americanos conforme al 
Acuerdo privado. El monto de gravamen de la hipoteca es hasta por la suma de US$ 
1’225,000.00 dólares americanos suscrito el 25 de marzo de 1998.  
 
4. Certificado de gravamen de hipoteca hasta por la suma de US$ 1’225,000.00 
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Dólares americanos inscrito en la Ficha Registral N° 1600124 de la Oficina Registral de 
Inmuebles de Lima.  
 
5. Carta notarial que ENGIL comunicó a VILLASOL sobre el contrato de cesión de 
créditos que celebró a favor de ENGIL III la misma que transmitió los créditos ascendentes 
a US$ 1´407,233.45 dólares americanos y garantía real constituida por SANTA 




1. La ejecutante ENGIL III fundamenta su legítimo derecho de acreencia y legitimidad 
activa en el proceso, en virtud del Contrato de Cesión de Créditos celebrado con la empresa 
cedente ENGIL en el cual se transmitieron créditos ascendentes a US$ 1´407,233.45 
dólares americanos los mismos que estaban respaldados con una garantía hipotecaria 
constituida por SANTA ERNESTINA, la cual es materia de ejecución; todo ello, conforme 
con los conforme a los artículos 1206°, 1207° 1211°, 1215°, 1097°, 1107° del Código Civil 
y 720° del Código Procesal Civil.  
 
2. Por el contrario, la ejecutada SANTA ERNESTINA fundamenta su contradicción en 
la causal de inexigibilidad de la obligación que ampara el artículo 722° el C.P.C, señalando 
que no mantiene ningún vínculo legal o comercial con la empresa ejecutante ENGIL III ni 
con la empresa cedente ENGIL, del referido contrato de cesión, toda vez que la hipoteca 
que constituyó para garantizar las obligaciones de la deudora principal VILLASOL fue 
otorgada a favor de la empresa ENGIL SUCURSAL PERÚ conforme está inscrito en el 
Registro de Predios, más no a ENGIL o ENGIL III. Asimismo, señala que el referido 
contrato de cesión de créditos celebrado entre terceros está sujeto a condición que sería 
el pago de dicha adquisición en un plazo máximo de 180 días, por consiguiente, dicha 
cumplimiento de pago no se habría efectuado, puesto que si fuese así, el ejecutante ENGIL 
III lo habría acreditado, por ende, se evidenciaría una simulación de cesión de posición 
contractual.  
 
4 SINTESIS PROCESAL: ABOLUCIÓN DE CONTRADICCIÓN Y 
 OBSERVACIÓN    
 
 
LA EJECUTANTE ENGILL III ABSOLUCIÓN A LA CONTRADICCIÓN DE SANTA 
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ERNESTINA Y OPOSICIÓN A LA OBSERVACIÓN DEL DEUDOR PRINCIPAL VILLASOL: 
 
En fecha 27 de junio de 2000, la ejecutante absuelve el traslado conferido y formula 
oposición a las dos exhibiciones documentales que solicitó la ejecutada SANTA 
ERNESTINA debido al incumplimiento de los requisitos del artículo 260° del C.P.C.  
Posteriormente, el Juzgado Civil mediante Res. N° 07 de fecha 27 de junio del 2000, 
resuelve tener por absueltos los escritos conferidos y se corre traslado a la ejecutada sobre 
la oposición a la exhibición documental.   
 
LA EJECUTADA SANTA ERNESTINA: ABSUELVE LA OPOSICIÓN DE EXHIBICIÓN 
DOCUMENTAL DEL ENGIL III:  
 
En fecha 11 de julio del 2000, la ejecutada solo reitera su solicitud al juzgado. Por último, 
el Juzgado mediante res. N° 08 de fecha 12 de julio del 2000, resuelve tener por absuelto 
los traslados conferidos, dejando lo autos en despacho para resolver.  
 
5 ÓRGANOS JURISDICCONALES 
 
5.1 PRIMERA INSTANCIA: AUTO DEFINITIVO DEL 40° JUZGADO CIVIL DE LA  
CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 
 
Que, mediante Resolución N° 09 en fecha 18 de julio del 2000, el 40° Juzgado 
Especializado en lo Civil de la Corte Superior de Lima emite Auto Definitivo ordenando el 
remate del inmueble conforme el artículo 723° del C.P.C., mencionando que fluye una 
obligación cierta, expresa, exigible y líquida; declarando, fundada las oposiciones del 
ejecutante e infundadas la contradicción, excepciones, tachas y exhibiciones de la 
ejecutada SANTA ERNESTINA e infundada la defensa del obligado principal VILLASOL 
por los siguientes fundamentos:  
 
En principio sobre las excepciones deducidas por oscuridad y ambigüedad en el modo de 
proponer la demanda, falta de legitimidad para obrar y falta de agotamiento de la vía 
administrativa, son declaradas infundadas en virtud a que existe una relación jurídica 
procesal válida de la ejecutante ENGIL III.  
 
Con respecto a las cuatros tachas planteadas sobre la liquidación de saldo deudor, 
tasación comercial, contrato de cesión de créditos y carta notarial, el Juzgado señala que 
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en sede judicial no basta con solo invocar o presumir la falsedad de los documentos sino 
se debe probar conforme refieren los artículos 242°, 243° y 301° del C.P.C. en 
consecuencia, se declaran infundadas.  
 
Ahora, sobre la contradicción formulada por la causal de inexigibilidad de la obligación en 
virtud al contrato de cesión de créditos: el A quo señala, que el hecho que la cesión de 
créditos fue a título oneroso y se debía efectuar el pago en un plazo de 180 días, tal 
situación no hace inexigible la obligación del deudor cedido, pues contractualmente la 
cesión de produjo por el solo consentimiento de las partes, no habiéndose acredita la 
eventual falta de pago de la cesionario ENGIL III a la cedente ENGIL, razón para alegar en 
inexigible la obligación a cargo del cedido VILLASOL. Si se alega una simulación del 
contrato de cesión de crédito, no solo debe alegarse sino probarse.  
 
Por otro lado, sobre los términos arribados señalados en el Acuerdo celebrado entre ENGIL 
y VILLASOL, se estableció que en caso la ASOCIACIÓN no pagara puntual y totalmente 
los importes descritos en el calendario de pagos a favor de ENGIL que ascendían a un total 
de US$ 1´407,233.54 dólares americanos, VILLASOL sustituirá automáticamente a la 
ASOCIACIÓN para el cumplimiento de dicha obligación frente a ENGIL conforme se 
establece expresamente en la cláusula tercera del mencionado Acuerdo privado.  
 
Por ende, no corresponde al ejecutante ENGIL III probar el incumplimiento de la obligación 
de pago de la ASOCIACIÓN o VILLASOL ya sea ante ella misma o el acreedor originario 
ENGIL, como argumenta la ejecutada SANTA ERNESTINA, ello en estricta aplicación de 
la carga de la prueba conforme el artículo 196° del C.P.C. Por el contrario, se aprecia que 
ni la ejecutada SANTA ERNESTINA ni la deudora principal VILLASOL citada con la 
demanda han negado la existencia de la garantía y del crédito que sustenta la ejecución. 
 
Finalmente, sobre el argumento de la ejecutada que el acreedor hipotecario es la empresa 
ENGIL SUCURSAL PERU y no ENGIL, acreedor originario, el Aquo señala que en nuestra 
legislación, las sucursales carecen de personería jurídica independiente de su principal 
conforme se establece en el art. 396° de la Ley General de Sociedad Ley N° 26887, por 




En vista a los fundamentos que son desarrollados extensamente por el A quo en el auto 
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definitivo, el cual se decidió llevar adelante la ejecución del inmueble dado en garantía, 
considero que algunos fundamentos son acertados y otros errados.  
 
En principio, el presente caso judicial no es un proceso de cognición plenario sino un 
proceso de ejecución en donde la naturaleza jurídica y su finalidad son ampliamente 
distintas, no obstante, el A quo ha considerado determinas situaciones que no son propias 
del proceso de ejecución el cual explicamos en líneas seguidas.  
 
En el proceso de cognición, se discute y se juzga la controversia de las partes en base a 
la razón o la falta de ella a fin de buscar el reconocimiento, declaración o constitución de 
un derecho. En cambio, en el proceso ejecutivo se parte previamente ante la existencia de 
un derecho reconocido en un título ejecutivo, previsto como tal por la Ley o la autoridad 
judicial, buscando así que el órgano jurisdiccional ordene la ejecución de ese título.     
 
En autos se observa que el A quo admitió al proceso que la ejecutada SANTA ERNESTINA 
presentara “contestación de la demanda” pronunciándose sobre hechos de la misma y 
formulando contradicción por la causal de inexigibilidad de obligación, deducir tres 
excepciones por oscuridad y ambigüedad en el modo de proponer la demanda, falta de 
legitimidad para obrar y falta de agotamiento en la vía administrativa, además de proponer 
cuatro tachas y la exhibición de dos documentales a la ejecutante.  
 
Al respecto, consideramos que el Código Procesal Civil es bastante claro y establece que 
en los procesos de ejecución, la defensa que puede proponer la parte ejecutada es formular 
contradicción conforme a los artículos 690°-D y 722° del C.P.C, el cual opera bajo 
determinadas causales que están expresas taxativamente en la norma adjetiva, e 
igualmente, sólo se podrán admitir determinadas pruebas según la naturaleza jurídica del 
título judicial o extrajudicial.  
 
En ese orden ideas, se recuerda que las normas del Código Procesal Civil por regla general 
son de carácter imperativas así como su formalidad salvo excepciones que no se dan en 
materia ejecutiva , conforme se expresa el artículo IX del Título Preliminar del Código en 
mención que regula el principio de vinculación y formalidad procesal.   
 
Por esas razones, consideramos que se debió rechazar liminarmente el escrito en cuanto 
a la “contestación de la demanda” presentada por SANTA ERNESTINA, en vista a la 
contravención de las normas señaladas así como una afectación del debido proceso. Más 
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aún si en esa época, la propia legislación procesal así lo disponía conforme se advierte en 
el artículo 722° del C.P.C.:  
 
“El ejecutado en el mismo plazo que tiene para pagar, puede contradecir alegando 
solamente la nulidad formal del título, inexigibilidad de la obligación o que la misma ya ha 
sido pagada o ha quedado extinguida de otro modo, o que se encuentra prescrita. La 
contradicción que se sustente en otras causales será rechazada liminarmente por el Juez, 
siendo esta decisión apelable sin efecto suspensivo. (…)” 
 
Por otro lado, considero acertada la fundamentación con respecto a establecer la existencia 
de una obligación determinada que es cierta, expresa, exigible que fluye del título ejecutivo 
de constitución de la garantía hipotecaria en concordancia con el Acuerdo privado 
celebrado entre ENGIL y VILLASOL con intervención de la ejecutada SANTA 
ERNESTINA, así como el contrato de cesión de créditos entre ENGIL y ENGIL III.  
 
Por último, sobre la simulación de contratos que busquen cuestionar la validez o eficacia 
del acto referentes a la obligación exigida, deben ser materia de discusión y análisis en un 
proceso de cognición plenaria y no dentro del proceso ejecutivo. Así lo ha dispuesto la 
Corte Suprema en la Casación N° 2232-2011-Lima en su considerando décimo cuarto.  
 
RECURSO DE APELACIÓN DE LA PARTE EJECUTADA 
 
En fecha 07 de agosto del 2000, la ejecutada recurre en apelación contra el auto definitivo 
sustentando su recurso impugnatorio en los siguientes fundamentos de hecho y derecho:  
 
La recurrente indica que la decisión del señor Juez deviene en error al calificar y valorar el 
contrato de cesión de créditos presentado por la ejecutante como uno propio de cesión de 
derechos cuando en realidad se trataría de una simulación y éste contrato sería uno de 
cesión de posición contractual; por ende, no se ha cumplido lo dispuesto en el artículo 
1439° del Código Civil al señalar que las garantías constituidas por terceras personas que 
se pretendan transmitir en un contrato de cesión de posición contractual no pasan al 
cesionario si la previa autorización del tercero.  
 
Asimismo, la recurrente en forma sucinta señala que el A quo parte de un supuesto incierto, 
en razón a que las obligaciones que se garantizan en el contrato de hipoteca están sujetas 
a condición. Tal condición es el incumplimiento de pago de VILLASOL y previamente el 
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incumplimiento de pago de la ASOCIACIÓN al calendario de pagos fijado a favor de ENGIL 
descrito en la segunda cláusula del Acuerdo.  
 
Es decir, sólo ante el incumplimiento de la ASOCIACIÓN frente al calendario de pagos a 
favor de ENGIL, operaría la sustitución automática de VILLASOL conforme se pactó en la 
cláusula tercera del Acuerdo, por ende, mal hace el juzgador al calificar a VILLASOL como 
titular deudor de la obligación garantizada.  
 
Además, la recurrente advierte que el Juzgador no ha considerado que según la cláusula 
primera del Acuerdo, se reconoció que la ASOCIACIÓN adeudaba al Banco Wiese. Ltdo 
la suma total de US$ 900,000.00 dólares americanos, la misma que en el acápite tercero 
de la cláusula segunda, la empresa ENGIL asumía la responsabilidad del pago a la entidad 
financiera, cumplimiento de obligación que no ha sido demostrada por la ejecutante ENGIL 




Como sabemos toda persona tiene derecho a interponer los recursos previstos en nuestro 
sistema impugnatorio en virtud del principio de pluralidad de instancias regulada en el inciso 
5 del artículo 139° de nuestra Constitución. Ahora, si bien la apelación no es el recurso 
más formal, ello no es óbice para que se cumplan los presupuestos mínimos conforme al 
art. 366° del C.P.C., es decir, identificar el error de hecho o de derecho, fundamentar los 
agravios y sustentar la pretensión impugnatoria.  
 
En ese sentido, el recurso no señala cuál es la pretensión impugnatoria en materia, es 
decir, cuál es su finalidad del recurso contra la resolución impugnada, que se anule, que 
se revoque y hasta qué punto total o parcialmente, además, de incurrir en argumentos laxos 
y excesivamente redundantes con los señalados en su contradicción. Situación que frisa 
con la temeridad o mala fe que regula el artículo 112° del C.P.C.   
 
No obstante de las formalidades, jurídicamente el recurso se sostiene nuevamente en la 
inexigibilidad de la obligación sobre el contrato de cesión de créditos aduciendo una 
simulación del mismo. Asimismo, se fundamenta en las obligaciones pactadas en 
documento Acuerdo celebrado entre ENGIL y VILLASOL. Intrínsecamente busca que 
prevalezcan tales condiciones contractuales con el propósito de desacreditar la exigibilidad 




A nuestro juicio, tal documento denominado “Acuerdo” está estructurado contractualmente 
para el incumplimiento de sus obligaciones. Es decir, los principios de libertad contractual, 
auto regulación del contrato y propiamente su obligatoriedad utilizados subalternamente 
con un propósito de evitar el cumplimiento de obligaciones tanto de VILLASOL como 
SANTA ERNESTINA. 
 
Por último, la apelante SANTA ERNESTINA increíblemente en el único otrosí del recurso 
señala e informa que de acuerdo a la Resolución INDECOPI N° 1829-1999/CRP-ODI se 
ha declarado a la obligada principal VILLASOL su estado de insolvencia, razón por la cual, 
no podrá ser afectada con medida cautelar o medida de ejecución alguna que afecte y/o 
disponga de bienes y derechos u obligaciones de la empresa conforme se dispone en los 
artículos 16° y 17° del D.L. N° 945 Ley de Reestructuración Patrimonial.  
 
Esto responde a que tanto la empresa SANTA ERNESTINA como VILLASOL pertenecen 
al mismo empresario el señor Carlos Muncher Puppo quien firma en todos los documentos 
celebrados por las citadas empresas.   
 
Finalmente, el Juzgado a través de res. N° 10 de fecha 10 de agosto del 2000, concede el 
recurso de apelación con efecto suspensivo elevándose los actuados a la Sala Superior.  
 
5.2 SEGUNDA INSTANCIA: AUTO DE VISTA DE LA SALA CIVIL CORPORATIVA  
PARA PROCESOS EJECUTIVOS Y CAUTELARES DE LA CORTE SUPERIOR 
DE JUSTICIA DE LIMA 
 
Que, mediante Resolución N° 03 en fecha 06 de octubre del 2000, la Sala Civil Corporativa 
para Procesos Ejecutivos y Cautelares de la Corte Superior de Lima, emite el auto de vista 
confirmando el Auto Definitivo de fecha 18 de julio del 2000 que declaró fundadas las 
oposiciones de la ejecutante e infundadas la contradicción, excepciones y tachas 
planteadas por la ejecutada; en consecuencia, ordena se proceda al remate del inmueble 
dado en garantía en virtud a los siguientes fundamentos: 
 
Primero, señala que conforme al Acuerdo de fecha 23 de marzo de 1998 celebrado entre 
ENGIL y VILLASOL, se advierte que en él se reconoce que la ASOCIACIÓN mantenía 
una deuda frente al Banco Wiese. Ltdo por un monto de US$ 900,000.00 y frente a la 
empresa ENGIL un monto de US$ 507,233.54, sumando un deuda total de US$ 




Por esa razón, en la cláusula segunda del Acuerdo, VILLASOL se compromete a constituir 
una hipoteca a favor de ENGIL a fin de respaldar dichas obligaciones de la ASOCIACIÓN, 
en vista a que ENGIL se compromete a pagar la deuda que sostenía la ASOCIACIÓN 
frente al banco por US$ 900,000.00 dólares americanos. 
   
Segundo, que dicha hipoteca se materializó en la escritura pública de fecha 25 de marzo 
de 1998 y la cual fue constituida por la ejecutada SANTA ERNESTINA, sobre un inmueble 
de su propiedad “Pampas de San Bartolo” con una extensión de 87.50 hectáreas, otorgado 
a favor de ENGIL con la finalidad de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de la 
ASOCIACIÓN y VILLASOL por un importe total ascendente a US$ 1’407,233.54 dólares 
americanos.   
Tercero, que el contrato de cesión de créditos entre ENGIL y la ejecutante ENGIL III ha 
sido puesto en conocimiento de la obligada principal VILLASOL a través de carta notarial 
de fecha 03 de agosto de 1998. Cuarto, no se ha acreditado en autos que la ASOCIACIÓN 
o VILLASOL hayan pagado al acreedor originario ENGIL o al ejecutante ENGIL III las 
obligaciones descritas, por lo cual, la ejecución de la garantía hipotecaria es exigible y 





Al respecto, comparto la decisión del órgano superior, puesto que determinar dos 
situaciones jurídicas trascendentes; la primera que la ejecución de garantía es exigible en 
vista que la ejecutante ha cumplido con todos los requisitos y formalidades previstas en el 
art. 720° del C.P.C. La segunda, que la obligación contenida en el título ejecutivo es cierta, 
expresa, exigible conforme lo establecido en el art. 689° del CP.C.   
 
Asimismo, concuerdo con la Sala al señalar que la celebración del contrato de créditos 
entre ENGIL y ENGIL III que transmitió los créditos ascendentes a US$ 1’407,233.54 
dólares americanos y la hipoteca en materia, han sido puesto en conocimiento del obligado 
VILLASOL. De esa manera, se cumple lo dispuesto por el art. 1215° del Código Civil para 
que cesión produzca efectos contra el deudor VILLASOL. 
 
Por otro lado, es oportuno señalar que posterior a la vista de la causa, la ejecutante ENGIL 
III presentó un informe acreditando los pagos periódicos que en su momento realizó el 
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acreedor originario ENGIL por US$ 900,000.00 dólares americanos a favor del Banco 
Wiese. Ltdo por la deuda que sostenía la ASOCIACIÓN con la entidad financiera, 
acreditando su actuar de buena fe y el fiel cumplimiento de su responsabilidad que asumió 
conforme al acápite tercero de la cláusula segunda del Acuerdo.  
 
La ejecutante ENGIL III adjuntó los comprobantes de pago que realizó ENGIL a través de 
cinco emisiones de Swift por el Banco Comercial Portugués a favor del Banco Wiese Ltdo 
por un monto total de US$ 900.000.00 dólares americanos; conforme se acredita en los 





RECURSO DE CASACIÓN DE LA PARTE EJECUTADA 
 
En fecha 09 de noviembre del 2000, la parte ejecutada presenta el recurso de Casación 
ante la Presidencia de la Segunda Sala Civil Corporativa para Procesos Ejecutivos y 
Cautelares de la Corte Superior de Justicia de Lima, señalando la inaplicación del artículo 
1107° que regula la cobertura de la hipoteca y el artículo 1215° que regula el momento 
desde que se surte efecto la cesión de derechos, ambas normas sustantivas del Código 
Civil. Además,  
 
La primera norma inaplicada se da en vista a que, en el negado caso que hubiera procedido 
el mandato ejecutivo, éste tiene como orden de pago la suma de US$ 1’552,587.36 de 
dólares americanos, cuando el gravamen de la hipoteca es solo por US$ 1’225,000.00 de 
dólares americanos, en consecuencia, únicamente se hubiera podido ordenar el pago 
hasta por el importe constituido en la hipoteca, como se dispone en el artículo 1107° del 
C.C.   
 
La segunda norma inaplicada, se da en virtud a que el contrato de cesión de créditos 
celebrada entre ENGIL y la ejecutante ENGIL III aún no ha llegado a operar, toda vez que, 
la ejecutada SANTA ERNESTINA en su calidad de deudora cedida nunca ha sido 
comunicada en ninguna forma con la celebración del mencionado contrato de cesión de 
créditos y menos la ha aceptado, como se dispone en el artículo 1215° del C.C. Por otro 





- Art. 7° del Título Preliminar del C.C. 
- Art. 3°, 7° y 9° del Título Preliminar y art. 50°, 689° y 699° del C.P.C.  
- Art. 184° de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  
 
En fecha 09 de noviembre de 2000, mediante Resolución N° 05 la Segunda Sala Civil 
Corporativa para Procesos Ejecutivos y Cautelares de la Corte Superior de Justicia de 
Lima, concede el recurso de casación conforme los artículos 387° y 390° del C.P.C. 
ordenando se eleven los autos a la Corte Suprema.  
 
En fecha 07 de febrero de 2000, mediante Resolución S/N la Sala Civil Permanente de la 
Corte Suprema de Justicia emite auto de calificación declarando PROCEDENTE el recurso 
de casación sólo por la causal de inaplicación al artículo 1215° del Código Civil.   
 
 
5.3 SENTENCIA CASATORIA N° 3375-2000 DE LA SALA CIVIL PERMANENTE DE  
LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
 
En fecha 21 de setiembre de 2001, la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 
Justicia de la República declara FUNDADA EL RECURSO DE CASACIÓN interpuesto por 
la ejecutada SANTA ERNESTINA. En consecuencia, CASARON la resolución de Auto de 
Vista de la Segunda Sala Civil y actuando como órgano de instancia revocaron el Auto 
Definitivo apelado y REFORMÁNDOLO declararon fundada la contradicción de la 




Que, en la resolución de vista el Colegiado consigna que mediante carta notarial se ha 
notificado al obligado VILLLASOL comunicándole la cesión de créditos en que funda su 
demanda la ejecutante ENGIL III, no se ha incluido en tal carta a SANTA ERNESTINA 
para que la cesión pueda operar en contra de ella.  Que, el artículo 1215° del Código Civil, 
señala que “La cesión produce efecto contra el deudor cedido desde que éste la acepta o 




Que, verificándose en el presente caso que la ejecutada SANTA ERNESTINA no ha 
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tomado noticia de la cesión de las deudas de la ASOCIACIÓN por “VILLA SOL 
SOCIEDAD ANÓNIMA SUCURSAL DEL PERÚ” a favor de la demandante, por lo que mal 
puede exigirse el cumplimiento de la obligación. Por consiguiente, en el presente caso, se 




Primero, se observa un severo error material ortográfico al referirse al obligado principal 
VILLASOL el cual no ha sido corregido, generando poca claridad en su decisión jurídica.  
 
Segundo, se observa una escueta fundamentación de sólo dos párrafos en la decisión 
judicial sin desarrollar con amplitud su posición fáctica jurídica en vista a la interpretación 
que realiza sobre el artículo 1215° del Código Civil al considerar a SANTA ERNESTINA, 
garante hipotecaria, como deudor cedido, infringiendo así su deber constitucional de 





A) Problema Principal: 
 
La interpretación que asume la Corte Suprema sobre el artículo 1215° del Código Civil que 
regula el momento desde que surte efectos la cesión, al asumir que la ejecutada SANTA 
ERNESTINA, quien es un garante hipotecario distinto al deudor, también se le debe aplicar 
los supuestos de dicha norma sustantiva, toda vez que, por ese motivo casaron el auto de 
vista y actuando en sede de instancia reformaron el auto apelado declarando fundada la 
contradicción.   
 
B) Problema Secundario: 
 
Se observan también tres problemas relevantes al caso en concreto. Primero, respecto a 
la desnaturalización del proceso de ejecución. Segundo, sobre la determinación y 
valoración del estado de cuenta de saldo deudor presentada en la demanda. Tercero, en 





7 ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL  
CASO 
 






Artículo 1097° Noción de Hipoteca 
Por la hipoteca se afecta un inmueble en garantía del cumplimiento de cualquier obligación, 
propia o de un tercero. La garantía no determina la desposesión y otorga al acreedor los 
derechos de persecución, preferencia y venta judicial del bien hipotecado. 
 
Artículo 1098° Formalidad de la Hipoteca 
La hipoteca se constituye por escritura pública, salvo disposición diferente de la ley. 
 
Artículo 1206° Cesión de Derechos 
La cesión es el acto de disposición en virtud del cual el cedente trasmite al cesionario el 
derecho a exigir la prestación a cargo de su deudor, que se ha obligado a transferir por un 
título distinto. 
 
Artículo 1207° Forma de la Cesión 
La cesión debe constar por escrito, bajo sanción de nulidad. Cuando el acto o contrato que 
constituye el título de la transferencia del derecho conste por escrito, este documento sirve 
de constancia de la cesión. 
 
Artículo 1211° Ámbito de la Cesión 
La cesión de derechos comprende la trasmisión al cesionario de los privilegios, las 
garantías reales y personales, así como los accesorios del derecho trasmitido, salvo pacto 
en contrario. 
 
Artículo 1219° Acciones del acreedor como efecto de las obligaciones 
Es efecto de las obligaciones autorizar al acreedor para lo siguiente: 





CODIGO PROCESAL CIVIL 
 
Artículo 720° Ejecución de Garantías – Procedencia 
 
1. Procede la ejecución de garantías reales, siempre que su constitución cumpla con 
las formalidades que la ley prescribe y la obligación garantizada se encuentre contenida en 
el mismo documento o en cualquier otro título ejecutivo. 
2. El ejecutante anexará a su demanda el documento que contiene la garantía, y el 
estado de cuenta del saldo deudor. 
3. Si el bien fuere inmueble, debe presentarse documento que contenga tasación 
comercial actualizada realizada por dos ingenieros y/o arquitectos colegiados, según 
corresponda, con sus firmas legalizadas. 
4. No será necesaria la presentación de nueva tasación si las partes han convenido el 
valor actualizado de la misma. 
5. Tratándose de bien registrado se anexará el respectivo certificado de gravamen. 
 
La resolución que declara inadmisible o improcedente la demanda es apelable con efecto 
suspensivo y sólo se notificará al ejecutado cuando quede consentida o ejecutoriada. En 
el mandato ejecutivo debe notificarse al deudor, al garante y al poseedor del bien en caso 
de ser personas distintas al deudor. 
 
 
Artículo 721° Mandato Ejecutivo 
Admitida la demanda, se notificará el mandato de ejecución al ejecutado, ordenando que 
pague la deuda dentro de tres días, bajo apercibimiento de procederse al remate del bien 
dado en garantía. 
 
Artículo 723° Orden de Remate 
Transcurrido el plazo sin haberse pagado la obligación o declarada infundada la 










Artículo 1220° Noción de Pago 
 Se entiende efectuado el pago sólo cuando se ha ejecutado íntegramente la prestación. 
 
Artículo 1229° Prueba de Pago 
La prueba del pago incumbe a quien pretende haberlo efectuado. 
 
Artículo 1439° Garantías de tercero en Contrato de Cesión 
Las garantías constituidas por terceras personas no pasan al cesionario sin la autorización 
expresa de aquéllas. 
 
Artículo 1529° Contrato nominado de Compraventa 
Por la compraventa el vendedor se obliga a transferir la propiedad de un bien al comprador 
y éste a pagar su precio en dinero. 
 
 
CODIGO PROCESAL CIVIL 
 
Artículo 722° Contradicción (*) 
El ejecutado, en el mismo plazo que tiene para pagar, puede contradecir alegando 
solamente la nulidad formal del título, inexigibilidad de la obligación o que la misma ya ha 
sido pagada o ha quedado extinguida de otro modo, o que se encuentra prescrita. 
 
La contradicción que se sustente en otras causales será rechazada liminarmente por el 
Juez, siendo esta decisión apelable sin efecto suspensivo. Para la contradicción sólo es 
admisible la prueba de documentos. Previo traslado por tres días y, con contestación o sin 
ella, se resolverá ordenando el remate o declarando fundada la contradicción. El auto que 
resuelve la contradicción es apelable con efecto suspensivo. 
 
Artículo 446° Excepciones 
El demandado solo puede proponer las siguientes excepciones: 
 
- Oscuridad o ambigüedad en el modo de proponer la demanda. 
- Falta de legitimidad para obrar del demandante 




Artículo 300° Cuestiones Probatorios – Tachas 
Se puede interponer tacha contra los testigos y documentos. Asimismo, se puede formular 
oposición a la actuación de una declaración de parte, a una exhibición, a una pericia o a 




3. ABSOLUCIÓN DE LA CONTRADICCIÓN 
 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
 
Artículo 701° Contradicción (*)  
Si hay contradicción se concede traslado al ejecutante, quien deberá absolverla dentro de 
tres días proponiendo los medios probatorios respectivos. El Juez citará a audiencia para 
dentro de diez días de realizada la absolución o sin ella, la que se sujetará a lo dispuesto 
en el Artículo 555, en lo que fuese aplicable. 
 
Artículo 720° Procedencia Ejecución de Garantía - Liquidación 
 
El ejecutante anexará a su demanda el documento que contiene la garantía y el estado de 




Artículo 1229° Prueba del Pago 
La prueba del pago incumbe a quien pretende haberlo efectuado. 
 
Artículo 1211° Ámbito de la Cesión 
La cesión de derechos comprende la trasmisión al cesionario de los privilegios, las 
garantías reales y personales, así como los accesorios del derecho trasmitido, salvo pacto 
en contrario. 
 
Artículo 1439° Ineficacia de estipulaciones 
Las garantías constituidas por terceras personas no pasan al cesionario sin la autorización 




LEY GENERAL DE SOCIEDADES N° 26887 
 
Artículo 396° Sucursal 
Es sucursal todo establecimiento secundario a través del cual una sociedad desarrolla, en 
lugar distinto a su domicilio, determinadas actividades comprendidas dentro de su objeto 
social. La sucursal carece de personería jurídica independiente de su principal (…). 
 
Artículo 397° Responsabilidad de la Principal 




4. AUTO DEFINITIVO DE PRIMERA INSTANCIA POR 40° JUZGADO  
ESPECIALIZADO EN LO CIVIL DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE 
LIMA 
 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
 
Artículo 722° Contradicción 
El ejecutado, en el mismo plazo que tiene para pagar, puede contradecir alegando 
solamente la nulidad formal del título, inexigibilidad de la obligación o que la misma ya ha 
sido pagada o ha quedado extinguida de otro modo, o que se encuentra prescrita. La 
contradicción que se sustente en otras causales será rechazada liminarmente por el Juez, 
siendo esta decisión apelable sin efecto suspensivo. 
 
Para la contradicción sólo es admisible la prueba de documentos. Previo traslado por tres 
días y, con contestación o sin ella, se resolverá ordenando el remate o declarando fundada 
la contradicción. El auto que resuelve la contradicción es apelable con efecto suspensivo. 
 
Art. 724° Saldo Deudor 
Si después del remate del bien dado en garantía, hubiera saldo deudor, éste será exigible 
mediante proceso ejecutivo.  
 
Artículo 196° Carga de la Prueba 
Salvo disposición legal diferente, la carga de probar corresponde a quien afirma hechos 




Artículo 242° Ineficacia por falsedad de documento 
Si se declara fundada la tacha de un documento por haberse probado su falsedad, no 
tendrá eficacia probatoria. Si en proceso penal se establece la falsedad de un documento, 
éste carece de eficacia probatoria en cualquier proceso civil. 
 
Artículo 243° Ineficacia por Nulidad de Documento  
Cuando en un documento resulte manifiesta la ausencia de una formalidad esencial que la 
ley prescribe bajo sanción de nulidad, aquel carece de eficacia probatoria. Esta declaración 
de ineficacia podrá ser de oficio o como consecuencia de una tacha fundada. 
 
 
5. AUTO DE VISTA DE SEGUNDA INSTANCIA POR LA SALA CIVIL  
CORPORATIVA PARA PROCESOS EJECUTIVOS Y CAUTELARES DE LA 
CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 
 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
Artículo 689° Requisitos Comunes para ejecución 
 
Procede la ejecución cuando la obligación contenida en el título es cierta, expresa y 
exigible. Cuando la obligación es de dar suma de dinero, debe ser, además, líquida o 
liquidable mediante operación aritmética. 
 
Artículo 720° Procedencia de Ejecución de Garantías 
El ejecutante anexará a su demanda el documento que contiene la garantía y el estado de 
cuenta del saldo deudor. Si el bien fuere inmueble, debe presentarse documento que 
contenga tasación comercial actualizada realizada por dos ingenieros y/o arquitectos 
colegiados, según corresponda, con sus firmas legalizadas. Si el bien fuere mueble, debe 
presentarse similar documento de tasación, la que, atendiendo a la naturaleza del bien, 
debe ser efectuada por dos peritos especializados, con sus firmas legalizadas. 
 
No será necesaria la presentación de nueva tasación si las partes han convenido el valor 






6. RESOLUCIÓN CASATORIA DE LA SALA CIVIL PERMANENTE DE LA CORTE  




Art. 1215° Momento desde que surte efecto la Cesión 
La cesión produce efecto contra el deudor cedido desde que éste la acepta o le es 
comunicada fehacientemente. 
 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
Art. 386° Causales para interponer Recurso de Casación 
 
2.  La inaplicación de una norma de derecho material o de la doctrina jurisprudencial. 
3. La contravención de las normas que garantizan el derecho a un debido proceso, o la 
infracción de las formas esenciales para la eficacia y validez de los actos procesales. 
 
Art. 388° Requisitos de Fondo del Recurso de Casación  
 
2) Que se fundamente con claridad y precisión, expresando en cuál de las causales 
descritas en el Artículo 386 se sustenta y, según sea el caso: 






Fernando de Trazegnies Granda, señala lo siguiente:  
 
“El contrato, dice el artículo 1351° de nuestro vituperado Código Civil de 1984, es el 
acuerdo de dos o más partes para crear, regular, modificar o extinguir una relación jurídica 
patrimonial. Esto significa que el contrato es el instrumento de la opción en el plano 
patrimonial, es el canal de la libertad de acción a la que antes me he referido. Esta opción 
libremente convenida se convierte así en Ley entre las partes ya que crea un orden jurídico 
ad hoc, que es producto de la conjunción de dos o más libertades. De ahí que la autonomía 
de la voluntad sea la piedra angular y la esencia del contrato: un contrato impuesto no es 





CESIÓN DE DERECHOS 
Felipe Osterling Paradi nos brinda los siguientes conceptos sobre las presentes 
instituciones jurídicas: 
 
“Al optar por la expresión “Cesión de Derechos” y al ubicar esta figura jurídica en el Libro 
sobre las Obligaciones, el legislador de 1984 se ha apartado de la impropia terminología 
utilizada por el Código Civil de 1936, que hablaba de “Cesión de Créditos”. El legislador 
trata ahora a esta figura, no como un contrato nominado, tal como lo hizo el Código anterior, 
sino como una modalidad obligacional consistente en ceder derechos, lo que se adecúa a 
su verdadera naturaleza.  
 
La cesión de créditos no es sino una especie dentro de un género más amplio constituido 
por la cesión de derechos. Los derechos comprenden no sólo los créditos, esto es, los 
derechos de obligación de una persona respecto de otra, sino toda clase de derechos 
patrimoniales transferibles, siempre que no tengan por Ley un procedimiento de traslación 
distinto.  
 
Mediante la cesión se transmiten los derechos que han sido adquiridos o transferidos en 
virtud de título distinto, ya sea contractual – una compraventa, por ejemplo- o 
extracontractual – por ejemplo, la herencia o disposición legal que así lo ordene (…) 
 
Como expresa Von Tuhr, la cesión no constituye un contrato en sentido estricto, es decir, 
una convención creadora de obligaciones, sino un acto de disposición por medio del cual 
el derecho sale del patrimonio del cedente e ingresa en el patrimonio del cesionario.  
 
Crédito – en su acepción jurídica y dentro de los diversos significados del vocablo – es el 
derecho a exigir el cumplimiento de una prestación (Guillermo Cabanellas, Diccionario de 
Derecho Usual). Esta acepción nos coloca ante la idea de un derecho subjetivo, entiéndase 
por tal facultad, poder o potestad individual de exigir, permitir, o prohibir algo a los demás”. 
(OSTERLING, 2007, p.25) 
 
EFECTOS DE LA CESIÓN DE DERECHOS 
 
“Ha quedado claramente establecido que la cesión de derechos es tan solo una relación 
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jurídica entre el cedente y el cesionario; la presencia del deudor es la de un tercero. Por 
ello, el Código de 1984, al igual que el de 1936, plantea la posibilidad de que la cesión sea 
sometida al deudor para que la acepte, pero sin que su consentimiento le confiera eficacia; 
es suficiente que la cesión se le comunique fehacientemente. El único propósito de la 
norma es otorgar al deudor la oportunidad de oponerse a la cesión si se presenta alguno 
de los supuestos previstos por el artículo 1210°” (OSTERLING, 2007, p.131) 
 
CESIÓN DE POSICIÓN CONTRACTUAL 
 
“Es oportuno aclarar que la Cesión de Derechos no debe confundirse con la Cesión de 
Posición Contractual, prevista por los artículos 1435° a 1439° del Código Civil. En éste 
último caso, el cesionario sustituye al cedente en todas las relaciones derivadas de un 
contrato con prestaciones recíprocas no ejecutadas total o parcialmente. En el primero 
caso mencionado, lo que se cede es sólo una o más de las prestaciones exigibles al 
deudor: además, los derechos cesibles no tienen que haberse originado, necesariamente 
en un contrato.  
 
Se trata, en suma, de definir la cesión – conforme lo hace la doctrina uniforme – como la 
renuncia o transmisión, gratuita u onerosa, que se hace de una cosa, crédito, acción o 
derecho a favor de otra persona. Y de dejar establecido, además, que ella puede efectuarse 
por venta, permuta, donación, legado o cualquier otro título eficaz. Por ello, la cesión de 
derechos se legisla en el libro sobre Las Obligaciones del Código Civil de 1984 en forma 
similar a como lo hacen los Códigos alemán (artículos 398° y siguientes), suizo de las 
obligaciones (artículos 2029 y siguientes), brasileño (artículos 1065° y siguientes) (…)” 
(OSTERLING, 2007, p.27) 
 
HIPOTECA 
Jorge Avendaño Valdez y Francisco Avendaño Arana nos dicen lo siguiente:  
 
“La hipoteca puede ser definida como « (…) un derecho real de garantía y de realización 
de valor que recae sobre bienes inmuebles, y que asegura el cumplimiento y la satisfacción 
forzosa de un crédito mediante la concesión a su titular de la facultad de llevar a cabo la 
realización del valor de aquellos, enajenándolos y percibiendo su precio a través del 
procedimiento legalmente establecido y cualquiera que sea en ese momento su poseedor 




El artículo 1097 nos da una noción bastante exacta de lo que es la hipoteca. Se trata de un 
derecho real de garantía que confiere al acreedor hipotecario los derechos de persecución, 
preferencia y venta judicial del bien hipotecado. La hipoteca recae sobre inmuebles, 
garantiza el cumplimiento de cualquier obligación propia o de un tercero y no implica la 
desposesión del constituyente (…)” 
 
La hipoteca confiere a su titular las ventajas propias de todo derecho real, esto es las 
facultades de persecución y preferencia. Por la primera, el acreedor tiene el derecho de 
perseguir y recoger el bien en manos de quien se encuentre, a fin de hacerlo ejecutar 
judicialmente y cobrarse la suma debida. (AVENDAÑO, AVENDAÑO, 2007, p.51) 
 
DERECHO DE PERSECUCIÓN DE LA HIPOTECA 
Jack Bigio, nos refiere lo siguiente:  
 
“La hipoteca otorga al acreedor un derecho persecutorio. De modo que si el constituyente 
de la hipoteca procede a enajenar el inmueble a tercero, el acreedor tiene el derecho a 
perseguir el bien cualquiera sea su tercer adquiriente y para hacerse pago con su precio 
de realización. Guillermo A. Borda, al tratar el derecho de persecución, expresa: “Lo que 
verdaderamente define el derecho del acreedor hipotecario, es posibilidad de perseguir el 
bien hipotecado, cualquiera sea su actual titular, hacerlo vende y cobrarse con preferencia 
a los demás acreedores del producto de la venta”. (BIGIO, 1991, p.119). 
 
PROCESO DE EJECUCIÓN 
Sergio Casassa Casanova nos señala lo siguiente: 
 
“La naturaleza de nuestro proceso es una propiamente de ejecución. Lo dicho se debe en 
primer lugar – descartando la tesis del proceso ejecutivo como cognición sumaria – que a 
raíz de las modificaciones del Decreto Legislativo N° 1069° se ha erradicado a una 
sentencia ratifique o que busque consolidar un título de naturaleza extrajudicial, sino que 
el título por sí mismo apareja ejecución; en segundo lugar, a que el proceso conlleva a 
diversos actos de ejecución, desde el mandato ejecutivo que ordena el pago o 
cumplimiento de una obligación hasta los actos de realización forzada.  
 
En tercer lugar, y con relación a la oposición o contradicción, si bien es cierto suspende la 
ejecución, éste no es una etapa natural del proceso ya que sólo aparece en el proceso en 
la medida que el ejecutado la haya hecho valer, caso contrario vencido el plazo para 
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cuestionar el mandato ejecutivo se procederá a iniciar con la ejecución forzada. 
 
En consecuencia, el proceso de ejecución no es uno en donde se declare el derecho, sino 
que en él se actúa lo ya dicho en un título de naturaleza judicial o en uno de naturaleza 
extrajudicial, lo cual constituye el presupuesto indispensable para la tutela ejecutiva”. 
(CASASSA, 2010, p.4).  
 
LA CONTRADICCIÓN EN LA EJECUCIÓN DE GARANTIAS 
Marianela Ledesma Narváez, nos brinda el siguiente desarrollo:  
 
“Los procesos de ejecución, como pretenden la satisfacción del derecho ya declarado, se 
inician invadiendo la esfera propia del demandado, creando por anticipado un estado de 
sujeción a favor del titular del título. Frente a esas circunstancias el diseño del 
procedimiento ejecutivo permite al ejecutado contrarrestar la intervención recurriendo a la 
contradicción, bajo los diversos supuestos que regula el artículo 690-D y dentro del plazo 
legal que establece.  
 
Así, la contradicción aparece como la posibilidad que se le asigna al demandado para hacer 
valer las defensas que tenga contra el título. Apréciese del contenido de este artículo que 
la contradicción nos remite a una cognición sumaria, donde los supuestos de contradicción 
acogidos en los diversos incisos del presente artículo solo pueden ser probados con 
documentos, declaración de parte y pericia”. (LEDESMA, 2008, P.273) 
     
LAS EXCEPCIONES PROCESALES: 
Sergio Casassa Casanova, nos precisa lo siguiente:  
 
“Couture concebía a la excepción como el poder jurídico que se halla investido el 
demandado, que le habilita para oponerse a la acción promovida contra él. Devis Echandía 
afirmaba que “la excepción es una especial manera de ejercitar el derecho de contradicción 
o defensa en general que le corresponde a todo demandado, y que consiste en oponerse 
a la demanda para atacar las razones de la pretensión del demandante, mediante razones 
propias de hecho, que persigan destruirla o modificarla o aplazar sus efectos” (…) 
 
Monroy definió las excepciones como “instituto procesal a través del cual el emplazado 
ejerce su derecho de defensa denunciando la existencia de una relación jurídica procesal 
inválida por omisión o defecto en algún presupuesto procesal, o, el impedimento de 
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pronunciarse sobre el fondo de la controversia por omisión o defecto en una condición de 
la acción”74. Esta última definición nos parece la más adecuada, en la medida que entiende 
a la excepción como un cuestionamiento a la relación jurídico procesal que se pretende 
establecer, previo a un pronunciamiento sobre el mérito.” (CASASSA, 2014, p.70) 
 
ELEMENTOS DEL RECURSO APELACIÓN 
Juan Monroy Gálvez, nos explica lo siguiente:  
 
“Otro elemento característico del recurso es que quien lo alega debe acreditar que la 
resolución-objeto de impugnación-, además de producirle agravio, tiene en su elaboración 
o génesis lógica un vicio o error. Separamos los conceptos para comprender dentro del 
vicio a aquellos defectos producidos por una aplicación indebida o inaplicación de una 
norma procesal que conducen a una afectación de un debido proceso. En cambio el error 
está referido a la aplicación indebida, inaplicación o interpretación errónea de una norma 
de derecho material. La doctrina suele llamar "error in procedendo" al primero y "error in 
iudicando" al segundo.  
 
Como se advierte, no se trata que el recurrente alegue el agravio, sino que, además debe 
fundamentar en que consiste el vicio o error cometido en la resolución que impugna”. 




CESIÓN DE DERECHOS 
 
“La cesión de derechos es un medio de transmisión de derechos en virtud del cual el 
cedente transmite al cesionario el derecho a exigir la prestación a cargo de su deudor, que 
se ha obligado a transferir por un título distinto, conforme lo establecido en el artículo 1206° 
del Código Civil; constituyendo en este caso una forma de sucesión “inter vivos” por el que 
el cesionario ocupa el mismo lugar del cedente, con los mismos privilegios y garantías 
reales y personales, así como demás accesorios, según lo estable el artículo 1211° del 
Código Civil, lo cual resulta concordante con el artículo 108° inciso 3 del Código Procesal 
Civil que considera a la cesión de derechos una forma de sucesión procesal por acto entre 
vivos” 
 
Casación N° 3073-2005/Lima 
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Corte Suprema de Justicia de la República 
Lima 03 de octubre del 2006. 
Libro Código Civil Jurista Editores edición octubre 2019  
 
ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA CESIÓN DE DERECHOS 
 
“En derecho de las obligaciones, el artículo 1211° del Código Civil ha previsto que la cesión 
de derechos comprende la transmisión al cesionario de todos los privilegios, las garantías 
reales y personales, así como los accesorios del derecho transmitido, en éste contexto, 
cuando la Ley refiere que la cesión comprende también a las garantías, lo hace en forma 
genérica, esto es, sin distinguir si se trata únicamente de garantías otorgadas por terceros, 
por tanto, es lógico admitir que la Ley ha previsto el paso de todas las garantías en general, 
pues por principio jurídico esencial nadie distinguir allí donde la Ley no distingue (…)”  
 
Casación N° 2570-2005/Lima 
Corte Suprema de Justicia de la República 
Lima, 31 de mayo de 2007. 
Libro Código Civil Jurista Editores edición octubre 2019  
 
EL CONOCIMIENTO DE LA CESIÓN A FIN QUE SURTA EFECTOS LE CORRESPONDE 
ÚNICAMENTE AL DEUDOR CEDIDO 
 
“Los efectos de la cesión de derechos que establece el artículo 1215° del Código Civil están 
reservados para ser aplicados únicamente en favor del deudor, conforme se despende del 
propio texto de la norma invocada; por tanto, no se puede aplicar válidamente a los fiadores 
la condición establecida en la citada norma de derecho material”.  
 
Casación N° 3471-2002/Callao 
Corte Suprema de Justicia 




LOS GARANTES TIENEN DERECHO A TENER CONOCIMIENTO DE LA CESIÓN 
 
“La cesión de derechos comprende la transmisión al cesionario de los privilegios, las 
33 
 
garantías reales y personales, así como los accesorios del derecho transmitido, salvo pacto 
en contrario; garantes que si bien, no son expresamente calificados también por la norma 
como “deudores cedidos”; debe entenderse por la obligación de garantía asumida frente al 
acreedor respecto del deudor que son igualmente deudores de éste acreedor, en este caso, 
cedente, y así, en virtud a la cesión de derechos, deudores cedidos: con derecho a tener 
conocimiento de la cesión que se haya producido respecto de la obligación que garantiza”.  
 
Casación N° 2768-2003/Arequipa 




LA COBERTURA DE LA GARANTÍA HIPOTECARIA 
 
Considerando 42° del Sexto Pleno Casatorio Civil: 
 
“42. El artículo 1107 del Código Civil define los alcances de la cobertura de la hipoteca, 
indicando que cubre el capital, los intereses que devengue, las primas del seguro pagadas 
por el acreedor y las costas y costos del juicio. La norma precedente debe ser interpretada 
en concordancia con el artículo 1099, inciso 3, el cual prescribe que el gravamen sea de 
cantidad determinada o determinable, de modo que el gravamen solo cubra hasta el monto 
señalado. De la lectura de ambas normas se advierte que el Inmueble hipotecado debe 
responder por los conceptos a que alude el artículo 1107 mencionado, pero siempre dentro 
del monto del gravamen. Sin embargo, resulta exigible el cobro de suma mayor por los 
conceptos señalados solo cuando se reúnan en una sola persona el deudor de la obligación 
y el garante hipotecario, mas no cuando la hipoteca la constituya un tercero, a menos que 
se haya garantizado el capital sin pacto sobre intereses, costas y costos”. 
 
Casación N° 2402-2012/Lambayeque – Sexto Pleno Casatorio Civil Precedente 
Vinculante Judicial 
Lima, 03 de enero del 2013 
https://lpderecho.pe/vi-pleno-casatorio-civil-ejecucion-garantias/ 
 
LAS CAUSALES DE CONTRADDICIÓN EN LA EJECUCIÓN DE GARANTÍAS 
 




“38. Las causales para el contradictorio se describen en los tres supuestos que recoge el 
artículo 690-D del Código Procesal Civil. Son causales cerradas, no cabe interpretación 
extensiva a otros supuestos que no sean los expresamente regulados en dicho artículo; de 
ahí que el texto de la norma señale; « (…) la contradicción solo podrá fundarse según la 
Naturaleza del título en (…)», de tal manera que el juez debe declarar liminarmente la 
improcedencia de la contradicción si esta se funda en supuestos distintos a los que 
describe la norma”. 
Casación N° 2402-2012/Lambayeque – Sexto Pleno Casatorio Civil Precedente 
Vinculante Judicial 
Lima, 03 de enero del 2013 
https://lpderecho.pe/vi-pleno-casatorio-civil-ejecucion-garantias/ 
PROCEDENCIA DE LA EJECUCIÓN DE GARANTÍAS PARA ACREEDORES QUE NO 
PERTENECEN AL SISTEMA FINANCIERO 
 
Sexto Pleno Casatorio Civil – Casación N° 2402-2012/Moquegua 
Primer Precedente Vinculante.- 
 
1. “Documento constitutivo de la garantía real, que cumpla con las formalidades y 
requisitos de validez establecidos en los artículos 1098° y 1099° del Código Civil o en su 
caso, por Ley especial, con las siguientes particularidades: 
 
a) Tratándose de una garantía real constituida expresamente para asegurar una 
obligación determinada, siempre que aquella esté contenida en el propio documento 
constitutivo de la garantía, a los efectos de la procedencia de la ejecución, no será exigible 
ningún otro documento”. 
 
b) Tratándose de una garantía real constituida para asegurar una obligación 
determinable, existente o futura, documento reconocido por Ley como título ejecutivo u otro 
documento idóneo que acredite la existencia de la obligación que contenga la 
determinación de la misma a cancelar a través de la ejecución judicial de la garantía, que 
cumpla con los requisitos del artículo 689° del Código Procesal Civil. 
 
 
2. Estado de cuenta de Saldo Deudor, suscrito por el acreedor, detallando 
cronológicamente los pagos a cuenta, si hubiere, desde el nacimiento de la obligación 
hasta la fecha de liquidación del saldo deudor; así como el monto de los intereses pactados 
sin contravenir la norma imperativa o intereses legales, si fuera el caso.  
 
3. Los demás documentos indicados en el artículo 720° del Código Procesal Civil”.  
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Casación N° 2402-2012/Lambayeque – Sexto Pleno Casatorio Civil Precedente 
Vinculante Judicial 





A nuestro criterio, considero que existen cuatro puntos importantes por analizar en el 
presente caso. a) La desnaturalización del proceso de ejecución. b) La valoración del 
estado de cuenta de saldo deudor. c) La legitimación de las partes derivados del título 
ejecutivo. d) La interpretación de la Corte Suprema sobre la inaplicación del artículo 1215° 
del Código Civil en virtud del momento desde surte efectos la cesión de derechos.  
 
a) La desnaturalización del proceso de ejecución. 
 
En principio, el presente caso judicial no es un proceso de cognición sumaria o plenaria 
sino un proceso de ejecución en donde la naturaleza jurídica y su finalidad son ampliamente 
distintas.    
 
En la primera, se discute, se dilucida y se juzga la controversia de las partes en base a la 
razón o la falta de ella a fin de buscar el reconocimiento, declaración o constitución de la 
titularidad de un derecho. En cambio, en la segunda, el proceso parte previamente de la 
existencia de un derecho reconocido inmerso en un título ejecutivo, previsto como tal por 
la Ley o la autoridad judicial, buscando así que el órgano jurisdiccional ordene la ejecución 
de ese título.     
 
En autos se observa que el A quo admitió al proceso la “contestación de demanda” que 
presentó la ejecutada SANTA ERNESTINA pronunciándose sobre hechos y aduciendo una 
presunta simulación del contrato de cesión de créditos cuestionando su validez sin 
acreditarlo; y al mismo tiempo, formula contradicción por la causal de inexigibilidad de 
obligación, deduce tres excepciones por oscuridad y ambigüedad en el modo de proponer 
la demanda, falta de legitimidad para obrar y falta de agotamiento en la vía administrativa, 
y además, propone cuatro tachas sin medio de prueba alguno y la exhibición de dos 
documentales a la ejecutante.   
 
Al respecto, consideramos que el Código Procesal Civil es bastante claro y establece que 
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en los procesos de ejecución, la defensa que puede proponer la parte ejecutada es formular 
contradicción conforme a los artículos 690°-D y 722° del C.P.C, el cual opera bajo 
determinadas causales que están expresas taxativamente en la norma adjetiva, e 
igualmente, sólo se podrán admitir determinadas pruebas según la naturaleza jurídica del 
título sea judicial o extrajudicial.  
 
En ese orden ideas, se recuerda que las normas del Código Procesal Civil por regla general 
son de carácter imperativas así como su formalidad salvo excepciones que no se dan en 
materia ejecutiva , conforme se expresa el artículo IX del Título Preliminar del Código en 
mención que regula el principio de vinculación y formalidad procesal.   
 
Por esas razones, consideramos que se debió rechazar liminarmente el escrito en cuanto 
a la “contestación de la demanda” presentada por SANTA ERNESTINA, en vista a la 
contravención de las normas señaladas así como una afectación del debido proceso. Más 
aún si en esa época, la propia legislación procesal así lo establecía en cuando a la 
contradicción en los procesos de ejecución conforme se advierte en el artículo 722° del 
C.P.C.:  
  
Art. 722° Contradicción de Ejecución de Garantías.- 
  
“El ejecutado en el mismo plazo que tiene para pagar, puede contradecir alegando 
solamente la nulidad formal del título, inexigibilidad de la obligación o que la misma ya ha 
sido pagada o ha quedado extinguida de otro modo, o que se encuentra prescrita. La 
contradicción que se sustente en otras causales será rechazada liminarmente por el Juez, 
siendo esta decisión apelable sin efecto suspensivo. (…)” 
 
Por último, la Corte Suprema de Justicia se ha pronunciado en reiterada jurisprudencia 
señalando desestimar el cuestionamiento y discusión concernientes a la validez o invalidez 
de los documentos que contienen la obligación exigible en los procesos de ejecución en 
virtud a su naturaleza jurídica distinta a los procesos de cognición donde sí se pueden 
cuestionar. Así se han señalado en la Casación N° 2232-2011/Lima y Casación N° 4607-
2013/ La Libertad en el siguiente sentido:  
 





“Cabe precisar que los argumentos de la recurrente conllevan a cuestionar el criterio 
jurisdiccional de las instancias de mérito, toda vez que, en el proceso de ejecución de 
garantías no se discute las cuestiones del mutuo que origina la ejecución, sino el 
incumplimiento de la deuda contraída, como parte de ejecutar el pago de la suma puesta 
a cobro; por lo que, este extremo del recurso deviene en improcedente al no haberse 
cumplido con los requisitos establecidos en los numerales 2 y 3 del artículo 388° del Código 
Procesal Civil, modificado por el artículo 1 de la Ley N° 29364”. 1 
 
Fundamento Décimo Cuarto: 
 
“En los procesos de ejecución de garantías no se discute la validez de la cesión de 
derechos, sino el cumplimiento cabal de una obligación exigible por falta de pago de la 
ejecutada, por lo tanto este argumento del recurso casatorio deviene en impertinente, por 
lo que, este extremo del recurso deviene en improcedente”.  
 
CASACIÓN 4607-2013/ LA LIBERTAD 
Fundamento Cuarto:  
 
“Procediendo al análisis de la sentencia recurrida se advierte que el Ad quem comienza 
con el examen conceptual sobre la naturaleza de los procesos único de ejecución, con la 
finalidad de enmarcar los alcances de la formulación de una contradicción en esta clase de 
procesos, remarcando que en un incidente de contradicción, en proceso de ejecución no 
deberían formar parte, como pretende el ejecutante el cuestionamiento de la validez o 
invalidez de la cláusula de desgravamen, en relación con la causal de extinción de la 
obligación; pues no se debe soslayar (evitar) que este tipo de “procesos ejecutivos” difieren 
en cuanto a su naturaleza de los “procesos de cognición”, en tanto que en los procesos de 
ejecución no se dilucidará la titularidad de algún derecho, sino que, el derecho se encuentra 
previamente reconocido e incorporado en un título al que la ley le otorga el beneficio de ser 
ejecutivo”. 2 
 
Fundamento Séptimo:  
“Que el ejecutante pretende cuestionar la buena o mala fe de los contratantes al suscribir 
el seguro de desgravamen, cuestionamiento que no puede ventilarse en un proceso de 
ejecución, pues por su naturaleza éste no se dirige a declarar derechos dudosos o 
                                                          
1 Casación N° 2232-2011/Lima, publicado el 12 de marzo de 2012 en el Diario El Peruano.  
2 Casación N° 4607-2013/ La Libertad, publicado el 22 de setiembre de 2015 en el Diario El Peruano. 
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controvertidos sino llevar a efecto derechos que se encuentran inmersos en el título. El 
hecho que se inserte dentro del proceso de ejecución el incidente en la contradicción, no 
le resta su naturaleza ejecutiva; por lo tanto, el presente agravio también debe ser 
desestimado”.  
 
b) La valoración del estado de cuenta de saldo deudor.  
 
Al respecto debemos considerar que el estado de cuenta de saldo deudor era un 
documento poco valorado por los órganos jurisdiccionales en los procesos de ejecución de 
garantías, pese a la relevancia de su contenido, debido a que el ejecutante acreedor de 
forma unilateral determinaba cual sería el monto total de la deuda que le exigiría pagar a 
su deudor, conforme a los acuerdos del título constitutivo de la garantía, los intereses 
pactados y otros conceptos que se hayan establecido en la garantía o en el contrato de 
mutuo y otro concordante con la obligación garantizada.  
 
Como sabemos, la gran mayoría de procesos judiciales de ejecución de garantía, son 
llevados por las entidades que pertenecen al Sistema Financiero, que en amparo del 
legítimo derecho de acreencia y el derecho constitucional a la tutela judicial efectiva, 
acuden ante el Poder Judicial a fin de exigir judicialmente el cobro de sus acreencias o en 
su defecto el remate del inmueble dado en garantía a fin de satisfacer tal acreencia, 
situación que compartimos y creemos válida.  
 
Sin embargo, también es cierto que existieron problemas en cuanto a la determinación del 
monto exigido y la formalidad que debería contener el saldo deudor. Como bien refiere el 
profesor Renzo Cavani Brain “Existía un abuso por parte de los ejecutantes considerando 
deudas infladas en los estados de cuenta de saldo deudor. (…) “Ahora el juez debe 
controlar rigurosamente el saldo deudor”. 3 
 
Tal problemática la vemos en el presente caso. El ejecutante ENGIL III ofreció un estado 
de cuenta de saldo deudor, el cual determina, la deuda de la ASOCIACIÓN que es asumida 
por VILLASOL y la deuda estrictamente de VILLASOL, sumando una deuda total 
ascendente a US$ 1’720,858.84 dólares americanos. El detalle es que sobre el primero, se 
consideró un monto de US$ 107,233.45 dólares americanos bajo el concepto de “una serie 
                                                          




de facturas difíciles de determinar” y sobre el segundo, se consideró la deuda bajo el 
concepto de “débitos directos” de VILLASOL y ENGIL III.  
 
Además, en ambos cuadros, se fija una tasa de interés moratoria de 5.31%, el mismo que 
de la revisión de los autos, nunca se estableció ni en el documento de Acuerdo privado 
celebrado entre el acreedor originario ENGIL y VILLASOL en fecha 23 de marzo de 1998, 
ni tampoco en la escritura pública de constitución de garantía hipotecaria por la ejecutada 
SANTA ERNESTINA en fecha 25 de marzo de 1998.  
 
Ahora, en el supuesto negado que se hubiera convenido interés pero sin haberse fijado su 
tasa, nuestra legislación civil señala que se aplica el interés legal fijado por el BCRP 
conforme se establece en los artículos 1244° 1245° del Código Civil.  
 
Asimismo, sino se ha pactado interés moratorio, el deudor solo está obligado a pagar por 
causa de mora el interés compensatorio pactado o en su defecto el interés legal conforme 
el artículo 1246° de la misma norma sustantiva. Cabe aclarar que las disposiciones 
señaladas se dan para los acreedores que no pertenecen al sistema financiero, puesto que 
las tasas de interés para entidades financieras se rigen por su Ley Especial. 4 
Por esas razones, a nuestro juicio, existieron serias inconsistencias sobre el estado de 
cuenta de saldo deudor elaborado unilateralmente por el ejecutante ENGIL III, quien 
finalmente liquidó una suma total de US$ 1’720,858.84 dólares americanos pretendiendo 
en pago en la demanda de ejecución de garantías.   
 
Ante esta problemática habitual en los procesos judicial de ejecución, recién a partir del 
año 2014, en virtud a la publicación del Sexto Pleno Casatorio Civil – Casación N° 2402-
2012-Moquegua se determinó siete precedentes vinculantes sobre el proceso de Ejecución 
de Garantías. Dentro de ellos se estableció los requisitos que debe contener todo estado 
de cuenta de saldo deudor, como se señala en el primer precedente vinculante referido a 
los ejecutantes que no pertenecen al sistema financiero: 
 
Sexto Pleno Casatorio Civil – Casación N° 2402-2012-Moquegua: 
                                                          
4 Ley General del Sistema Financiero - Ley N° 26702 Art. 9°.- “Libertad para fijar intereses, comisiones y 
tarifas.- “Las empresas del sistema financiero pueden señalar libremente las tasas de interés, comisiones y 
gastos para sus operaciones activas y pasivas y servicios. Sin embargo, para el caso de la fijación de las tasas 
de interés deberán observar los límites que para el efecto señale el Banco Central, excepcionalmente, con 
arreglo a lo previsto en su Ley Orgánica. La disposición contenida en el primer párrafo del artículo 1243 del 
Código Civil no alcanza a la actividad de intermediación financiera. Las empresas del sistema de seguros 




Primer Precedente vinculante:  
 
Para la procedencia de una ejecución de garantías reales, en el caso de personas ajenas 
al sistema financiero, a la demanda de ejecución deberá acompañarse: 
Numeral 2.-  
 
“Estado de cuenta de Saldo Deudor, suscrito por el acreedor, detallando cronológicamente 
los pagos a cuenta, si hubiere, desde el nacimiento de la obligación, hasta la fecha de 
liquidación del saldo deudor; así como el monto de los intereses pactados sin contravenir 
la norma imperativa o intereses legales, si fuera el caso”.  
 
En esa línea, la Corte Suprema dando mayor trascendencia jurídica para la valoración que 
ejercen los jueces sobre la formalidad del estado de cuenta de saldo de deudor, dispone 
una causal de inadmisibilidad de la demanda ante la inconsistencia del documento, 
señalando en su cuarto precedente vinculante lo siguiente:   
 
Cuarto Precedente vinculante: 
 
“El juez de considerar que el estado de cuenta de saldo deudor presenta evidentes 
omisiones de los requisitos y formalidades ya precisadas o tiene notorias inconsistencias 
contables, debe declarar inadmisible la demanda a los efectos de que el ejecutante 
presente nuevo estado de cuenta de saldo deudor conforme a sus observaciones”.  
Sobre este punto, el profesor Sergio Cassasa Casanova, también se ha pronunciado 
señalando lo siguiente:  
“En este sentido, hasta antes de la publicación del Sexto Pleno Casatorio el tema era más 
que claro: el estado de cuenta de saldo deudor era un documento "irrelevante" en muchos 
casos, en sentido que nuestros jueces expedían mandato ejecutivo ordenando el pago de 
las sumas liquidas establecidas en el titulo ejecutivo, mientras que las sumas ilíquidas 
(intereses devengados y por devengarse) se liquidarían en etapa de ejecución”. 5 
De esa manera, creemos que si el presente proceso judicial que data de 1999, en caso se 
hubiera llevado en la actualidad, la demanda de ejecución de garantía sería declarada 
                                                          
5 “Sergio Casassa Casanova. El Estado de Cuenta de Saldo Deudor como parte del título ejecutivo en el 




inadmisible a tenor del Sexto Pleno Casatorio Civil y su carácter vinculante frente a todos 
los órganos jurisdiccionales del país conforme se estable en el artículo 400° del Código 
Procesal Civil.  
 
c) La legitimación de las partes derivados del título ejecutivo. 
 
Primero debemos decir que nuestra legislación procesal civil se rige en excelencia por el 
principio dispositivo. El proceso se promueve siempre ha iniciativa de parte y solo aquellas 
personas que invoquen interés y legitimad para obrar como bien se refiere el artículo IV del 
Título Preliminar del Código Procesal Civil sobre el principio de iniciativa de parte.  
 
Por esa razón, quien gozará de interés y legitimación será aquel que invoque tenerla, es 
decir, quien invoque ser legítimo titular de un derecho para accionar o defenderse el cual 
se discutirá en el proceso. Ahora, la lógica procesal es distinta cuando estamos ante un 
proceso ejecutivo. Por ello, a efectos de abordar el presente tema, citamos el primer párrafo 
del artículo 690° del Código Procesal civil que señala lo siguiente:  
 
“Están legitimados para promover ejecución quien en el título ejecutivo tiene reconocido un 
derecho en su favor; contra aquel que en el mismo tiene la calidad de obligado y, en su 
caso el constituyente de la garantía del bien afectado, en calidad de litis consorte 
necesario”.  
 
En principio, claramente podemos identificar la delimitación en la legitimidad activa y pasiva 
en los procesos ejecutivos, y ello responde debido a que se parte de un derecho 
previamente reconocido en el título ejecutivo el cual se pretende al órgano jurisdiccional se 
ordene su ejecución. Sobre esta materia de procesos de ejecución, la doctrina nacional 
especializada, a través de la Dra. Marianella Ledesma Narváez señala lo siguiente:  
 
“La legitimación viene determinada por el título. A pesar de que la redacción del artículo 
690° considera que “está legitimado para promover ejecución quien en el título tiene 
reconocido un derecho a su favor”, hay circunstancias en las que la ejecución puede 
realizarse por y frente a quienes no aparecen en el título, como es el caso de la fusión y 
absorción de las personas jurídicas. En estos supuestos nos encontramos ante la 
legitimación derivada, porque surge después de la formación del título”. 6 
                                                          
6 Marianella Ledesma Narváez. “Los Nuevos Procesos de Ejecución y Cautelar”. Lima. 2008. Editorial: 




Al respecto, tales circunstancias de especial excepción para efectos de la legitimación se 
observa reflejada en el presente caso judicial donde los sujetos procesales no son quienes 
originariamente formaron parte del título ejecutivo, es decir de la constitución de la garantía 
hipotecaria.  
 
En la escritura pública de constitución de la garantía hipotecaria, la otorgante y 
posteriormente ejecutada SANTA ERNESTINA, garantizó el cumplimiento de las 
obligaciones de la ASOCIACIÓN y VILLASOL por un importe de US$ 1’407,233.54 dólares 
americanos a favor de ENGIL SOCIEDADE DE CONSTRUCAO CIVIL S.A. SUCURSAL 
PERU pero fijando un gravamen por una cantidad menor esto es US$ 1’225,000.00 dólares 
americanos conforme el certificado de gravamen inscrito en la ficha N° 1600124 de la 
Oficina Registral de Lima.  
 
Sobre el particular, la ejecutada en su escrito de contradicción y su excepción procesal de 
falta de legitimación para obrar señala que la ejecución es inidónea debido que a quien 
otorgó hipoteca fue a la empresa ENGIL SOCIEDADE DE CONSTRUCAO CIVIL S.A. 
SUCURSAL PERU y no a favor de ENGIL SOCIEDADE DE CONSTRUCAO CIVIL S.A. 
(ENGIL) quien ha cedido el derecho, ni tampoco a ENGIL III – INVESTIMENTOS 
INTERNACIONAIS E CONSTRUCAO S.A. (ENGIL III) quien es la cesionaria y ejecutante 
puesto que no cuenta con un legítimo titular de un derecho.   
 
Sin embargo, en la resolución de Auto Definitivo, el Aquo desarrolla este punto acotando 
el artículo 396° de la Ley General de Sociedades Ley N° 26887 que señala que las 
sucursales en nuestro país, carecen de personería jurídica independiente de su principal, 
por ende, al ser ENGIL SOCIEDADE DE CONSTRUCAO CIVIL S.A. SUCURSAL PERU 
parte de su principal persona jurídica ENGIL SOCIEDADE DE CONSTRUCAO CIVIL S.A. 
(ENGIL), es idónea que ésta como acreedora originaria haya suscrito el contrato de cesión 
de créditos transmitiendo los créditos y la garantía real de hipoteca como accesorias a favor 
de la empresa cesionaria y ahora ejecutante ENGIL III – INVESTIMENTOS 
INTERNACIONAIS E CONSTRUCAO S.A. (ENGIL III).  
 
A nuestro criterio, en esta parte del Auto Definitivo compartimos la posición adoptada por 
el Aquo, en virtud a que si bien en los procesos ejecutivos la legitimación viene determinada 
por el título, creemos que hay excepciones como cuando aquel derecho reconocido en el 
título sea transmitido por cesión consensual o legal, como se dan en los casos de cesión 
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de derechos, sucesión intestada del causa quien era sujeto pasivo del título ejecutivo o en 
las sucesiones procesales cuando estén vigentes procesos judiciales en curso.  
 
 
d) La interpretación de la Corte Suprema sobre la inaplicación del artículo 1215° del 
Código Civil en virtud del momento desde surte efectos la cesión de derechos. 
 
Como hemos señalado antes, lamentablemente, la Corte Suprema emitió una resolución 
casatoria escueta de dos párrafos, en donde no desarrolla los fundamentos fácticos y 
jurídicos de su decisión judicial contraviniendo así su deber constitucional de motivar las 
resoluciones judiciales conforme el numeral 5 del artículo 139° de la Constitución. 
Desconocemos las razones pero nos invitan a imaginar por qué razón se actuó de esa 
manera.   
 
La Corte Suprema ha casado el auto de vista de la Sala Civil porque considera que se ha 
inaplicado el artículo 1215° del Código Civil. Citamos la norma:  
 
Art. 1215.- Momento desde que surte efecto la cesión: 
 
“La cesión produce efectos contra el deudor cedido desde que éste la acepta o le es 
comunicada fehacientemente”.  
 
 
La Corte señala: “Que, en la resolución de vista el Colegiado consigna que mediante carta 
notarial se ha notificado al obligado VILLASOL comunicándose la cesión de créditos en 
que funda su demanda la actora ENGIL III; más no se incluye en tal carta a SANTA 
ERNESTINA para que la cesión pueda operar en contra de ella”.   
 
Ante ello surge la interrogante, ¿La norma citada art. 1215° del C.C. también opera para el 
garante hipotecario del deudor cedido?  
 
Seguidamente la Suprema indica: “Verificándose en el presente caso que la ejecutada 
SANTA ERNESTINA no ha tomado noticia de la cesión de las deudas de la 
ASOCIACIÓN por “VILLA SOL SOCIEDAD ANÓNIMA SUCURSAL DEL PERÚ” a favor 
de la demandante, por lo que mal puede exigírsele el cumplimiento de la obligación. Por 
consiguiente, en el presente caso, se ha incurrido en infracción de la norma material por 




Ante ello surge la interrogante, ¿Acaso la Corte se refiere por cesión de deudas a la 
sustitución automática que se dio entre la ASOCIACIÓN y VILLASOL en vista al 
incumplimiento de la primera que señala la cláusula tercera del Acuerdo? Nos preguntamos 
en condicional porque la Corte no desarrolla en absoluto tal argumento.  
 
Al respecto, advertimos que ambos temas, se debe o no notificar la cesión al garante y la 
cesión de deudas, no están regulados expresamente en nuestra legislación civil. Por esa 
razón, acudiremos a la jurisprudencia nacional.  
 
Lamentablemente la Corte Suprema tiene fallos contradictorios, por un lado tenemos a la 
Casación N° 3471-2002-Callao el cual señala que “Los efectos de la cesión de derechos 
que establece el artículo 1215° del C.C. están reservados para ser aplicados únicamente 
a favor del deudor”7.  
 
Y por otro lado tenemos, la Casación N° 2768-2003-Arequipa que menciona, “Si bien los 
garantes no son expresamente calificados por la norma como “deudores cedidos” debe 
entenderse por la obligación de garantía asumida frente al acreedor respecto del deudor 
que son igualmente deudores de éste acreedor, y así en virtud a la cesión de derechos, 
deudores cedidos con derecho a tener conocimiento de la cesión que se haya producido 
respecto de la obligación que garantizan”. 8 
 
Como se observa, no existe un criterio uniforme que genere predictibilidad y seguridad 
jurídica en la jurisprudencia y aunado a ello la falta de regulación expresa. 
 
Ahora, precisando sobre el contrato de cesión de créditos materia de autos, se observa 
que la parte ejecutante ENGIL nunca elevó el mismo a escritura pública, por ende, tampoco 
llegó a inscribir la cesión en la partida registral del inmueble gravado con la hipoteca, 
empero ¿Acaso era necesaria esta formalidad para que la cesión sea válida y surta 
efectos? 
 
Como sabemos, en nuestra legislación civil la celebración de los actos jurídicos se rige por 
la libertad de forma del contrato que decidan adoptar las partes contratantes; sin embargo, 
el legislador ha establecido que determinados actos jurídicos requieren una formalidad 
                                                          
7 Casación N° 3471-2002 Callao Corte Suprema de Justicia, 05 de julio del 2004  
8 Casación N° 2768-2003 Arequipa Corte Suprema de la República 
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como es el caso del contrato de cesión de derechos conforme al artículo 1207° del Código 
Civil señalando:  
 
Art. 1207.- Forma de la cesión: 
 
“La cesión debe constar por escrito bajo sanción de nulidad; y cuando el acto o contrato 
que constituye el título de la transferencia del derecho conste por escrito, ese documento 
sirve de constancia de la cesión”. 9 
 
En tal sentido, la norma sí establece una formalidad necesaria para la validez del acto 
jurídico de la cesión, revistiendo su carácter ad solemnitatem en virtud a su relevancia no 
solo para las partes celebrantes como el cedente y el cesionario sino también para el 
tercero cedido. En esa línea, la doctrina nacional a través del Dr. Felipe Osterling Parodi 
realizó una destacada opinión sobre la materia:  
 
“El Código Civil de 1984 ha optado por una solución más lógica. Cada vez que exige 
escritura pública o formalidad escrita, consigna los términos “bajo sanción de nulidad", 
cuando es ad solemnitatem. Si no usa esta última expresión, o sea “bajo sanción de 
nulidad”, la forma es ad probationem. Así se han aclarado definitivamente las dudas que 
suscitaba el Código Civil de 1936”.10  
 
En efectos, a nuestro criterio, la forma solemne o ad solemnitatem constituye un elemento 
trascendente de validez para la celebración de determinados actos jurídicos, más no para 
todos, ya sea porque así lo ha establecido la Ley, forma legal, o así se ha acordado entre 
las partes, forma convencional. Caso contrario, ante la inobservancia en la formalidad del 
acto en particular, se determina automáticamente la invalidez estructural del mismo, la cual 
es causal de nulidad del acto jurídico conforme se estable en el numeral 6 del artículo 219° 
del Código Civil.  
 
Por otro lado, la forma ad probationem no es un requisito de validez del acto, su función 
sirve para acreditar la existencia y el contenido del mismo, constituyendo así como un 
medio probatorio idóneo. Un ejemplo de ad probationem en la cesión de derechos, es 
cuando la cesión no está constituida estrictamente como un contrato autónomo, sino como 
un término contractual, una cláusula, dentro de un contrato típico de compraventa.  
                                                          
9 Artículo 1207° del Código Civil Peruano 1993.- Forma de la cesión    
10 Felipe Osterling Parodi, Mario Castillo Freyre. La Cesión de Derechos. Pag. 9. 




Por esas razones podemos afirmar que la cesión de derechos cuenta con una formalidad 
establecida por la Ley, ad solemnitatem, hecho que ENGIL y ENGIL III advirtieron en el 
contrato de cesión al hacerlo por escrito cumpliendo así lo dispuesto por la Ley.  
 
Sin embargo, consideramos que por seguridad jurídica, debieron elevar a escritura pública 
e inscribir el contrato de cesión en la partida registral del inmueble donde estaba constituida 
la hipoteca, claro está que ésta sería una acción facultativa, pero se hubiera obtenido un 
mayor respaldo jurídico, puesto que el acto de inscribir la cesión es reconocida por la 
legislación civil conforme se precisa en el inciso primero del artículo 2019° del Código Civil 
que regula los actos inscribibles en el registro de propiedad.  
 
En tal sentido, si el contrato de cesión se hubiera elevado a escritura pública e inscrito en 
el registro, el sistema registral hubiera cautelado jurídicamente la cesión dándole efectos 
de oponibilidad frente a terceros, así como otorgarle publicidad registral regulado en el 
artículo 2012° del Código Civil activando la ficción jurídica de presunción legal iure et de 
iure sobre la presunción del conocimiento frente a terceros de la cesión inscrita en la partida 
registral del inmueble donde estaba gravada la hipoteca materia de autos.  
 
Por ello, ante la ausencia de regulación legislativa sobre si en el contrato de cesión de 
derechos, para que ésta surta efectos se debe comunicar o no al garante hipotecario del 
deudor cedido, puesto que el artículo 1215° del Código Civil solo se menciona al último y 
no al primero, creemos que una solución es la inscribir la cesión en la partida registral del 
inmueble hipotecado a fin que pueda operar la presunción legal iure et de iure que recoge 






A nuestro criterio el presente expediente es un caso complejo en vista a las diversas 
instituciones jurídicas que han sido materia de análisis en el presente trabajo. Concluimos 
que existen desaciertos en ambas partes procesales al igual que en las decisiones de los 
órganos jurisdiccionales.   
 
Ahora, sin dudas los vacíos legales en toda legislación siempre generaran interpretaciones 
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particulares que producen fallos contradictorios, incertidumbre jurídica y desconfianza de 
la sociedad en el sistema de justicia en vista a que otorga ampliamente mayores márgenes 
de discrecionalidad a los órganos jurisdiccionales pudiéndose adoptar decisiones injustas.  
 
En el presente caso, estamos ante una decisión uniforme en primera y segunda instancia 
que elevándose a la Corte Suprema en virtud a la interpretación que realizó sobre el artículo 
1215° del C.C. desarrollando escuetamente en dos párrafos, violando así su deber 
constitucional de motivar las resoluciones judiciales conforme en el inciso 5 del artículo 
139° de la Constitución, resuelve casar el auto de vista y actuando como órgano de 
instancia reformando el auto apelado declarando fundada la contradicción e improcedente 
la demanda.  
 
Nuestra Código Civil regula en su artículo 1215° el momento desde que surte efectos la 
cesión solo contra el deudor cedido. No se ha previsto la participación del tercero que es 
garante hipotecario del crédito que se está cediendo. Ello genera problema porque 
finalmente la demanda de ejecución será contra el garante hipotecario, quien de buena fe 
garantizó con su patrimonio un crédito que le es ajeno bajo los alcances del artículo 1097°.   
 
Una práctica diligente en los procesos ejecutivos que emanan de una cesión de derechos, 
es poner en conocimiento la cesión vía carta notarial al deudor cedido y lo propio a los 
garantes reales o personales del crédito cedido. Además, en el caso particular de las 
garantías reales, inscribir la cesión en la partida del inmueble gravado activando los efectos 
publicitarios que brinda el Registro. Una práctica facultativa puesto que dicha inscripción 
en el Registro no es obligatoria generando también un problema de seguridad jurídica.  
 
Por otro lado, como nuestro ordenamiento civil en material de contratos se rige por el 
principio de libertad contractual y auto regulación, ello permite a que los particulares 
puedan celebrar contratos atípicos e innominados como el documento “Acuerdo” que 
originó las obligaciones entre el acreedor primigenio, deudor y garante hipotecario. El 
problema se da cuando de mala fe se elaboran contratos con estructuras complejas que 
en vez de facilitar y promover el cumplimiento de las obligaciones pactadas por las partes, 
lo único que generan es el aprovechamiento de una de ellas en perjuicio de la otra. 
 
Ello ocurre en el presente caso, donde tanto la empresa deudora originaria VILLASOL y la 
empresa garante hipotecaria SANTA ERNESTINA que pertenecen a un mismo empresario 
alegaron la inexigibilidad de las obligaciones durante el proceso judicial en base al 
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“Acuerdo” así como interponer todos medios defensa posibles a fin de evitar la ejecución 
de la hipoteca frente al acreedor que actuando de buena fe no pudo ejecutar la acreencia 
a su favor.  
 
Por esas razones, el hecho que se permita estructurar contratos que no tengan una 
regulación específica en el ordenamiento, deja espacios que puedan generar problemas 
en su ejecución y en el cumplimiento de los derechos y las obligaciones contraídas como 
hemos visto tanto en el contrato de cesión como el contrato “Acuerdo”. Si bien la 






Un problema de falta de regulación se soluciona con legislación. Los artículos del Código 
Civil que regulan la cesión de derechos, no han previsto que los terceros también tengan 
conocimiento de la cesión. Terceros que de buena fe y por solidaridad están garantizando 
con su patrimonio a un deudor frente a su acreedor, crédito y garantía que por decisión del 
acreedor están siendo cedidos a un nuevo acreedor denominado cesionario.  
 
Ello genera un perjuicio gravísimo contra el tercer porque la demanda de ejecución de 
garantía con el fin de ejecutar la hipoteca será contra esa persona, el tercero, el garante 
hipotecario.  
 
Asimismo, se debe considerar la protección legal y los efectos jurídicos de publicidad, 
prioridad y oponibilidad que brinda el Registro para el tráfico de múltiples operaciones que 
día a día se celebran en el mercado nacional, como por ejemplo una cesión de derechos 
que transmite una garantía real de hipoteca.    
 
Por esas razones, creemos que es importante que los contratos de cesión de derechos en 
donde se transmitan garantías reales, tengan como condición obligatoria para su validez 
que sean inscritos en la partida registral del inmueble hipotecado y no solo una condición 
facultativa, para ello proponemos modificar los artículos 1207° y 1215° del Código Civil en 
el siguiente sentido:   
 




“La cesión debe constar por escritura pública bajo sanción de nulidad, en caso de 
transmisión de garantías reales se debe inscribirse en el Registro correspondiente; y 
cuando el acto o contrato que constituye el título de la transferencia del derecho conste por 
escrito, ese documento sirve de constancia de la cesión”.  
 
Art. 1215°.- Momento desde que surte efectos: 
 
“La cesión produce efectos contra el deudor cedido desde que éste la acepta o le es 
comunicada fehacientemente, en igual sentido en caso exista garante del deudor cedido”. 
 
Por último, es oportuno mencionar que en 2019 se presentó el anteproyecto de reforma del 
Código Civil ante el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, donde si bien hay 
modificaciones a la institución jurídica de la cesión de derechos, como por ejemplo volver 
al nomen iuris de Cesión de Créditos como se regulaba en el Código Civil de 1936, no se 
ha coincidido con nuestras propuestas de reformas señaladas a fin de tutelar el derecho 
de cesión y fortalecer el sistema registral. Finalmente señalamos la propuesta del 
anteproyecto:  
 
Art. 1207°.- Formalidad de la cesión de créditos  
 
“La cesión puede celebrarse por escrito, salvo que sea a título gratuito, en cuyo caso, debe 
constar por escrito de fecha cierta, bajo sanción de nulidad”. 
 
Art. 1215°.- Inicio de los efectos de la cesión:  
 
“1. La cesión produce efecto contra el deudor cedido desde que le es comunicada de 
manera fehaciente. 
2. También surtirá efectos desde el momento en que el deudor cedido participa en el acto 
de cesión. 
3. Cuando medie un pacto que prohíbe la cesión se requerirá la aceptación expresa del 
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